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Se propone al Consejo de Ministros la aprobación del siguiente proyecto de disposición: 

 

ANTEPROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 8/2021, 

DE 4 DE JUNIO, DE PROTECCIÓN INTEGRAL A LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA FRENTE A 

LA VIOLENCIA PARA LA MEJORA DE LAS GARANTÍAS DE PROTECCIÓN DE LA INFANCIA Y LA 

ADOLESCENCIA. 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

I 

El objeto de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la infancia y la 

adolescencia frente a la violencia es garantizar la protección de las niñas, niños y adolescentes 

frente a cualquier tipo de violencia, velando por su desarrollo integral y su bienestar. 

La protección de la infancia y la adolescencia constituye un deber de los poderes públicos, tal y 

como establece el artículo 39 de la Constitución Española que remite a lo previsto en los acuerdos 

internacionales que velan por sus derechos siendo fundamental la Convención sobre los Derechos 

del Niño aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989, 

y ratificada por el Reino de España el 30 de noviembre de 1990. 

La aprobación de la Ley orgánica 8/2021, de 4 de junio, respondió a la necesidad de incorporar 

en el ordenamiento jurídico las recomendaciones y principios del Comité de Derechos del Niño, 

principalmente lo dispuesto en las Observaciones generales número 12, de 2009, sobre el 

derecho a ser escuchado; número 13, de 2011, sobre el derecho a no ser objeto de ninguna forma 

de violencia y número 14, de 2014, sobre el interés superior de las personas menores de edad. 

Si bien esta norma incorporó avances significativos en relación con la protección de la infancia y 

la adolescencia, resulta necesario abordar determinadas situaciones y ámbitos de actuación con 

carácter más exhaustivo, así como adoptar medidas que garanticen la protección efectiva de las 

niñas, niños y adolescentes.  

De acuerdo con los últimos datos analizados por diversas organizaciones como UNICEF o ANAR 

la violencia contra niñas y niños es un problema generalizado que persiste. Entre el 83% y el 91% 

de niñas, niños, y adolescentes sufren actos de violencia en diferentes etapas de su infancia en 

distintos entornos. A menudo esta violencia sucede en entornos de confianza, dentro del núcleo 

familiar y más cercano de las niñas y niños. Por otro lado, la violencia sexual y el acoso escolar, 
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en sus múltiples variedades, constituyen un problema que lejos de verse reducido, se convierten 

en la principal preocupación de niñas, niños y adolescentes. 

A esto se suman los datos sobre el número de personas menores de edad asesinadas por 

violencia de género por sus padres o por las parejas o exparejas de sus madres que entre 2013 

y hasta el 31 de marzo de 2026, se eleva a 68, 34 niñas y 34 niños, siendo los años 2015 y 2024 

los peores de la serie con 9 personas menores de edad asesinadas.  

Por otra parte, multitud de casos de violencia no son comunicados o notificados debido a la alta 

tolerancia social y falta de formación de profesionales.  

En este sentido, resulta especialmente preocupante la violencia sexual en ámbitos de confianza. 

. Según el informe Por una justicia a la altura de la infancia, publicado en octubre de 2023 por 

Save The Children, se estima que en 8 de cada 10 casos de agresiones sexuales contra la infancia 

la persona agresora pertenece al entorno familiar o es conocida del niño o niña, y el 96% de las 

personas agresoras no tiene antecedentes penales relacionados con violencia sexual. La agresión 

sexual es una de las formas más graves de violencia contra la infancia y adolescencia y, además, 

una de las más ocultas. Según los últimos datos del Ministerio del Interior, en 2021 se presentaron 

8.317 denuncias por delitos contra la libertad sexual que tenían como víctimas a niños, niñas y 

adolescentes. Estos datos sin embargo no reflejan totalmente la realidad pues se estima que solo 

el 15 % de los casos de agresión sexual llegan a denunciarse. 

Tal y como señala la Estrategia para los derechos de la infancia (2022-2027) del Consejo de 

Europa, la violencia contra niñas y niños constituye una vulneración de sus derechos, socava su 

desarrollo social y afecta el goce de sus demás derechos. La violencia suele tener consecuencias 

devastadoras a corto y largo plazo para la salud física y mental, que algunas veces se prolonga a 

lo largo de generaciones. Además, se constata que el riesgo de violencia contra la infancia, en 

especial contra las niñas, continúa estando presente en cada entorno, incluido el entorno digital, 

y en los lugares en que niñas y niños deberían estar más seguros, como la escuela, las 

instituciones judiciales, las actividades de ocio y el hogar. 

El informe de seguimiento de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, pone de manifiesto los 

avances normativos, a nivel estatal y autonómico que se han logrado tras la aprobación de la 

norma, si bien también refleja las áreas en las que es preciso realizar un trabajo más exhaustivo. 

De este modo, se considera imperativo continuar avanzando para lograr erradicar la violencia 

sobre personas menores de edad y en este sentido, mediante la presente reforma se pretenden 

ampliar los mecanismos y garantías de protección de la infancia previstos en la referida ley 

orgánica, contribuyendo así, a una mejora de su implementación y alcance.  

Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a vivir libres de toda forma de violencia y a la 

protección de su integridad personal, física y mental, garantizando su bienestar, el libre desarrollo 

de su personalidad y una transición adecuada a la vida adulta e independiente. La protección de 

las personas menores de edad ha de conformarse por el conjunto de políticas, procedimientos y 

actuaciones que desarrollen las administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, 

ante cualquier forma de violencia, independientemente del ámbito en que tenga lugar, pudiendo 

tratarse de violencia en el ámbito familiar, escolar o social, entre otros. 
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II 

Mediante la presente reforma se persigue ampliar los mecanismos y garantías de protección de 

la infancia previstos en la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, con el fin de mejorar la protección 

de la infancia y la adolescencia, así como la implementación y alcance de la ley y reforzar su 

aplicación con carácter general tanto sectorial como territorialmente. 

Igualmente se presta especial atención a la protección de colectivos que pueden encontrarse en 

situación de mayor vulnerabilidad, como las niñas y niños menores de tres años o en contextos 

de violencia de género e intrafamiliar; niñas, niños y adolescentes que ingresan en los sistemas 

de protección y víctimas de violencia sexual, o niñas, niños y adolescentes con discapacidad, 

entre otros. 

En virtud del artículo 7 de la Convención sobre Derechos de las Personas con Discapacidad 

(CDPD), los Estados Parte adoptarán todas las medidas necesarias para que las niñas, niños y 

adolescentes con discapacidad gocen plenamente de todos los derechos humanos y 

fundamentales en igualdad de condiciones, tomando como consideración primordial el interés 

superior del menor y su derecho a ser escuchadas.  

 

El artículo 49 de la Constitución, recientemente reformado, estipula una protección reforzada, al 

disponer que se atenderán particularmente las necesidades específicas de las mujeres y los 

menores con discapacidad. 

 

Tal y como pone de relieve la Observación General Núm. 9 (2006) sobre los derechos de los niños 

con discapacidad CRC/C/GC/9, de 27 febrero, las personas menores de edad con discapacidad 

son más vulnerables a todos los tipos de violencia, ya sea psicológica, físico o sexual en todos los 

entornos, incluidos la familia, las escuelas, las instituciones privadas y públicas, el entorno laboral 

y la comunidad. En concreto, advierte que las personas menores de edad con discapacidad tienen 

cinco veces más probabilidades de ser víctimas de agresiones. 

 

El Estudio de Prevalencia de la violencia contra la infancia y la adolescencia en España, publicado 

en el año 2025 por el Ministerio de Juventud e Infancia arroja luz a esta realidad al constatar la 

mayor prevalencia de la violencia cuando las víctimas son personas con algún grado de 

discapacidad reconocido: 71,9% de prevalencia en el ámbito de la violencia psicológica, 71,1% 

en la tipología de violencia física y 58,5% en la esfera de la violencia sexual. 

 

En consecuencia, la presente reforma introduce mayores garantías para las personas menores 

de edad con discapacidad, con especial atención a aquellas que han sido víctimas de violencia, y 

refuerza la accesibilidad universal, desde una perspectiva centrada en derechos.  

 

En virtud del artículo 19 de la Convención sobre Derechos del Niño es obligación de los poderes 

públicos proteger a la infancia y adolescencia de todas las formas de malos tratos perpetradas 
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por padres, madres o cualquiera otra persona responsable de su cuidado, y establecer medidas 

preventivas y de tratamiento al respecto.  

Atendiendo a este artículo y la correspondiente obligación que se genera para los Estados en la 

Observación general núm. 13, sobre el derecho de las niñas y de los niños a no ser objeto de 

ninguna forma de violencia, el Comité de Derechos del Niño reconoce la importancia primordial 

de la familia, incluida la familia extensa, en la atención y protección de la infancia y la adolescencia 

y en la prevención de la violencia. Sin embargo, reconoce también que la mayor parte de los actos 

de violencia se producen en el ámbito familiar y que, por consiguiente, es preciso adoptar medidas 

de intervención y apoyo cuando las niñas, niños y adolescentes sean víctimas de la violencia 

sufrida o generada en el seno de la familia.  

De lo anterior se extrae que la crianza de las niñas y niños en entornos respetuosos y propicios, 

exentos de violencia, contribuye a la realización de su personalidad y fomenta el desarrollo de 

ciudadanos sociales y responsables que participan activamente en la comunidad local y en la 

sociedad en general. Así pues, la aplicación del artículo 19 de la Convención sobre los Derechos 

del Niño no se erige únicamente como instrumento de protección y reparación, sino que constituye 

una estrategia fundamental para reducir y prevenir todas las formas de violencia en las 

sociedades, promover el progreso social y elevar el nivel de vida, fomentar la libertad, la justicia y 

la paz, y que las niñas, niños y adolescentes tengan un lugar y un valor igual al de las personas 

adultas. 

Por ello mediante esta reforma se pretende reforzar la protección de las niñas, niños y 

adolescentes incorporando, con mayor rigor, las obligaciones que impone la Convención y las 

recomendaciones del Comité. En atención a estas últimas, se persigue instaurar una serie de 

garantías cuyo alcance no se vea limitado por cuestiones sectoriales o territoriales, de forma que 

la protección de las niñas, niños y adolescentes tenga una dimensión transversal e integral. De 

este modo, la reforma o ampliación de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, parte de un enfoque 

comprehensivo de todos los ámbitos de la vida de las personas menores de edad, asegurando un 

enfoque integral que aspire a garantizar un alto nivel de salud de las personas menores de edad 

víctimas de violencia. De ahí la nueva redacción dada al artículo 1 y la adaptación de algunos 

conceptos a normas como la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, de garantía integral de 

la libertad sexual.  

Además, la propia ley y, consecuentemente, la reforma de la misma se desarrolla desde un 

enfoque basado en los derechos de la infancia y adolescencia, esto es, tal y como describe el 

Comité de Derechos del Niño, el respeto de la dignidad, la vida, la supervivencia, el bienestar, la 

salud, el desarrollo, la participación y la no discriminación del niño como persona titular de 

derechos […]. A su vez, concluye que para ello es necesario adoptar un nuevo paradigma y 

alejarse de los enfoques de la protección de la infancia que perciben y tratan a las niñas y los 

niños como "objetos" que necesitan asistencia y no como personas titulares de derechos, entre 

ellos el derecho inalienable a la protección. 

 

III 



  

 

 

 

 

 5 

 
En la elaboración de esta norma se han tenido en cuenta las aportaciones del grupo de personas 

expertas para el análisis y la mejora de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, constituido por el 

Ministerio de Juventud e Infancia en febrero de 2025. Este grupo de trabajo ha contado con 

especialistas de reconocido prestigio en ámbitos como la judicatura, la psicología, la sociología, 

la pediatría o el trabajo social, entre otros. El principal objetivo de este grupo ha sido proponer 

mejoras para aumentar la protección de la infancia y la adolescencia víctima de violencia de 

género y de violencia vicaria, reforzar las medidas que permitan una mayor protección y respeto 

del interés superior de las personas menores de edad que han sufrido violencia, así como 

incorporar medidas que contribuyan a mejorar la correcta implementación de la ley. 

Uno de los principales objetivos de esta Leyes reforzar la obligación de los poderes públicos de 

que el interés superior de la persona menor de edad sea el elemento central de todas las 

decisiones que le afecten, así como el deber de atender de manera preferente y cumpliendo el 

principio de diligencia debida a las niñas, niños y adolescentes víctimas de violencia. Para ello, se 

refuerzan los criterios interpretativos y de aplicación del interés superior de la persona menor de 

edad, y se establecen medidas para garantizar que éste sea verdadera y expresamente tomado 

en consideración en cada acto o decisión que afecte a una niña, niño o adolescente. Igualmente 

se refuerza el derecho de las víctimas a ser escuchadas, ya que la escucha constituye una 

garantía esencial para el respeto de su interés superior, de ahí que se recojan una serie de 

condiciones mínimas para la escucha de las personas menores de edad, prestando atención 

especial al ámbito judicial. Las personas menores de edad están sometidas a la voluntad o 

representación de otras personas, pero ello no significa que su propia voluntad sea irrelevante, 

pues la patria potestad ha de ejercerse no sólo en beneficio de la persona menor de edad, sino 

de acuerdo con su personalidad. En la escucha a la persona menor de edad se debe tomar en 

consideración su voluntad no como deseo o capricho, sino en cuanto razonable y relacionada con 

hechos y causa objetivos. 

La experiencia acumulada desde la entrada en vigor de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, 

pone de relieve las lagunas estructurales en el sistema de protección jurídica de la infancia en 

contextos judiciales y administrativos, y con ello, la necesidad de revisar el marco normativo 

vigente especialmente su derecho a una adecuada escucha.  

Asimismo, mediante esta reforma, se pretende avanzar en la protección de niñas, niños y 

adolescentes víctimas de violencia de género. Una cifra especialmente alarmante es la de 

personas menores de edad víctimas mortales en casos de violencia de género, que entre   2013 

y hasta el 31 de marzo de 2026, se eleva a 68, 34 niñas y 34 niños, siendo los años 2015 y 2024 

los peores de la serie con 9 personas menores de edad asesinadas de acuerdo con los datos de 

la Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género. Tal y como recoge la Resolución del 

Parlamento Europeo, de 6 de octubre de 2021, sobre el impacto de la violencia doméstica y del 

derecho de custodia en las mujeres y los niños (2019/2166(INI)), es necesario que el interés 

superior de las personas menores de edad sea la consideración primordial, en particular para 

determinar los derechos de custodia y visita en los casos de separación. 

De acuerdo con lo anterior, en este proyecto normativo se refuerza la protección de las personas 

menores de edad en el ámbito familiar, especialmente de aquellas que sufren o están en riesgo 

de sufrir violencia de género, incluida su expresión en violencia vicaria y violencia sexual. En este 
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sentido, se refuerzan las garantías de protección teniendo como elemento central la escucha de 

los niños, niñas y adolescentes, sin importar su edad, en los procesos judiciales de familia y su 

bienestar, no pudiéndose establecer el régimen de custodia compartida cuando existan indicios 

de que dicho régimen de custodia pueda provocar un impacto negativo en la salud física, psíquica 

y emocional de los niños, niñas o adolescentes. Asimismo, en los casos en que una persona 

menor de edad manifieste oposición a mantener cualquier tipo de contacto, régimen de visitas o 

convivencia con uno de sus progenitores, se deberán investigar las causas de dicho rechazo y 

garantizar que el contacto se da en condiciones seguras y de máximo bienestar para la persona 

menor de edad.  

Debe recodarse que ya el artículo 1 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas 

de protección integral contra la violencia de género, incluye a las personas menores de edad como 

víctimas directas de la violencia de género. Es necesario así, manifestar con claridad que en los 

supuestos de violencia de género no deberían acordarse regímenes de visitas a favor de las hijas 

e hijos, por cuanto el padre que maltrata a la madre no puede transmitir adecuados valores de 

igualdad a los menores que, además, son víctimas directas de esa violencia.  

El informe Custodia, violencia contra las mujeres y violencia contra los niños de la Relatora 

Especial sobre la violencia contra las mujeres y las niñas, sus causas y consecuencias pone de 

manifiesto que el hecho de no tener en cuenta la violencia en la pareja y la violencia contra los 

hijos e hijas en las decisiones sobre la custodia y el régimen de visitas constituye una violación de 

los derechos de la infancia y la adolescencia y del principio del interés superior de las personas 

menores de edad. 

El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer ha recordado la responsabilidad 

del Estado de considerar “las necesidades específicas de las mujeres y [las niñas] y niños a la 

hora de determinar la custodia de los hijos [e hijas] en los casos de violencia de género en el 

ámbito doméstico”, así como de “adoptar medidas para garantizar que el factor de la violencia 

doméstica se tenga en cuenta a la hora de otorgar la custodia de un hijo [o hija]”. Además, el 

Comité ha afirmado que “los derechos o reclamaciones de los autores o presuntos autores durante 

y después de los procedimientos judiciales […] deberían determinarse a la luz de los derechos 

humanos de las mujeres y los niños [y niñas] a la vida y la integridad física, sexual y psicológica y 

regirse por el principio del interés superior del niño”.  

Con respecto al pseudoconcepto de la alienación parental, el Comité ha emitido una serie de 

observaciones finales en las que ordena a los Estados parte que prohíban la invocación de la 

alienación parental en los tribunales y que impartan una formación obligatoria a las autoridades 

judiciales sobre la violencia doméstica y su impacto en niños y niñas. Asimismo, expresó su 

preocupación por el efecto negativo de los grupos defensores de los derechos de los progenitores. 

Como señala el informe hasta la fecha, solo hay un ejemplo en que la utilización de la alienación 

parental está expresamente prohibida por ley, en España, donde el uso de estos pseudoconceptos 

teóricos está prohibido por carecer de aval científico y se los califica explícitamente de 

“pseudociencia”. 

Por ello, mediante esta reforma, se prohíbe de manera expresa el uso de planteamientos teóricos 

o criterios sin aval científico que presuman interferencia o manipulación adulta, como el llamado 
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síndrome de alienación parental o cualquiera de sus reformulaciones y se refuerzan las garantías 

frente a su aplicación.  

En relación con la violencia sexual y en concordancia con las recomendaciones al respecto del 

Defensor del Pueblo, se otorga el reconocimiento de la condición jurídica de víctima a las personas 

menores de edad que han sufrido violencia sexual y en línea con las previsiones del nuevo Pacto 

de Estado contra la Violencia de Género aprobado en enero de 2025, se incorporan 

modificaciones para vincular la protección y atención de las personas menores de edad, a la de 

la mujer de la que están a cargo víctima de violencia de género.  

Igualmente, se establece que se prestará especial atención a la detección de la violencia sexual 

cometida en el ámbito familiar, garantizando para ello que los equipos profesionales, 

principalmente del ámbito educativo, sanitario y social, cuenten con la formación prevista en el 

artículo 5 y se apliquen protocolos adecuados. 

Ante estas circunstancias, resulta fundamental subrayar a lo largo de toda la norma la obligación 

de las administraciones públicas de promover, implementar y asegurar que las personas 

profesionales que tengan contacto habitual con las personas menores de edad cuenten con una 

formación especializada, inicial y continua, en materia de derechos fundamentales de la infancia 

y adolescencia que se realizará de acuerdo con un Plan director de formación. 

Por último, mediante la presente reforma se introduce como objetivo, también primordial, asegurar 

el más alto nivel de salud y una atención integral a los niños, niñas y adolescentes víctimas de 

violencia. Dado que la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, prevé, en diversos ámbitos, medidas 

de detección que conllevan a la notificación o puesta en conocimiento de la violencia que sufren 

los niños, niñas y adolescentes, es necesario que a esa detección y notificación le sigan dos 

grandes actuaciones. La primera, tomar medidas de protección sobre la víctima para evitar que el 

daño siga ocurriendo. La segunda, iniciar la intervención desde el ámbito sanitario (o 

sociosanitario) desde el primer momento en el que se tiene conocimiento de la situación que sufre 

o incluso, para prevenir situaciones de exposición a la violencia de género, para proporcionar la 

atención adecuada a los problemas de salud biopsicosocial detectados y derivados de dicha 

violencia. El objetivo principal es la recuperación y reparación de las víctimas. 

También se indica la conveniencia de que existan servicios específicos y especializados donde se 

puedan llevar a cabo las diferentes intervenciones de forma interdisciplinar, e intensiva. En todo 

caso, se debe buscar una mayor coordinación entre servicios, que funcionen integradamente para 

reducir la revictimización de la persona menor de edad víctima de violencia. 

En efecto, la presente reforma refuerza un enfoque de atención integral a la infancia y la 

adolescencia víctimas de violencia, basado en la coordinación interinstitucional de los sistemas 

públicos implicados en prevención, detección precoz, protección, recuperación y reparación. En 

este contexto, se toma como referencia el modelo Barnahus (Casa de las niñas y los niños), que 

impulsa una respuesta especializada en un entorno seguro y amigable y la intervención de 

equipos multidisciplinares, con perspectiva de infancia, género, interseccional y en derechos 

humanos, orientada a evitar la fragmentación de las intervenciones, la victimización secundaria y 

a reducir el impacto de la violencia sufrida sobre su desarrollo, bienestar y trayectoria vital. 
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En España, esta referencia se ha asumido como un compromiso formal de los poderes públicos 

y se ha proyectado, de manera prioritaria, en la atención a víctimas de violencia sexual, 

permitiendo avanzar progresivamente hacia la atención de cualquier forma de violencia contra la 

infancia y la adolescencia, en coherencia con el carácter integral y transversal de esta ley 

orgánica. En este sentido, la reforma refuerza la voluntad de los poderes públicos con el impulso 

y consolidación de servicios públicos especializados de atención integral, multidisciplinares y 

coordinados, con garantía de suficiencia, accesibilidad y calidad. 

 

 

IV 

Un elemento de notable relevancia para avanzar en la reforma de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 

de junio, es alcanzar la aplicación homogénea y con mayores garantías en el conjunto del 

territorio, evitando desigualdades y desequilibrios en relación con la protección y el respeto de los 

derechos de la infancia y la adolescencia en distintos territorios. 

La Recomendación (UE) 2024/1238 de la Comisión, de 23 de abril de 2024, sobre el desarrollo y 

el refuerzo de los sistemas integrados de protección de la infancia que redunden en el interés 

superior del niño, sienta las bases para fortalecer y garantizar la protección de la infancia y la 

adolescencia un aspecto que tiene especialmente en cuenta es la situación de las niñas, niños y 

adolescentes que ingresan en los sistemas de protección a la infancia. A este respecto, la 

Comisión sostiene que los poderes públicos han de ofrecer programas globales de apoyo y 

preparación para ayudar a la infancia, adolescencia y juventud, teniendo en especial 

consideración las personas con discapacidad y niños migrantes no acompañadas, en la transición 

del régimen de cuidados alternativos o de justicia infantil o de cualquier otro centro en régimen 

cerrado o semiabierto a una vida independiente y a la plena inclusión en la comunidad.  

Atendiendo a esta observación, esta reforma incorpora una serie de previsiones concretas en aras 

de procurar que la salida de los sistemas de protección y la transición a la vida independiente se 

lleve a cabo mediante programas de apoyo y acompañamiento que se adapten a las necesidades 

de las personas que se encuentran en esta situación y permitan la inclusión e integración en la 

comunidad. 

Para poder alcanzar estos objetivos es crucial contar con un marco jurídico efectivo y coherente. 

Para ello, la Comisión considera que la previsión de sistemas de evaluación y control son útiles a 

fin de garantizar la calidad de las medidas legislativa y no legislativas que se adopten, por ello, y 

atendiendo al principio de descentralización, se recomienda valorar indicadores sobre los 

derechos y el bienestar de niñas, niños y adolescentes. Además, se pide a los Estados continuar 

con la labor de desarrollar y reforzar sistemas integrados de protección de la infancia basados en 

un marco jurídico y político nacional integral.  

Atendiendo a estos principios se han reforzado las garantías de protección de las personas 

menores de edad al introducir medidas de mayor magnitud en relación con las personas que se 
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relacionan con personas menores de edad en su profesión y oficio de forma habitual, así como 

mecanismos que permitan asegurar el cumplimiento de la ley de forma homogénea. 

 

V 

Esta ley orgánica se estructura en seis artículos modificativos, dos disposiciones adicionales y 

cuatro disposiciones finales. El artículo 1 modifica la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, con el 

objeto de reforzar las garantías y mecanismo que permitan una verdadera protección integral a la 

infancia y adolescencia.  

En el título preliminar se modifica el artículo 1 desde un enfoque más comprehensivo de todos los 

ámbitos de la vida de las personas menores de edad que se deben proteger, asegurando un 

enfoque integral que aspire a garantizar un alto nivel de salud de las personas menores de edad 

víctimas de violencia. En los artículos 3 y 4 se refuerza la obligación de los poderes públicos de 

que el interés superior de la persona menor de edad sea el elemento central de todas las 

decisiones que le afecten, así como el deber de atender de manera preferente y cumpliendo el 

principio de diligencia debida a las niñas, niños y adolescentes víctimas de violencia, partiendo de 

la necesidad de aplicar la perspectiva de infancia, género y derechos humanos en las actuaciones 

que les incumban. Igualmente se hace hincapié en la necesidad de fortalecer los servicios públicos 

de protección a la infancia para garantizar una respuesta eficaz y de calidad a las niñas, niños y 

adolescentes víctimas de violencia. El nuevo artículo 4 bis sobre criterios interpretativos y 

aplicación del interés superior de la persona menor de edad, pretende garantizar que el interés 

superior de la persona menor de edad sea verdadera y expresamente tomado en consideración 

en cada acto o decisión que afecte a una niña, niño o adolescente. Por su parte, el artículo 4 ter, 

refuerza las garantías para el cumplimiento del deber de diligencia debida de los poderes públicos, 

incidiendo especialmente en la prohibición de manera expresa del uso de planteamientos teóricos 

o criterios sin aval científico que presuman interferencia o manipulación adulta, como el llamado 

síndrome de alienación parental o cualquiera de sus reformulaciones. El artículo 5 subraya la 

obligación de las administraciones públicas de promover, implementar y asegurar que las 

personas profesionales que tengan contacto habitual con las personas menores de edad cuenten 

con una formación especializada, inicial y continua, en materia de derechos fundamentales de la 

infancia y adolescencia que se realizará de acuerdo con un Plan director de formación. En los 

artículos 6 y 7 se incide en el deber de colaboración, cooperación y coordinación entre las 

administraciones públicas y en el artículo 8, en la necesidad de priorizar la gestión pública directa 

de los servicios que impliquen intervención con niños, niñas y adolescentes víctimas de cualquier 

tipo de violencia. 

En el Título I relativo a los derechos de los niños, niñas y adolescentes frente a la violencia, 

destaca la modificación del artículo 9 que recoge, en consonancia con la jurisprudencia del 

Tribunal Constitucional (Sentencia 178/2020, de 14 de diciembre, entre otras), la necesidad de 

que todos los poderes públicos cumplan el mandato dirigido a ellos en el artículo 39 de la 

Constitución Española y atiendan de un modo preferente la situación del menor de edad, 

observando y haciendo observar el estatuto del menor como norma de orden público, de este 

modo se debe procurar el respeto del interés superior del menor, incluso si ello significa atemperar 

http://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/26535
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la rigidez de algunas normas procesales o sacrificar los legítimos intereses y perspectivas de 

terceros, con la debida motivación reforzada (SSTC 187/1996, de 25 de noviembre, FJ 2, 

y 77/2018, de 5 de julio, FJ 2). Por otra parte, se tiene en especial consideración la vulnerabilidad 

de las niñas y niños menores de tres años, así como de las personas menores de edad con 

discapacidad en lo relativo a la puesta a disposición por las administraciones públicas de los 

medios que garanticen el ejercicio efectivo de los derechos previstos en esta ley.  

El artículo 11 sobre el derecho de las víctimas a ser escuchadas sufre una profunda modificación 

con el fin de que esta se configure como un elemento central en la toma de decisiones que afecten 

a las personas menores de edad y en la determinación de su interés superior. Para ello se 

establecen una serie de condiciones mínimas para la escucha, prestando atención especial al 

ámbito judicial.  

El artículo 11 bis, remite a lo dispuesto en el nuevo artículo 5 bis de la Ley Orgánica 1/1996, de 

15 de enero,  reforzando el derecho a un lenguaje sencillo en los procedimientos que traigan 

causa de una situación de violencia. 

El artículo 12 se modifica para situar como centro del derecho a la atención integral la salud y el 

bienestar de la persona menor de edad, incidiendo en la importancia de que, las niñas, niños o 

adolescentes víctimas de violencia puedan acceder a los servicios que contribuyan al mayor grado 

de recuperación de su salud tanto física como mental. En este sentido la atención, deberá ser 

garantizada, de ser posible, a través de servicios públicos especializados en violencia contra la 

infancia y adolescencia, y en concreto, preferentemente a través de servicios de recuperación 

integral que incluyan asistencia psicológica, jurídica, social y sanitaria. También se procurará la 

existencia de servicios sanitarios públicos especializados y formados por equipos 

multidisciplinares con perspectiva de infancia, género y de derechos humanos, con formación en 

trauma e intervenciones preventivas.  Igualmente, como parte de la atención integral, tras una 

evaluación de las necesidades de apoyo y protección a la víctima deberán adoptarse las medidas 

cautelares y de protección que correspondan. 

En el artículo 13 se añade que en todo caso se entenderá que existe conflicto de intereses en el 

caso de los niños, niñas o adolescentes bajo la guarda y/o tutela de una entidad pública de 

protección que denuncian a esta o al personal a su servicio por haber sufrido violencia bajo su 

tutela y cuidado. Asimismo, se refuerzan las garantías para que las personas menores de edad 

con discapacidad puedan participar en condiciones de igualdad en los procesos judiciales que 

traigan causa de una situación de violencia. En el artículo 14 se establece el mandato de que en 

los Colegios de Abogacía se cree un turno de oficio especializado en violencia contra la infancia 

y la adolescencia. 

Finalmente, se introduce un nuevo artículo 14 bis, que recoge el derecho a la reparación ante 

cualquier tipo de violencia reconocida en la ley orgánica objeto de modificación.   

En el capítulo III del título III se refuerza la protección de las personas menores de edad en el 

ámbito familiar, especialmente de aquellas que sufren o están en riesgo de sufrir violencia de 

género, incluida su expresión en violencia vicaria y violencia sexual. En este sentido, en los casos 

de ruptura familiar se refuerzan las obligaciones de formación tanto del personal que forma parte 

de los puntos de encuentro familiar, así como de los equipos técnicos forenses, se limita el uso de 

http://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/3239
http://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/25704
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modalidades alternativas de negociación previa a la vía jurisdiccional y de resolución de conflictos 

y se establece que en ningún caso podrá establecerse el régimen de custodia compartida cuando 

existan indicios de que dicho régimen de custodia pueda provocar un impacto negativo en la salud 

física, psíquica y emocional de los niños, niñas o adolescentes. En los casos en que una persona 

menor de edad manifieste oposición a mantener cualquier tipo de contacto, régimen de visitas o 

convivencia con uno de sus progenitores, se deberán investigar las causas de dicho rechazo y 

garantizar que el contacto se da en condiciones seguras y de máximo bienestar para la persona 

menor de edad, a través de una atención especializada en perspectiva de infancia y seguimiento 

por los servicios correspondientes.  

El artículo 23 se modifica en línea con las previsiones del nuevo Pacto de Estado contra la 

Violencia de Género aprobado en enero de 2025, en el sentido de vincular la protección, atención 

y acreditación de las personas menores de edad, a la de la mujer con la que convivan o que 

ostenta su tutela, guarda o custodia, víctima de violencia de género.  

Por otro lado, se incluye un nuevo artículo relativo a la violencia sexual en el ámbito familiar, 

mediante este artículo se garantiza la prestación de una atención efectiva e integral tanto en la 

detección de la violencia cometida en el ámbito familiar como la asistencia a las víctimas por parte 

de los servicios especializados, especialmente del ámbito educativo, sanitario y social. 

En cuanto al ámbito sanitario y de los servicios sociales se establecen previsiones de mejora en 

cuanto a la recuperación de las víctimas a través de la atención de su salud no solo física, si no 

también mental y se subraya la necesidad de que las distintas administraciones públicas 

aumenten la coordinación entre los distintos servicios que atienden a las víctimas y doten a sus 

profesionales de formación especializada. 

El título IV pasa a estar compuesto por dos capítulos, el primero de ellos regula las actuaciones 

en los centros de protección y el segundo establece el régimen sancionador en caso de 

incumplimiento de las obligaciones que recoge la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de 

protección integral a la infancia y la adolescencia frente a la violencia y la Ley Orgánica 1/1996, 

de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, sin perjuicio de la legislación autonómica de 

aplicación. En el capítulo I se incorpora un nuevo artículo que contempla de forma expresa la 

figura del Coordinador o Coordinadora de bienestar y protección en los centros de acogimiento 

residencial. Además, mediante otro artículo adicional se recoge una referencia expresa a la salida 

de los centros de acogimiento residencial, previendo que se preste el apoyo y acompañamiento 

necesario. Tal y como se ha mencionado con anterioridad, el nuevo capítulo II recoge el régimen 

sancionador. 

Por último, en los artículos 57 y siguientes del título V se refuerzan los requisitos para acceder a 

profesiones y oficios que impliquen un contacto habitual con niñas, niños y adolescentes. En este 

sentido, se adapta la legislación a lo establecido en el Pacto Europeo de Migración y Asilo, 

concretamente en relación con lo previsto en el apartado sexto del artículo 26 de la Directiva (UE) 

2024/1346 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de mayo de 2024, por la que se 

establecen normas para la acogida de los solicitantes de protección internacional. 

Los artículos 2 y 3 modifican respectivamente, el Código Civil, aprobado por Real Decreto de 24 

de julio de 1889 y la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, de 
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modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Las diversas 

modificaciones de estas normas se realizan en coherencia con los cambios introducidos en la Ley 

Orgánica 8/2021, de 4 de junio, especialmente con el objetivo de reforzar el derecho a la escucha 

sin importar la edad y mediante la adopción de medidas necesarias para que esta se realice de 

manera adecuada. En este sentido se eliminan las referencias a que la escucha a las personas 

menores de edad solo se dará si tuvieran suficiente madurez y, en todo caso, si fueran mayores 

de doce años.  

En el Código Civil, en línea con lo recogido en el artículo 12.3 de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de 

junio, se establece en el artículo 156 que en todo caso, bastará el consentimiento de un solo 

progenitor para que las hijas o hijos menores de edad puedan acceder a los servicios destinados 

a ofrecer reparación psicológica, social o asesoramiento jurídico cuando hayan sido víctimas de 

alguno de los tipos de violencia que recoge la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección 

integral a la infancia y la adolescencia frente a la violencia. 

También se debe destacar la modificación del artículo 176, que señala que no podrán ser 

declarados idóneos para la adopción quienes hayan sido condenados por sentencia firme por 

cualquier delito o infracción relacionado con la infancia y la adolescencia, incluyendo los delitos 

de violencia de género y doméstica, maltrato físico o psicológico, abandono de personas menores 

de edad, o contra la libertad sexual tipificados en los artículos 153, 173.2, 173.3, 229 y el título 

VIII del Libro II de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, 

respectivamente, así como por cualquier delito de trata de seres humanos tipificado en el título VII 

bis del Código Penal. 

Por otro lado, entre las modificaciones que se realizan sobre la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de 

enero, se incorpora un nuevo artículo 5 bis en línea con lo previsto en el preámbulo de la Ley 

6/2022, de 31 de marzo, de modificación del Texto Refundido de la Ley General de derechos de 

las personas con discapacidad y de su inclusión social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 

1/2013, de 29 de noviembre, para establecer y regular la accesibilidad cognitiva y sus condiciones 

de exigencia y aplicación, al recoger el derecho a un lenguaje sencillo y comprensible que se 

adapte a la edad de las personas menores de edad en los actos administrativos, resoluciones y 

comunicaciones procesales de los que sean destinatarios.  

Mediante el artículo 4 se modifica la Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita 

para reconocer este derecho a las personas menores de edad, recuperando los delitos 

enumerados en la disposición final séptima de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio.  

El artículo 5 modifica la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección 

Integral contra la Violencia de Género para responder a los cambios introducidos en el artículo 29 

de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio. 

Finalmente, el artículo 6 modifica la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de 

Datos Personales y garantía de los derechos digitales. 

La disposición adicional única establece el plazo para la aprobación del primer Plan Director de 

Formación en materia de violencia contra niños, niñas y adolescentes, así como del documento 

de evaluación de los servicios especializados existentes  
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La disposición final primera hace referencia al título competencial de esta ley; la disposición final 

segunda al carácter orgánico y ordinario de los distintos preceptos de la ley, y la disposición final 

tercera se refiere a la incorporación de derecho europeo y la cuarta a la entrada en vigor de la 

norma. 

 

VI 

Esta ley orgánica es coherente con los principios de buena regulación establecidos en el artículo 

129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

administraciones públicas. De lo expuesto anteriormente se pone de manifiesto el cumplimiento 

de los principios de necesidad y eficacia, toda vez que mediante esta reforma de ley orgánica se 

da respuesta a la necesidad de contar con un marco normativo que regule un sistema de 

protección integral, uniforme y eficaz en todo el territorio del Estado frente a la vulneración de 

derechos que significa la violencia sobre la infancia y la adolescencia, así como frente a la 

fragmentación del modelo actual, garantizando de esta forma una mayor protección de las 

personas menores de edad y el efectivo cumplimiento de la ley.  

Asimismo, la ley es acorde con el principio de proporcionalidad, al contener la regulación 

imprescindible para la consecución de los objetivos mencionados, y se ajusta al principio de 

seguridad jurídica en tanto que es coherente con el ordenamiento jurídico nacional, e 

internacional, cumpliendo con lo establecido en el artículo 19 de la Convención sobre los Derechos 

del Niño que señala la obligación de los Estados Partes de proteger a los niños, niñas y 

adolescentes contra toda forma de maltrato y con las recomendaciones hechas por el Comité de 

los Derechos del Niño. 

En cuanto al principio de transparencia, durante la tramitación de la norma se ha realizado el 

trámite de consulta pública previa, así como el trámite de información pública de conformidad con 

lo previsto en el artículo 26, apartados 2 y 6, de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno. 

Además, los objetivos que persigue esta ley orgánica están nítidamente explicados tanto en la 

parte expositiva de la misma como en la memoria que la acompaña. Igualmente, el principio de 

transparencia queda plenamente garantizado por el conjunto de trámites realizados hasta su 

publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 

Por último, con respecto al principio de eficiencia, esta ley orgánica únicamente incorpora como 

carga administrativa para el acceso y ejercicio de cualesquiera profesiones, oficios y actividades 

que impliquen contacto habitual con personas menores de edad la necesidad de presentar, 

además de la certificación negativa del Registro Central de delincuentes sexuales y de Trata de 

Seres Humanos, el certificado de antecedentes penales, con carácter anual. Esto se justifica por 

la necesidad de protección de las personas menores de edad frente a posibles personas 

agresoras, siendo una medida proporcional y que conlleva pocos trámites para la ciudadanía en 

la medida que una vez solicitado, su expedición es automática. El carácter anual de su solicitud 

se justifica por la necesidad de que esta documentación esté lo más actualizada posible.  

 

VII 
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Esta ley orgánica se dicta al amparo de los artículos 149.1.1.ª, 8.ª y 18.ª de la Constitución 

Española que establecen, respectivamente, la competencia exclusiva del Estado en la regulación 

de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de 

los derechos; la competencia exclusiva del Estado en legislación civil sin perjuicio de la 

conservación, modificación y desarrollo por las Comunidades Autónomas de los derechos civiles, 

forales o especiales, allí donde existan; y la competencia exclusiva del Estado en la regulación de 

las bases del régimen jurídico de las administraciones públicas. 

 

Artículo 1. Modificación de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la 

infancia y la adolescencia frente a la violencia. 

La Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la infancia y la adolescencia frente 

a la violencia queda modificada como sigue: 

Uno. Se modifica el título de la Ley Orgánica 8/2021 de 4 de junio, pasando a denominarse: 

«Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la infancia y la adolescencia frente 

a la violencia para la mejora de las garantías de protección de la infancia y la adolescencia.» 

 

Dos. Se modifica el artículo 1 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 1. Objeto. 

1. La presente ley tiene por objeto garantizar los derechos fundamentales de las niñas, niños y 

adolescentes a su integridad física y moral frente a cualquier forma de violencia, asegurando el 

más alto nivel de salud y el libre desarrollo de su personalidad, y estableciendo medidas de 

protección integral, que incluyan la sensibilización, la prevención, la detección precoz, la atención 

integral y la reparación en todos los ámbitos en los que desarrolla su vida.  

2. A los efectos de esta ley, se entiende por violencia toda acción, omisión o trato negligente que 

priva a las personas menores de edad de sus derechos y bienestar, que amenaza o interfiere su 

ordenado desarrollo físico, psíquico, sexual o social, en cualquier ámbito, con especial atención 

al ámbito familiar, con independencia de su forma, finalidad y medio de comisión, incluida la 

realizada a través de las tecnologías de la información y la comunicación, especialmente la 

violencia digital. 

En todo caso, es violencia contra las niñas, niños y adolescentes los castigos físicos, humillantes 

o denigrantes, el descuido o trato negligente, las amenazas, injurias y calumnias, la agresión 

sexual, la explotación, incluyendo la violencia sexual, la corrupción, cualquier tipo de contenido de 

explotación o violencia sexual contra la infancia y la exposición a este contenido, la explotación 

sexual, el acoso escolar, el acoso sexual, el acoso laboral, el ciberacoso, la violencia de género, 

la mutilación genital, la trata de seres humanos con cualquier fin, el matrimonio forzado infantil, la 

extorsión sexual, la difusión pública de datos privados así como la presencia de cualquier 

comportamiento violento en su ámbito familiar, entre otras. 
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3. Se entiende por buen trato a los efectos de la presente ley aquel que, respetando los derechos 

fundamentales de los niños, niñas y adolescentes, promueve activamente los principios de respeto 

mutuo, dignidad del ser humano, convivencia democrática, solución pacífica de conflictos, derecho 

a igual protección de la ley, igualdad de oportunidades y prohibición de discriminación de los niños, 

niñas y adolescentes.» 

 

Tres. Se modifica el artículo 3 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 3. Fines. 

Las disposiciones de esta ley persiguen los siguientes fines: 

a) Garantizar el derecho de las niñas, niños y adolescentes a que su interés superior sea una 

consideración primordial al tomar cualquier decisión que, directa o indirectamente, les afecte, 

atendiendo de un modo prioritario a su salud y bienestar personal. 

b) Garantizar el cumplimiento, por parte de todos los poderes públicos, autoridades y 

profesionales implicados, del deber de atender, de un modo preferente, la situación de las niñas, 

niños y adolescentes víctimas de violencia, observando y haciendo observar el conjunto de 

normas que garantizan sus derechos. 

c) Garantizar el derecho a una vida libre de violencia de las niñas niños y adolescentes, dando 

cumplimiento al principio de diligencia debida mediante la aplicación efectiva, por parte de todos 

los poderes públicos autoridades y profesionales implicados, de las medidas de prevención, 

protección, reparación y restauración previstas en esta ley y demás normas que sean de 

aplicación. 

d) Garantizar que los poderes públicos, las autoridades y profesionales apliquen la perspectiva de 

infancia, la perspectiva de género y de derechos humanos, en las actuaciones que afecten, directa 

o indirectamente, a los niños, niñas y adolescentes víctimas.  

Se entiende por perspectiva de infancia aquella que tiene en cuenta las características, 

preocupaciones y necesidades de las personas menores de edad como elemento central en la 

elaboración, aplicación, supervisión y evaluación de las políticas, programas y actuaciones que 

les afecten, en todos los ámbitos (familiar, educativo, sanitario, judicial o social) y a todos los 

niveles, así como el respeto y conciencia de que las niñas, niños y adolescentes son titulares de 

derechos, con autonomía propia y con capacidad para intervenir en la toma de decisiones que les 

conciernan. 

e) Garantizar la implementación de medidas de sensibilización en formatos universalmente 

accesibles para el rechazo y eliminación de todo tipo de violencia sobre la infancia y la 

adolescencia, dotando a los poderes públicos, a los niños, niñas y adolescentes y a las familias, 

de instrumentos eficaces para enfrentarla en todos los ámbitos, especialmente en el familiar, 

educativo, sanitario, de los servicios sociales, del ámbito judicial, de las nuevas tecnologías, de 

Internet y las redes sociales, del deporte y el ocio, de la Administración de Justicia y de las Fuerzas 

y Cuerpos de Seguridad. 
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f) Establecer medidas de prevención efectivas frente a la violencia sobre la infancia y la 

adolescencia, mediante una información adecuada y accesible a los niños, niñas y adolescentes, 

el acompañamiento a las familias, dotándolas de herramientas de parentalidad positiva y el 

refuerzo de la participación de las personas menores de edad. 

g) Impulsar la detección precoz de la violencia sobre la infancia y la adolescencia mediante la 

formación interdisciplinar, inicial y continua, con perspectiva de infancia, de género, de derechos 

humanos e interseccional, de las y los profesionales que tienen contacto habitual con los niños, 

niñas y adolescentes. 

h) Reforzar los conocimientos y habilidades de los niños, niñas y adolescentes para que sean 

parte activa en la promoción del buen trato y puedan reconocer la violencia y reaccionar frente a 

la misma, aumentando su capacidad de actuación buscando la ayuda adulta adecuada. 

i) Reforzar el ejercicio del derecho de los niños, niñas y adolescentes a ser oídos, escuchados y 

a que sus opiniones sean debidamente tenidas en cuenta en toda situación o proceso, 

administrativo o judicial, entre otros, que les afecte, asegurando su protección y evitando su 

revictimización y su victimización secundaria e incorporando los apoyos necesarios para otorgar 

garantía en este proceso a las personas menores de edad con discapacidad. 

j) Fortalecer el sistema judicial aumentando la coordinación sobre todo entre el ámbito civil y el 

penal para asegurar la tutela judicial efectiva de los niños, niñas y adolescentes víctimas de 

violencia, con especial atención a las situaciones en las que exista violencia de género. 

k) Fortalecer los servicios públicos de protección a la infancia para garantizar una respuesta eficaz 

y de calidad frente a la violencia, incluyendo una mejor tutela administrativa de las niñas, niños y 

adolescentes víctimas de violencia. 

l) Garantizar el acceso rápido y adecuado a los recursos y servicios previstos para atender a las 

niñas, niños y adolescentes víctimas, promoviendo que estos sean accesibles.  

m) Garantizar el buen trato a la infancia y mejora de la práctica profesional en el ámbito sanitario, 

de servicios sociales, educativo, judicial, policial y cualquier otro que esté en contacto directo o 

indirecto con las víctimas y supervivientes de todas las formas de violencia contra las personas 

menores de edad, a través de una formación especializada, inicial y continua, con perspectiva de 

infancia, de género, de derechos humanos e interseccional, del personal de dichos ámbitos. 

n) Garantizar la reparación y restauración de los derechos de las víctimas menores de edad, 

adoptando todas las medidas necesarias, incluida la atención y asistencia por los servicios de 

salud y servicios especializados, hasta su completa recuperación física, psíquica y emocional, así 

como su inclusión social.  

ñ) Garantizar la especial atención a los niños, niñas y adolescentes que se encuentren en situación 

de especial vulnerabilidad. En todo caso, se garantizará la atención a las necesidades específicas 

de las personas menores de edad con discapacidad. 

o) Garantizar la erradicación y la protección frente a cualquier tipo de discriminación y la 

superación de los estereotipos de carácter sexista, racista, homofóbico, bifóbico, transfóbico o por 
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razones estéticas, de discapacidad, de enfermedad, de aporofobia o exclusión social o por 

cualquier otra circunstancia o condición personal, familiar, social o cultural. 

p) Garantizar una efectiva coordinación y colaboración constante entre las distintas 

administraciones públicas y los y las profesionales de los diferentes sectores implicados en la 

sensibilización, prevención, detección precoz, asistencia, protección y reparación.  

q) Abordar y erradicar, desde una visión global, las causas estructurales que provocan que la 

violencia contra la infancia tenga cabida en nuestra sociedad. 

r) Establecer los protocolos, mecanismos y cualquier otra medida necesaria para la creación de 

entornos seguros, de buen trato e inclusivos para toda la infancia en todos los ámbitos 

contemplados en esta ley en los que la persona menor de edad desarrolla su vida. Se entenderá 

como entorno seguro aquel que respete los derechos de la infancia y promueva un ambiente 

protector físico, psicológico y social, incluido el entorno digital, sin exposición a comportamientos 

o contenidos sexistas, discriminatorios o que inciten a la violencia. 

s) Proteger la imagen de las niñas, niños y adolescentes desde su nacimiento hasta después de 

su fallecimiento.» 

 

Cuatro. Se modifica el artículo 4 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 4. Criterios generales. 

1. Los poderes públicos priorizarán en su actuación los siguientes principios y criterios generales:   

a) Prohibición de toda forma de violencia sobre los niños, niñas y adolescentes. 

b) El desarrollo de la autonomía y capacitación de las personas menores de edad para la detección 

precoz y adecuada respuesta de búsqueda de apoyo ante posibles situaciones de violencia 

ejercida sobre ellas o sobre terceras personas. 

c) La incorporación de la perspectiva de infancia, de género, de derechos humanos e 

interseccional, en el diseño e implementación de cualquier medida relacionada con la violencia 

sobre la infancia y la adolescencia. 

d) Individualización de las medidas teniendo en cuenta las necesidades específicas de cada niño, 

niña o adolescente víctima de violencia. 

e) Incorporación de un enfoque centrado en los derechos de las personas menores de edad con 

discapacidad, así como la accesibilidad universal en el diseño, implementación y evaluación de 

cualquier medida relacionada con la violencia sobre la infancia y la adolescencia. 

f) La consideración de la coeducación y el fomento de la enseñanza en equidad, y la 

deconstrucción de los roles y estereotipos de género como método imprescindible para la 

consecución de la igualdad efectiva entre niños y niñas, incluyendo la educación en derechos 

humanos en todas las etapas del sistema educativo. 
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g) La accesibilidad universal, como presupuesto irrenunciable, para hacer efectivos los mandatos 

de esta Ley a todos los niños, niñas y adolescentes, sin excepciones. 

h) La formación inicial y continua, con perspectiva de infancia, de género, de derechos humanos 

e interseccional, de todos los equipos profesionales que intervienen con las víctimas menores de 

edad, así como la capacitación de todo el personal que tiene contacto habitual con los niños, niñas 

y adolescentes, para la detección precoz de posibles situaciones de violencia. 

i) La garantía de integralidad de las actuaciones, desde la coordinación y cooperación 

interadministrativa e intradministrativa, así como de la cooperación internacional. 

j) Asegurar el ejercicio del derecho a la participación de los niños, niñas y adolescentes en toda 

toma de decisiones que les afecte. 

2. Las personas menores de edad que hayan incurrido en conductas violentas deberán recibir una 

atención especializada, especialmente en los ámbitos social, policial y educativo. Dicha 

intervención estará orientada a la promoción de conductas prosociales y a la prevención de la 

violencia, mediante programas de carácter psicosocial y educativo dirigidos a menores infractores, 

con el objetivo de favorecer su adecuada integración social y evitar la reincidencia.  

Asimismo, se analizará la posible existencia de situaciones previas de victimización. En caso de 

confirmarse que el menor ha sido víctima de violencia, se le reconocerá y tratará como tal, 

priorizando su protección integral, el acceso a una atención psicosocial especializada y la 

adopción de medidas de apoyo orientadas a su recuperación y reinserción social.» 

Cinco. Se incorpora un nuevo artículo 4 bis con la siguiente redacción: 

«Artículo 4 bis. Criterios interpretativos y de aplicación del interés superior de las personas 

menores de edad. 

1. A los efectos de garantizar en cada caso el interés superior de la persona menor de edad víctima 

de violencia, junto a los criterios generales recogidos en el artículo 2 de la Ley Orgánica 1/1996, 

de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, de modificación parcial del Código Civil y de la 

Ley de Enjuiciamiento Civil, se habrán de tener en cuenta los siguientes criterios: 

a) La consideración, como elemento central, en todas las actuaciones referidas a una persona 

menor de edad de su derecho a una vida libre de violencia, alejándola de quien la ejerce y 

garantizando su supervivencia y pleno desarrollo. 

Este criterio se deberá tener en cuenta especialmente, en situaciones en las que la persona o 

personas que ejercen violencia sobre la niña, niño o adolescente, son, o existen indicios 

suficientes de que puedan ser, convivientes.  

b) Todas las actuaciones o resoluciones que afecten directa o indirectamente a niñas, niños o 

adolescentes deberán observar el principio de diligencia debida, que exige  actuar con la agilidad, 

proactividad y eficiencia necesarias para prevenir, investigar, perseguir y castigar adecuadamente 

los actos de violencia contra las personas menores de edad, garantizando la protección y 

reparación a las víctimas, teniendo en especial consideración el irreversible impacto del transcurso 



  

 

 

 

 

 19 

 
del tiempo en la infancia, así como la importancia de esta fase evolutiva en el futuro de la persona 

menor de edad.   

c) El buen trato al niño, niña y adolescente como criterio integrante de todas las actuaciones, 

siendo obligación de las y los profesionales del ámbito sanitario, de los servicios sociales, del 

ámbito educativo, de la justicia, de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad o de cualquier otro cuya 

labor incida directa o indirectamente en la prevención, atención y protección de los niños, niñas y 

adolescentes frente a la violencia; escucharles  y tratarles de forma respetuosa y con sensibilidad, 

tomando en cuenta su situación personal, necesidades inmediatas, edad,  sexo, orientación e 

identidad sexual, expresión de género, origen racial o étnico, discapacidad y cualquier otra 

condición o  circunstancia personal y social;  respetando plenamente su integridad física, 

psicológica y moral. 

d)  Ante el riesgo de situaciones de violencia hacia personas menores de edad se habrá de dar 

prioridad a las actuaciones preventivas y medidas cautelares de protección. Ello implicará 

escuchar a la persona menor de edad, tomando conocimiento de sus vivencias, emociones y 

deseos, así como del impacto de la violencia sufrida, alejándola de quien refiera que le violenta 

de forma grave o reiterada. 

En los casos en que existan indicios de posibles violencias sexuales, deberán adoptarse, de forma 

inmediata, medidas de protección de carácter preventivo, garantizando la seguridad de la persona 

menor de edad mientras se llevan a cabo las actuaciones de investigación correspondientes.  

e) El deber de protección de los niños, niñas y adolescentes frente a la victimización secundaria.  

f) El deber de priorizar las medidas necesarias para promover la recuperación física, psíquica, 

psicológica y emocional de los niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia, así como su 

inclusión social.  

 2. El interés superior de las personas menores de edad deberá ser determinado de manera formal 

en todos los actos y resoluciones que afecten a una niña, niño o adolescente debiendo constar 

expresamente la evaluación y ponderación de todos los bienes y derechos en juego, la estimación 

de las posibles repercusiones de la decisión a adoptar en la concreta niña, niño o adolescente 

afectado y las razones que, con perspectiva de infancia, de género, de derechos humanos e 

interseccional, justifican que la decisión adoptada responde al interés superior de las personas 

menores de edad, que prevalecerá siempre.  

Para ello deberá tenerse en cuenta, además de lo previsto en el apartado anterior, lo siguiente:  

a) Cuando haya diversidad de interpretaciones o soluciones alternativas, habrá de acogerse 

aquella que, en cada caso, resulte más conveniente para la persona menor de edad.  

b) Si una disposición jurídica admite más de una interpretación, se escogerá la interpretación que 

satisfaga de forma más efectiva el interés superior de la persona menor de edad. 

Deberán adoptarse las garantías procesales que, a efectos de garantizar dicho interés superior, 

correspondan, siendo la escucha de la niña, niño o adolescente, sin importar su edad, un elemento 

primordial sobre el que se debe sustentar la consideración de su interés superior, de acuerdo con 

lo previsto en el artículo 11.» 
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Seis. Se incorpora un nuevo artículo 4 ter con la siguiente redacción: 

«Artículo 4 ter. Garantías para el cumplimiento del deber de diligencia debida de los poderes 

públicos.  

1. Queda prohibido el uso de planteamientos teóricos o criterios sin aval científico que presuman 

interferencia o manipulación adulta, como el llamado síndrome de alienación parental o cualquiera 

de sus reformulaciones. 

No podrá ser utilizado en ningún procedimiento, judicial, administrativo o de otra clase, cualquier 

tipo de informe, bien sea de una entidad pública o privada, basado en estos planteamientos o en 

cualquier prejuicio que genere discriminación.  

Las resoluciones en las que se tenga en cuenta este tipo de planteamientos podrán ser 

impugnadas a través de los procedimientos previstos en el ordenamiento jurídico a tal efecto.  

2. Con carácter bienal el departamento ministerial con competencias en materia de infancia y 

adolescencia impulsará, en cooperación con los departamentos ministeriales con competencias 

en materia de justicia, igualdad y servicios sociales, la elaboración de una guía con 

recomendaciones para cumplir las garantías previstas en este artículo. » 

 

Siete. Se modifica el artículo 5 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 5. Formación. 

1. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, promoverán y 

garantizarán una formación especializada, inicial y continua en materia de derechos 

fundamentales de la infancia y la adolescencia a los y las profesionales que tengan un contacto 

habitual con las personas menores de edad. En particular, deberán garantizar esta formación a 

todas las y los profesionales del ámbito sanitario, de los servicios sociales, tanto comunitarios 

como especializados, incluyendo los de atención o protección a personas menores de edad y los 

de atención a víctimas, también de violencia de género o de violencia sexual; de las Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad, del ámbito judicial y servicios relacionados con este, como equipos 

psicosociales, Institutos de Medicina Legal y unidades de valoración de violencia, puntos de 

encuentro familiar y colegios de abogacía y procuradores. 

2. Además de lo dispuesto en el apartado anterior, las administraciones públicas, en el ámbito de 

sus competencias, deberán garantizar que el personal docente y educador recibe formación 

específica en materia de educación inclusiva, buen trato y prevención de la violencia contra la 

infancia.  

3. La formación se llevará a cabo de acuerdo con un Plan Director de Formación en materia de 

violencia contra las niñas, niños y adolescentes.  
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Este Plan Director se elaborará desde una perspectiva multidisciplinar con perspectiva de infancia, 

de género, de derechos humanos e interseccional, así como sobre trauma e impacto de la 

violencia en salud. 

4. Dicha formación, tanto en su diseño, como en su desarrollo, habrá de incorporar las 

perspectivas de infancia, de género, del trauma, interseccional y de derechos humanos y 

comprenderá como mínimo: 

a) La educación en la prevención y detección precoz de toda forma de violencia a la que se refiere 

esta ley. 

b) Las actuaciones a llevar a cabo una vez que se han detectado indicios de violencia. 

c) La formación específica en seguridad y uso seguro y responsable de Internet, incluyendo 

cuestiones relativas al uso intensivo y su impacto en la generación de trastornos conductuales, 

especialmente en lo relativo a las adicciones comportamentales. 

d) El buen trato a los niños, niñas y adolescentes. 

e) La identificación de los factores de riesgo psicosocial y de una mayor exposición y 

vulnerabilidad ante la violencia. 

f) Los mecanismos para evitar la victimización secundaria. 

g) El impacto de los roles y estereotipos de género en la violencia que sufren las niñas, niños y 

adolescentes y en la reacción social frente a la misma. 

h) La aplicación del principio de diligencia debida, incidiendo en la prohibición del uso de 

planteamientos teóricos o criterios sin aval científico que presuman interferencia o manipulación 

adulta, como el llamado síndrome de alienación parental o cualquiera de sus reformulaciones.  

i) El conocimiento sobre el impacto de la violencia en la salud y la salud física, mental y social de 

los niños, niñas y adolescentes y de las secuelas traumáticas a corto y largo plazo. 

j) Información acerca de los recursos y servicios especializados disponibles para personas que 

teman cometer delitos de agresión sexual sobre personas menores de edad. 

k) Conocimientos específicos sobre el uso de un lenguaje inclusivo y no sexista adaptado al ámbito 

de actuación. 

5. Además de lo dispuesto en el apartado anterior, las administraciones públicas, en el ámbito de 

sus competencias, deberán garantizar que el personal docente y educador recibe formación 

específica en materia de educación inclusiva, buen trato y prevención de la violencia contra la 

infancia.  

6. Los colegios de la abogacía y de la procura  facilitarán a sus miembros el acceso a formación 

específica sobre los aspectos materiales y procesales de la violencia sobre la infancia y la 

adolescencia, tanto desde la perspectiva del Derecho interno como del Derecho de la Unión 

Europea y Derecho Internacional, así como a programas de formación continua en materia de 

lucha contra la violencia sobre la infancia y la adolescencia diseñados con perspectiva de infancia, 

de género, de derechos humanos e interseccional. Esta formación será exigida a los miembros 
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que deseen formar parte de los turnos de oficio especializados en atención a las víctimas menores 

de edad. 

7. Igualmente se garantizará, de forma transversal, en la Carrera Judicial, la formación en materia 

de derechos humanos de la infancia y adolescencia y la aplicación diligente del interés superior 

de las personas menores de edad, como derecho sustantivo, principio jurídico y norma de 

procedimiento que debe tenerse en cuenta en todos los procesos y resoluciones judiciales, de 

cualquier jurisdicción, que afecten a personas menores de edad. 

8. El diseño de las actuaciones formativas a las que se refiere este artículo tendrá especialmente 

en cuenta las necesidades específicas de las personas menores de edad con discapacidad, con 

un origen racial, étnico o nacional diverso, en situación de desventaja económica, personas 

menores de edad pertenecientes al colectivo LGTBI o con cualquier otra opción u orientación 

sexual y/o identidad de género y personas menores de edad no acompañadas.» 

 

Ocho. Se modifica el artículo 6 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 6. Colaboración y cooperación entre las administraciones públicas.  

1. Las distintas administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán 

colaborar entre sí, en los términos establecidos en el artículo 141 de la Ley 40/2015, de 1 de 

octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, al objeto de lograr una actuación eficaz en los 

ámbitos de la prevención, detección precoz, asistencia atención, protección y reparación frente a 

la violencia sobre los niños, niñas y adolescentes.  

2. Las administraciones públicas promoverán el desarrollo de protocolos que garanticen la 

necesaria colaboración, cooperación y coordinación entre sus servicios y a su vez con los distintos 

niveles territoriales: local, autonómico, nacional e internacional. Se llevarán a cabo acciones de 

intercambio de información, conocimientos, experiencias y buenas prácticas. 

 

 

 

Nueve. Se modifica el artículo 8 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 8. Colaboración público-privada. 

1. Las administraciones públicas promoverán la colaboración público-privada con el fin de facilitar 

la prevención, detección precoz e intervención en las situaciones de violencia sobre la infancia y 

la adolescencia, fomentando la suscripción de convenios con los medios de comunicación, los 

agentes sociales, los colegios profesionales, las confesiones religiosas, y demás entidades 

privadas que desarrollen su actividad en contacto habitual con niños, niñas y adolescentes o en 

su ámbito material de relación. 

2. Se priorizará la gestión pública directa de los servicios que impliquen intervención con niños, 

niñas y adolescentes víctimas de cualquier tipo de violencia, con los medios propios de la 
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administración. No obstante, cuando carezca de medios suficientes, previa justificación en el 

expediente, se podrán contratar, de conformidad con lo establecido en el Capítulo V del Título II 

del Libro II de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se 

transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 

2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero, de 2014. Entre los criterios para la adjudicación del 

contrato, se priorizarán criterios de calidad que garanticen la perspectiva de infancia y aseguren 

un mayor grado de protección a la misma.  

El personal adscrito a la ejecución del contrato de servicios correspondiente deberá contar con la 

formación especializada a la que se hace referencia en el artículo 5. 

Los pliegos de prescripciones técnica para la correspondiente licitación deberán contener los 

requisitos y mecanismos de control necesarios para garantizar que la prestación del servicio se 

hará conforme a los principios y criterios previstos en esta ley. 

3. Asimismo, las administraciones públicas competentes adoptarán las medidas necesarias con 

el fin de asegurar el adecuado desarrollo de las acciones de colaboración con el sector de las 

nuevas tecnologías contempladas en el capítulo VIII del título III. 

En especial, se fomentará la colaboración de las empresas de tecnologías de la información y 

comunicación, las Agencias de Protección de Datos de las distintas administraciones públicas, las 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y la Administración de Justicia con el fin de detectar y retirar, a 

la mayor brevedad posible, los contenidos ilegales en las redes que supongan una forma de 

violencia sobre los niños, niñas y adolescentes. 

4. Las administraciones públicas fomentarán el intercambio de información, conocimientos, 

experiencias y buenas prácticas con la sociedad civil relacionadas con la protección de las 

personas menores de edad en Internet, bajo un enfoque multidisciplinar e inclusivo. 

5. En los casos de violencia sobre la infancia, la colaboración entre las administraciones públicas 

y los medios de comunicación pondrá especial énfasis en el respeto al honor, a la intimidad y a la 

propia imagen de la víctima y sus familiares, incluso en caso de fallecimiento.» 

 

Diez. Se modifica el artículo 9 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 9. Garantía de los derechos de los niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia.  

1.   Se garantiza a todos los niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia los derechos 

reconocidos en la presente Ley, así como los reconocidos en el artículo 3 de la Ley 4/2015, de 27 

de abril, del Estatuto de la víctima del delito, en su caso, y demás normas susceptibles de 

aplicación. Para ello, los poderes públicos, autoridades y profesionales que intervengan con tales 

víctimas deberán: 

a) Priorizar, en toda actuación, el interés superior de la persona menor de edad, que primará frente 

a cualquier otro interés legítimo que pudiera concurrir  con la debida motivación razonada. 

b) Determinar y evaluar dicho interés superior de acuerdo con lo previsto en el artículo 4 bis. 2.    
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2. Las administraciones públicas pondrán a disposición de los niños, niñas y adolescentes 

víctimas de violencia, así como de sus representantes legales, los medios necesarios para 

garantizar el ejercicio efectivo de los derechos previstos en esta ley, teniendo en consideración 

las circunstancias personales, familiares y sociales de aquellas personas menores de edad que 

pudieran tener una mayor dificultad para su acceso. Se garantizará la atención a los niños, niñas 

y adolescentes que se encuentren en situación de especial vulnerabilidad. En todo caso, se 

atenderán las necesidades específicas de las niñas y niños de 0 a 3 años y de las personas 

menores de edad con discapacidad.  

3. Los niños, niñas y adolescentes tendrán derecho a que su orientación sexual e identidad de 

género, sentida o expresada, sea respetada en todos los entornos de vida, así como a recibir el 

apoyo y asistencia precisos cuando sean víctimas de discriminación o violencia por tales motivos. 

4. Con la finalidad de garantizar el adecuado ejercicio de los derechos previstos en esta ley, se 

reconoce el derecho de las niñas, niños y adolescentes víctimas a acceder, de forma gratuita y 

confidencial, a los servicios que prestan las Oficinas de Asistencia a las Víctimas, que actuarán 

como mecanismo de coordinación del resto de recursos y servicios de protección de las personas 

menores de edad. 

A estos efectos, el Ministerio de Justicia y las comunidades autónomas con competencias 

transferidas, promoverán la adopción de convenios con otras administraciones públicas y con las 

entidades del tercer sector, para la eficaz coordinación de la ayuda a las víctimas. 

 

Once. Se modifica el artículo 10 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 10. Derecho de información y asesoramiento. 

1. Las administraciones públicas proporcionarán a los niños, niñas y adolescentes víctimas de 

violencia de acuerdo con su situación personal y grado de madurez, y, en su caso, a sus 

representantes legales, y a la persona de su confianza designada por el o la persona menor de 

edad, información sobre las medidas contempladas en esta ley que les sean directamente 

aplicables, así como sobre los mecanismos o canales de información o denuncia existentes. 

2. Los niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia serán derivados a la Oficina de Asistencia 

a las Víctimas correspondiente que deberán asimismo dirigirles, cuando resulte necesario por la 

naturaleza de la violencia sufrida, a los servicios especializados correspondientes, como son los 

de violencia de género a los que refiere el artículo 19 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de 

diciembre, que podrán atender a las personas menores de edad que sufran violencia de género, 

incluida la vicaria, o los servicios de asistencia integral especializada y accesible previstos en el 

artículo 35 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, o de no existir, a los previstos en el 

artículo 43 de esta ley, donde recibirán la información, el asesoramiento y el apoyo que sea 

necesario en cada caso, de conformidad con lo previsto en la Ley 4/2015, de 27 de abril, del 

Estatuto de la víctima del delito. 
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3. La información y el asesoramiento a la que se refieren los apartados anteriores deberá 

proporcionarse en un idioma que puedan entender en un lenguaje sencillo y comprensible, en 

formatos accesibles y adaptados a las circunstancias personales de sus destinatarios, 

garantizándose  el acceso universal. Cuando se trate de territorios con lenguas cooficiales el niño, 

niña o adolescente podrá recibir dicha información en la lengua cooficial que elija.» 

 

Doce . Se modifica el artículo 11 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 11. Derecho de las víctimas a ser escuchadas. 

1. Los poderes públicos garantizarán que las niñas, niños y adolescentes sean oídas y 

escuchadas con todas las garantías, sin límite de edad asegurando, en todo caso, que este 

proceso sea universalmente accesible en todos los procedimientos administrativos, policiales, 

judiciales o de otra índole relacionados con la acreditación de la violencia y la reparación de las 

víctimas. El derecho a ser oídos de los niños, niñas y adolescentes sólo podrá restringirse de 

manera motivada cuando sea perjudicial para su salud física, psíquica o emocional.  

2. La escucha por profesionales de los distintos servicios, ya sean sociales, sanitarios, policiales, 

educativos o judiciales que intervengan en la atención a esa persona menor de edad deberá 

realizarse respetando las siguientes condiciones mínimas:  

a) La entrevista se llevará a cabo atendiendo a los principios de confidencialidad y secreto 

profesional, de acuerdo con la legislación vigente, incluyendo lo previsto en la normativa en 

materia de protección de datos. 

b) Se evitará en todo momento, con anterioridad, durante y con posterioridad a la escucha, el 

contacto de la persona menor de edad con la persona agresora o presuntamente agresora, incluso 

en el caso de que éste sea su progenitor.  

c) Se adoptarán las medidas oportunas para que la escucha a la persona menor de edad se lleve 

a cabo con las cautelas necesarias para garantizar sus derechos e impedir situaciones de 

victimización secundaria.   

d) Junto a la formación especializada prevista en el artículo 5, los poderes públicos garantizarán 

la adecuada preparación y especialización de las y los profesionales para garantizar que la 

escucha de las víctimas menores de edad sea realizada con rigor, respeto y de forma adaptada a 

su edad y circunstancias personales. Se prestará especial atención a la formación de las personas 

profesionales, las metodologías aplicadas y la adaptación del entorno para la escucha a las 

víctimas en edad temprana. 

e) En la entrevista se permitirá que la persona menor de edad sea acompañada por una persona 

de su confianza, mayor de edad, salvo que, a juicio del equipo profesional su presencia pueda 

dificultar la comunicación. En todo caso se respetará el derecho de la persona menor de edad a 

elegir el sexo de la persona entrevistadora, especialmente en los casos de violencia sexual o 

maltrato. 
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f) Las personas que entrevisten a las niñas, niños y adolescentes, habrán de identificarse ante él 

o ella, explicándole con detenimiento cómo va a ser el proceso y lo que se va a hacer, respetando 

estrictamente el tiempo y las necesidades de la persona menor de edad. 

g) El acto o resolución deberá recoger sucintamente la voluntad expresada por la persona menor 

de edad y las razones por las cuáles se considera adecuado respetarla o no en base a su interés 

superior.  

3.  En el ámbito judicial, además, se tendrá en cuenta lo siguiente:  

a) Se procurará que en todos los Institutos de Medicina Legal y Ciencias Forenses haya unidades 

especializadas para garantizar la adecuada escucha de las personas menores de edad, teniendo 

en cuenta su contexto sociofamiliar, y en coordinación con las demás administraciones o servicios 

de apoyo que estén interviniendo.  

b) El personal de dichas unidades contará con la formación prevista en el artículo 5. La entrevista 

forense se realizará empleando instrumentos adaptados a las edades y características específicas 

y circunstancias de la niña, niño o adolescente, con especial atención a las edades tempranas, a 

la discapacidad y a la interseccionalidad, en especial en casos de violencia de género y sexual.   

Las Unidades de Valoración Forense Integral serán preferentemente de titularidad y gestión 

pública. Aquellos profesionales que realicen la escucha deberán contar con la formación 

especializada prevista en el artículo 5. 

c) En procedimientos penales se evitará la presencia de la persona menor de edad en la sala de 

vistas, debiendo utilizarse medios técnicos, metodologías y espacios adecuados, como las 

Barnahus o recurso similar o la cámara de Gesell, para garantizar que la obtención del testimonio 

de las víctimas menores de edad sea realizada con rigor, sensibilidad y respeto. En caso de no 

contar con dichos espacios, se utilizará preferentemente la videoconferencia.  

d) Cuando una persona menor de edad manifieste haber sufrido algún tipo de violencia, 

especialmente delitos de violencia sexual o maltrato se deberán poner en marcha las actuaciones 

de investigación y medidas de protección necesarias, motivándose en su caso y de manera 

expresa la no persecución de los hechos.   

e) Cuando existan indicios de violencia, si la persona menor de edad no lo manifiesta ni verbaliza, 

de acuerdo con el principio de diligencia debida, será obligatoria la indagación y búsqueda 

exhaustiva de información acerca de su situación, así como la   búsqueda de medidas alternativas 

no invasivas que pudieran facilitar que la persona menor de edad pueda expresarse.  

Durante la escucha de niños, niñas y adolescentes se tendrá en cuenta que la violencia sufrida 

puede afectar a su salud mental, debiendo ofrecerles un espacio seguro donde puedan 

expresarse con confianza.   

 

Trece. Se introduce un nuevo artículo 11 bis con la siguiente redacción: 

«Artículo 11 bis. Derecho a un lenguaje sencillo en los actos administrativos, resoluciones y 

comunicaciones procesales, que traigan causa de una situación de violencia. 
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Los actos y comunicaciones administrativos o procesales y las resoluciones que traigan causa de 

una situación de violencia y cuyos destinatarios sean personas menores de edad, utilizarán un 

lenguaje sencillo, accesible y comprensible, de conformidad con lo previsto en el artículo 5 bis de 

la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero.  ,  

 

Catorce. Se modifica el artículo 12 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 12. Derecho a la atención integral. 

1. Los poderes públicos proporcionarán a los niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia 

una atención integral, de protección, apoyo, acogida y recuperación. 

Esta atención se debe garantizar, en todo momento, a pesar de que por las circunstancias del 

caso no se requiera un tratamiento inmediato. 

2. La atención integral orientada a la salud y bienestar de la persona menor de edad, se 

garantizará, de ser posible, a través de servicios públicos especializados en violencia contra la 

infancia y adolescencia y, preferentemente, a través de servicios de recuperación integral que 

incluyan asistencia psicológica, jurídica, social y sanitaria. Se procurará la existencia de servicios 

sanitarios públicos especializados y formados por equipos multidisciplinares con perspectiva de 

infancia, de género, de derechos humanos e interseccional, con formación en trauma e 

intervención preventiva. 

Estos servicios deberán ser suficientes, accesibles, adaptados a las necesidades de las niñas, 

niños y adolescentes víctimas y prestados por profesionales con la formación establecida en el 

artículo 5.  

En todo caso, cuando se trate de violencia sexual se garantizará la disponibilidad de itinerarios de 

atención integral y coordinada entre todos los servicios públicos que intervienen en primera 

instancia, sanitarios, policiales, judiciales y sociales, asegurando el cumplimiento de los protocolos 

interinstitucionales vigentes y la activación inmediata de los recursos de protección disponibles. 

Asimismo, se garantizará la disponibilidad de itinerarios de  atención sanitaria especializada, que 

deberá estar ajustada a las necesidades de la persona menor de edad y ser inmediata y enfocada 

a prevenir el desarrollo de secuelas físicas o psicoemocionales.  

Las administraciones públicas garantizarán que la atención a las personas menores de edad 

víctimas de violencia se realice en espacios universalmente accesibles y que cuenten con un 

entorno amigable adaptado al niño, niña o adolescente. 

3. Bastará la autorización de un solo progenitor para acceder a los servicios destinados a ofrecer 

reparación psicológica, social o asesoramiento jurídico a las personas menores de edad víctimas 

de violencia.  

4. El Ministerio de Juventud e Infancia impulsará, en cooperación con las comunidades y ciudades 

autónomas y los departamentos ministeriales implicados, la elaboración con carácter periódico de 

un documento de identificación y evaluación de los servicios especializados existentes y su 

funcionamiento, así como de las estructuras de coordinación entre ellos. 
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5. En todo caso, la atención integral incluirá la evaluación de las necesidades de protección y 

apoyo de la víctima, siendo su principal objetivo salvaguardar su seguridad. Se solicitarán y 

adoptarán las medidas cautelares y urgentes que corresponda, para reducir el riesgo de 

revictimización y represalias. Las medidas adoptadas se revisarán periódicamente. 

Para ello se tendrán en cuenta todos los antecedentes de violencia contra los niños, niñas y 

adolescentes, incluida la violencia de género, aún en los casos en que no haya habido sentencia 

condenatoria. 

6. Además, la atención integral, en aras del interés superior de la persona menor de edad, 

comprenderá, entre otros aspectos, especialmente medidas de: 

a) Información y acompañamiento psicosocial, social y educativo especializado a las víctimas. 

b) Apoyo formativo, especialmente en materia de igualdad, solidaridad y diversidad. 

c) Información y apoyo a las familias y, si fuera necesario seguimiento psicosocial, social y 

educativo de la unidad familiar.  

d) Facilitación de acceso a redes y servicios públicos. 

e) Apoyo a la educación e inserción laboral. 

f) Seguimiento de las denuncias o reclamaciones. 

g) Acompañamiento y asesoramiento en los procedimientos judiciales que le afecten en los que 

la víctima o su representante legal solicite intervenir. 

h) Todas estas medidas deberán tener un enfoque inclusivo y universalmente accesible para que 

puedan atender a todos los niños, niñas y adolescentes sin que pueda prevalecer ningún tipo de 

discriminación. 

7. Las administraciones sanitarias, educativas y los servicios sociales competentes garantizarán 

de forma universal y con carácter integral la atención temprana desde el nacimiento hasta los seis 

años de edad de todo niño o niña con alteraciones o trastornos en el desarrollo o riesgo de 

padecerlos en el ámbito de cobertura de la ley, así como el apoyo al desarrollo infantil.» 

 

Quince. Se modifica el artículo 13 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 13. Legitimación para la defensa de derechos e intereses en los procedimientos 

judiciales que traigan causa de una situación de violencia. 

1. Los niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia están legitimados para defender sus 

derechos e intereses en todos los procedimientos judiciales que traigan causa de una situación 

de violencia. 

Dicha defensa se realizará, con carácter general, a través de sus representantes legales en los 

términos del artículo 162 del Código Civil. También podrá realizarse a través del defensor judicial 
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designado por el Juzgado o Tribunal, de oficio, o a instancia del Ministerio Fiscal, en los supuestos 

previstos en el artículo 26.2 de la Ley 4/2015, de 27 de abril. 

En el caso de los niños, niñas o adolescentes bajo la guarda y/o tutela de una entidad pública de 

protección que denuncian a esta o al personal a su servicio por haber ejercido violencia contra 

ellos, o haber sufrido la violencia bajo su tutela y cuidado, se entenderá, en todo caso, que existe 

un conflicto de intereses entre la persona menor de edad y las que ejercen su guarda o tutoría. 

2. Incoado un procedimiento penal como consecuencia de una situación de violencia sobre un 

niño, niña o adolescente, el Letrado o Letrada de la Administración de Justicia derivará a la 

persona menor de edad víctima de violencia a la Oficina de Atención a la Víctima competente, 

cuando ello resulte necesario en atención a la gravedad del delito, la vulnerabilidad de la víctima 

o en aquellos casos en los que la víctima lo solicite, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 

10 de la Ley 4/2015, de 27 de abril. 

3. En los procesos en los que participen personas menores de edad con discapacidad se 

realizarán los ajustes razonables que sean necesarios para garantizar su participación en 

condiciones de igualdad. Asimismo, se permitirá la participación de una persona experta 

facilitadora en los términos previstos por el artículo 770 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 

Enjuiciamiento Civil.» 

 

Dieciséis. Se modifica el artículo 14 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 14. Derecho a la asistencia jurídica gratuita. 

1. Las personas menores de edad víctimas de violencia tienen derecho a la defensa y 

representación gratuitas por abogacía y procura de conformidad con lo dispuesto en la Ley 1/1996, 

de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita. 

2. Los Colegios de Abogacía dispondrán de un turno de oficio especializado en violencia contra la 

infancia y la adolescencia e impartirán a quienes estén adscritos formación específica en 

perspectiva de infancia y adolescencia que comprenderá el conocimiento de los derechos de las 

personas menores de edad, derecho de familia, formas de violencia contra la infancia y la 

adolescencia, así como conocimientos en resolución de conflictos, medidas de protección, y 

comunicación adaptada a personas menores de edad. 

Asimismo, las letradas y letrados adscritos al turno de oficio de violencia de género y al de 

violencia contra la infancia y la adolescencia deberán de recibir la formación prevista en el artículo 

5.  

3. Igualmente, los Colegios de Abogacía adoptarán las medidas necesarias para la designación 

urgente de letrado o letrada de oficio en los procedimientos que se sigan por violencia contra 

menores de edad y para asegurar su inmediata presencia y asistencia a las víctimas. 

4. Los Colegios de Procuradores adoptarán las medidas necesarias para la designación urgente 

de procurador o procuradora en los procedimientos que se sigan por violencia contra menores de 

edad cuando la víctima desee personarse como acusación particular. 
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5. El abogado o abogada designado para la víctima tendrá también habilitación legal para la 

representación procesal de aquella hasta la designación del procurador o procuradora, en tanto 

la víctima no se haya personado como acusación conforme a lo dispuesto en el apartado siguiente. 

Hasta entonces cumplirá el abogado o abogada el deber de señalamiento de domicilio a efectos 

de notificaciones y traslados de documentos. 

6. Las personas menores de edad víctimas de violencia podrán personarse como acusación 

particular en cualquier momento del procedimiento si bien ello no permitirá retrotraer ni reiterar las 

actuaciones ya practicadas antes de su personación, ni podrá suponer una merma del derecho 

de defensa de la persona acusada.» 

 

Diecisiete . Se introduce un nuevo artículo 14 bis con la siguiente redacción: 

«Artículo 14 bis. Derecho a la reparación  

1.  Las niñas, niños y adolescentes víctimas de cualquiera de las manifestaciones de violencia 

previstas en la presente ley tienen derecho a la reparación. Este derecho comprende:  

a) La recuperación física, psíquica y social de las personas menores víctimas a través de la red 

de recursos a los que refiere esta ley, pudiendo las administraciones públicas establecer ayudas 

complementarias destinadas a las víctimas que, por la especificidad o gravedad de las secuelas 

derivadas de la violencia, no encuentren una respuesta adecuada o suficiente en la red de 

recursos de atención y recuperación. En particular, dichas víctimas podrán recibir ayudas 

adicionales para financiar los tratamientos sociosanitarios adecuados. 

b) El acceso a líneas de ayuda a niños y adolescentes, a través del número telefónico 116 111, o 

equivalentes. 

c) Asimismo, con el objetivo de garantizar la recuperación simbólica, las administraciones públicas 

promoverán el restablecimiento de la dignidad de las víctimas y su reputación, la superación de 

cualquier situación de estigmatización y el diseño de procedimientos ágiles que faciliten el ejercicio 

del derecho de supresión y el derecho al olvido aplicado a buscadores en Internet y medios de 

difusión públicos, redes sociales y servicios equivalentes.  

d) Las administraciones públicas y, en particular, el departamento ministerial con competencias 

en materia de infancia promoverá, a través de acciones de difusión pública, el compromiso 

colectivo de erradicación de la violencia contra las niñas, niños y adolescentes.» 

 

Dieciocho. Se modifica el artículo 15 que queda con la siguiente redacción: 

«Artículo 15. Deber de comunicación de la ciudadanía. 

Toda persona que advierta indicios de una situación de violencia ejercida sobre una persona 

menor de edad, está obligada a comunicarlo de forma inmediata a la autoridad competente y, si, 

existieran indicios de carácter delictivo,, a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, al Ministerio Fiscal 

o a la autoridad judicial, sin perjuicio de prestar la atención inmediata que la víctima precise.» 
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Diecinueve. Se modifica el apartado 2 del artículo 21 que queda redactado como sigue: 

 

«2. Bienalmente, el órgano al que corresponda el impulso de la Estrategia elaborará un informe 

de evaluación acerca del grado de cumplimiento y la eficacia de la Estrategia de erradicación de 

la violencia sobre la infancia y la adolescencia. Dicho informe, que deberá ser elevado al Consejo 

de Ministros, se realizará en colaboración con los Ministerios de Justicia, Interior, Sanidad y 

Educación y Formación Profesional. Los resultados del informe bienal de evaluación, que 

contendrá los datos estadísticos disponibles sobre violencia hacia la infancia y la adolescencia, 

se harán públicos para general conocimiento, y deberán ser tenidos en cuenta para la elaboración 

de las políticas públicas correspondientes.» 

 

Veinte. Se modifica el apartado 1 del artículo 22 que queda redactado como sigue: 

«1. Las administraciones públicas promoverán, en el ámbito de sus competencias, campañas y 

acciones accesibles concretas de información evaluables y basadas en la evidencia, destinadas 

a concienciar a la sociedad acerca del derecho de los niños, niñas y adolescentes a recibir un 

buen trato. Dichas campañas incluirán información sobre líneas de ayuda a niños y adolescentes, 

a través del número telefónico 116 111, o equivalentes. También incorporarán medidas contra 

aquellas conductas, discursos y actos que favorecen la violencia sobre la infancia y la 

adolescencia en sus distintas manifestaciones, incluida la discriminación, la criminalización y el 

odio, con el objetivo de promover el cambio de actitudes en el contexto social. Igualmente, 

incluirán información acerca de los recursos y servicios especializados disponibles para personas 

que teman cometer delitos de agresión sexual sobre personas menores de edad. 

Asimismo, las administraciones públicas impulsarán campañas específicas sobre violencia de 

sexual y de género, destinadas a niñas, niños y adolescentes, así como de sensibilización para 

promover un uso seguro y responsable de Internet, desde un enfoque de aprovechamiento de las 

oportunidades y su uso en positivo, incorporando la perspectiva y opiniones de los propios niños, 

niñas y adolescentes.» 

 

Veintiuno. Se modifica el apartado 2 del artículo 23 que queda redactado como sigue: 

«2. Los planes y programas de prevención para la erradicación de la violencia sobre la infancia y 

la adolescencia identificarán, conforme a los factores de riesgo, a las niñas y niños de 0 a 3 años, 

a los niños, niñas y adolescentes en situación de especial vulnerabilidad, así como a los grupos 

específicos de alto riesgo, con el objeto de priorizar las medidas y recursos destinados a estos 

colectivos.» 

 

Veinteidos. Se modifica el artículo 27 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 27. Actuaciones específicas en el ámbito familiar. 
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1. Las administraciones públicas impulsarán medidas de política familiar encaminadas a apoyar 

los aspectos cualitativos de la parentalidad positiva en progenitores o quienes ejerzan funciones 

de tutela, guarda o acogimiento. En particular, las destinadas a prevenir la pobreza y las causas 

de exclusión social, así como la conciliación de la vida familiar y laboral en el marco del diálogo 

social, a través de horarios y condiciones de trabajo que permitan atender adecuadamente las 

responsabilidades derivadas de la crianza, y el ejercicio igualitario de dichas responsabilidades 

por hombres y mujeres. 

Dichas medidas habrán de individualizarse en función de las distintas necesidades de apoyo 

específico que presente cada unidad familiar, con especial atención a las familias con niños, niñas 

o adolescentes con discapacidad, o en situación de especial vulnerabilidad. En todo caso, se 

garantizará la atención a las necesidades específicas de las personas menores de edad con 

discapacidad.   

Estas medidas estarán especialmente dirigidas a prevenir la separación del entorno familiar.  

2. Las administraciones públicas elaborarán y/o difundirán materiales formativos, en formato y 

lenguaje accesibles dirigidos al ejercicio positivo de las responsabilidades parentales o tutelares. 

Estos materiales contendrán formación en materia de derechos y deberes de los niños, niñas y 

adolescentes, e incluirán contenidos específicos referidos a combatir roles y estereotipos de 

género que sitúan a las niñas en plano de desigualdad, contenidos sobre la diversidad sexual y 

de género y contenidos sobre la diversidad étnico racial como medida de prevención de conductas 

discriminatorias y violentas hacia los niños, niñas y adolescentes.» 

 

Veintitres. Se modifica el artículo 28 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 28. Situación de ruptura familiar. 

1. Las administraciones públicas deberán prestar especial atención a la protección del interés 

superior de los niños, niñas y adolescentes en los casos de ruptura familiar, adoptando, en el 

ámbito de sus competencias, medidas especialmente dirigidas a las familias en esta situación con 

hijos y/o hijas menores de edad, a fin de garantizar que la ruptura de los progenitores no implique 

consecuencias perjudiciales para el bienestar y el pleno desarrollo de las personas menores de 

edad. 

Entre otras, se adoptarán las siguientes medidas: 

a) Impulso de los servicios de apoyo a las familias, los puntos de encuentro familiar y otros 

recursos o servicios especializados de titularidad pública que permitan una adecuada prevención, 

atención y protección a la infancia y adolescencia frente a la violencia. 

En cuanto a los puntos de encuentro familiar, conforme a lo previsto en el artículo 8 se priorizará 

su gestión directa por la administración pública de la que dependa el servicio. En todo caso se 

habrán de observar las siguientes garantías: 
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1º Las personas profesionales de la entidad adjudicataria deberán tener formación especializada 

en perspectiva de infancia, género, interseccional, trauma, enfoque de derechos humanos, 

violencia de género, violencias sexuales y violencia sexual en el ámbito familiar.  

2º El incumplimiento por la entidad adjudicataria de lo previsto en esta ley, especialmente en 

cuanto a la aplicación por parte de sus profesionales del síndrome de alienación parental o 

planteamientos teóricos similares sin base científica, será causa de resolución del contrato.  

b) Impulso de los equipos técnicos forenses, a cuyas personas profesionales se les deberá 

proporcionar la formación prevista en el artículo 5. 

c)  En cuanto a las diferentes modalidades de negociación previa a la vía jurisdiccional, recogidas 

en la sección III del capítulo I del título II de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, de medidas 

en materia de eficiencia del Servicio Público de Justicia, se deberá garantizar el pleno respeto a 

la autonomía de los progenitores y de los niños, niñas y adolescentes implicados, no pudiéndose 

utilizar en ningún caso dichos medios cuando haya indicios de violencia o riesgo de violencia 

contra las niña, niños o adolescentes. 

En los casos de ruptura familiar no podrán utilizarse formas de resolución de conflictos alternativas 

distintas a las previstas en sección III, capítulo I, título II de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. 

2. Para garantizar el buen trato a las personas menores de edad en situaciones de ruptura familiar 

las resoluciones judiciales, sean tanto provisionales como definitivas, sobre patria potestad, 

guarda y custodia, régimen de visitas o comunicación, habrán de contener disposición expresa 

sobre todas las cuestiones que afecten a la vida de las personas menores de edad, especialmente 

sobre la pensión de alimentos respecto a los hijos e hijas comunes, a fin de garantizar el interés 

superior de la persona o personas menores de edad, debiendo tener en cuenta lo previsto en el 

artículo 4 bis de la presente ley.  

3. En ningún caso podrá establecerse el régimen de custodia compartida cuando existan indicios 

de que dicho régimen de custodia pueda provocar un impacto negativo en la salud física, psíquica 

y emocional de los niños, niñas o adolescentes. 

4.  En los casos en que una persona menor de edad manifieste oposición a mantener cualquier 

tipo de contacto, régimen de visitas o convivencia con uno de sus progenitores, se deberán 

investigar las causas de dicho rechazo y garantizar que el contacto se da en condiciones seguras 

y de máximo bienestar para la persona menor de edad, a través de una atención especializada 

en perspectiva de infancia y seguimiento por los servicios correspondientes.  

 

Veinticuatro. Se modifica el artículo 29 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 29. Situación de violencia de género en el ámbito familiar. 

1. Los niños, niñas y adolescentes que están expuestos a la violencia de género que sufre su 

madre o mujer con la que convivan o que ostenta su tutela, guarda o custodia, son víctimas de 

violencia de género. También son víctimas de violencia de género, en su expresión de violencia 

vicaria, entendida en los términos del artículo 1.4 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, 

cuando la violencia que se ejerce contra ellos o ellas, se comete por parte del cónyuge o la pareja 
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o expareja de su madre o de la mujer con la que convivan o que ostenta su tutela, guarda o 

custodia, con la finalidad de causar daño o sufrimiento a éstas. 

2. Las actuaciones de las administraciones públicas deben producirse de una forma integral, 

contemplando conjuntamente la protección y recuperación de la persona menor de edad y de la 

madre, ambas víctimas de la violencia de género, siendo los servicios públicos especializados en 

dicha violencia, los competentes para prestar dicha atención integral. Tales servicios se dotarán 

del personal, recursos y procedimientos adecuados para tal fin. 

Con el fin de prevenir la victimización secundaria, la situación de violencia sobre la madre y el hijo 

o hija se tratará conjuntamente en las Comisiones contra la violencia de género del territorio que 

corresponda al domicilio de las víctimas, siempre que existan.    

Por lo que refiere a la atención sanitaria, cuando se atienda a la mujer víctima y se tenga 

conocimiento de la existencia de personas menores de edad también víctimas de violencia de 

género, incluida la vicaria, se les deberá procurar asimismo asistencia sanitaria mediante la 

exploración de su salud física, psíquica y social.  

La acreditación de las personas menores de edad como víctimas de violencia de género se llevará 

a cabo de forma paralela a la de la madre o mujer con la que  convivan o que ostenta su tutela, 

guarda o custodia, en los términos previstos en el artículo 23 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de 

diciembre. 

Se garantizará el apoyo necesario para que las niñas, niños y adolescentes, de cara a su 

protección, atención especializada y recuperación, permanezcan con la mujer, salvo que, por parte 

de los servicios públicos especializados, se resuelva, de forma motivada, de acuerdo con su 

interés superior, que tal permanencia puede ser negativa para la salud y el bienestar de la persona 

menor de edad. 

3. Los servicios sociales y de protección de la infancia y adolescencia asegurarán: 

a) La detección y la respuesta específica a las situaciones de violencia de género, informando de 

la violencia detectada contra niños, niñas o adolescentes al Ministerio Fiscal o, en su caso, al 

Juzgado que esté conociendo de la situación de violencia de género. 

b) La derivación inmediata y la coordinación con los servicios de atención especializada a 

personas menores de edad víctimas de violencia de género. 

Asimismo, se seguirán las pautas de actuación establecidas en los protocolos que en materia de 

violencia de género tienen los diferentes organismos sanitarios, policiales, educativos, judiciales 

y de igualdad. Dichos protocolos deberán incorporar un apartado específico para la atención de 

los niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia de género. 

4. Los poderes públicos, las autoridades y profesionales deberán garantizar la protección de las 

personas menores de edad víctimas de violencia de género, incluida la violencia vicaria, 

especialmente con ocasión de los regímenes de visitas, permitiendo la detección precoz de estos 

casos y una respuesta específica, que garantice la plena protección de sus derechos. Para ello 

deberán adoptar las siguientes medidas:  
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a)  Cuando se concedan medidas de protección a una mujer víctima de violencia de género que 

tenga personas menores de edad a su cargo o que convivan con ella, deberá también valorarse 

la adopción de las medidas de protección más adecuadas para estas. 

b) Todas las autoridades competentes y los organismos pertinentes, particularmente los servicios 

especializados, deberán realizar una evaluación de los riesgos a que están expuestas las víctimas 

menores de edad y establecer las medidas de apoyo adecuadas, de conformidad con los 

protocolos que se adopten sobre la base de los criterios y directrices previstas en esta ley. Los 

sistemas de valoración del riesgo de la violencia de género incorporarán indicadores específicos 

sobre la violencia vicaria para adaptarse a las víctimas menores de edad. 

c) Los servicios públicos de atención integral a las víctimas de violencia de género podrán solicitar 

al órgano judicial las medidas urgentes que consideren necesarias para la protección de las niñas, 

niños y adolescentes víctimas. La no adopción de dichas medidas por parte del órgano judicial 

correspondiente precisará de resolución judicial motivada.  

d) Las autoridades y servicios competentes deben revisar periódicamente la evaluación individual 

para garantizar que todas las necesidades de protección o apoyo a la víctima son satisfechas.   

Dicha revisión se llevará a cabo al inicio del proceso judicial, cuando se dicte una sentencia o una 

orden, de protección o en el contexto de los procedimientos de revisión del régimen de custodia 

o los derechos de visita. 

e) Se habrá de garantizar una comunicación fluida y eficaz entre los juzgados del ámbito penal y 

las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, con la finalidad de que estas puedan tener conocimiento de 

los casos activos de violencia de género con personas menores de edad en situación de 

vulnerabilidad, en situación de riesgo y casos de especial relevancia. 

 

Veinticinco. Se incorpora un nuevo artículo 29 bis con la siguiente redacción: 

«Artículo 29 bis. Violencia sexual en el ámbito familiar. 

1. Se prestará especial atención a la detección de la violencia sexual cometida en el ámbito familiar 

garantizando para ello que las personas profesionales, principalmente del ámbito educativo, 

sanitario y social, cuenten con la formación prevista en el artículo 5 y se apliquen protocolos 

adecuados.  

2. Los servicios especializados en la atención a las víctimas de agresiones sexuales podrán 

solicitar al órgano judicial las medidas urgentes que consideren necesarias para la protección de 

las niñas, niños y adolescentes víctimas. La no adopción de dichas medidas por parte del órgano 

judicial correspondiente  precisará de resolución judicial motivada. 

3. En los casos en los que haya habido un proceso abierto contra uno de los progenitores por 

violencia sexual hacia su hija o hijo y dicho proceso concluya en sobreseimiento o absolución, y 

la persona menor de edad manifieste oposición a cualquier tipo de contacto, régimen de visitas o 

convivencia con el progenitor, se deberán investigar las causas de dicho rechazo y garantizar que 

el contacto se da en condiciones seguras y de máximo bienestar para la persona menor de edad, 
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a través de una atención especializada en perspectiva de infancia y seguimiento por los servicios 

correspondientes.  

 

Veintiséis. Se modifica el apartado 1 del artículo 34 que queda redactado como sigue: 

«1. Las administraciones educativas regularán los protocolos de actuación contra el maltrato, el 

acoso escolar, ciberacoso, la violencia sexual, violencia de género, violencia doméstica, suicidio 

y autolesión, así como cualquier otra manifestación de violencia comprendida en el ámbito de 

aplicación de esta ley. Para la redacción de estos protocolos se contará con la participación de 

niños, niñas y adolescentes, otras administraciones públicas, los Coordinadores y Coordinadoras 

de bienestar y protección, instituciones y profesionales de los diferentes sectores implicados en la 

prevención, detección precoz, protección y reparación de la violencia sobre niños, niñas y 

adolescentes. 

Dichos protocolos deberán ser aplicados en todos los centros educativos, independientemente de 

su titularidad, y evaluarse periódicamente con el fin de valorar su eficacia. Deberán iniciarse 

cuando el personal docente o educador de los centros educativos, padres o madres del alumnado 

o cualquier miembro de la comunidad educativa, detecten indicios de violencia o por la mera 

comunicación de los hechos por parte de los niños, niñas o adolescentes. 

Los protocolos de actuación en las escuelas infantiles para niñas y niños de 0 a 3 años tendrán 

en cuenta las particularidades de este colectivo y su especial vulnerabilidad y se activarán cuando 

existan indicios de violencia cometida contra las niñas y niños de 0 a 3 años. 

El inicio de un protocolo de actuación deberá notificarse a los servicios sociales correspondientes. 

Ante la existencia de indicios de carácter delictivo, los Coordinadores de bienestar y protección, 

informaran las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad» 

 

Veintisiete. Se modifica el apartado 2 y se introduce un nuevo apartado 4 en el artículo 35 que 

queda redactado como sigue: 

«2. Las administraciones educativas competentes determinarán los requisitos y funciones que 

debe desempeñar el Coordinador o Coordinadora de bienestar y protección. Asimismo, 

determinarán si estas funciones han de ser desempeñadas por el personal ya existente en el 

centro escolar o por nuevo personal. 

Las funciones encomendadas al Coordinador o Coordinadora de bienestar y protección deberán 

ser al menos las siguientes: 

a) Promover planes de formación sobre prevención, detección precoz y protección de los niños, 

niñas y adolescentes, dirigidos al personal que trabaja en los centros dando prioridad al personal 

del centro que ejerce la tutoría. 

b) Promover planes de formación sobre prevención, detección precoz y protección de los niños, 

niñas y adolescentes dirigidos al alumnado destinados a la adquisición de habilidades para 

detectar y responder a situaciones de violencia.  
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Especialmente, los centros educativos de educación secundaria obligatoria, en colaboración con 

otras administraciones públicas competentes, desarrollarán cursos y talleres de sensibilización y 

prevención del acoso escolar, la violencia digital y la violencia de género, en especial la violencia 

psicológica y la violencia sexual.  

Asimismo, en coordinación con las Asociaciones de Madres y Padres de Alumnos, deberá 

promover dicha formación entre los progenitores, y quienes ejerzan funciones de tutela, guarda o 

acogimiento. 

c) Coordinar, de acuerdo con los protocolos que aprueben las administraciones educativas, los 

casos que requieran de intervención por parte de los servicios sociales competentes, debiendo 

informar a las autoridades correspondientes, si se valora necesario, y sin perjuicio del deber de 

comunicación en los casos legalmente previstos. 

d) Identificarse ante los alumnos y alumnas, ante el personal del centro educativo y, en general, 

ante la comunidad educativa, como referente principal para las comunicaciones relacionadas con 

posibles casos de violencia en el propio centro o en su entorno. 

e) Promover medidas que aseguren el máximo bienestar para los niños, niñas y adolescentes, así 

como la cultura del buen trato a los mismos, teniendo especialmente presente las particularidades 

y especial vulnerabilidad de las niñas y niños de 0 a 3 años. 

f) Fomentar entre el personal del centro y el alumnado la utilización de métodos alternativos de 

resolución pacífica de conflictos. 

g) Informar al personal del centro sobre los protocolos en materia de prevención y protección de 

cualquier forma de violencia existentes en su localidad o comunidad autónoma. 

h) Fomentar el respeto a los alumnos y alumnas con discapacidad o cualquier otra circunstancia 

de especial vulnerabilidad o diversidad. 

i) Coordinar con la dirección del centro educativo el plan de convivencia al que se refiere el artículo 

31. 

j) Promover, en aquellas situaciones que supongan un riesgo para la seguridad de las personas 

menores de edad, la comunicación inmediata por parte del centro educativo a las Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad. 

k) Promover, en aquellas situaciones que puedan implicar un tratamiento ilícito de datos de 

carácter personal de las personas menores de edad, la comunicación inmediata por parte del 

centro educativo a las Agencias de Protección de Datos. 

l) Fomentar que en el centro educativo se lleve a cabo una alimentación saludable y nutritiva que 

permita a los niños, niñas y adolescentes, en especial a los más vulnerables, llevar una dieta 

equilibrada. 

m) Informar a las niñas, niños y adolescentes sobre los mecanismos existentes de denuncia 

seguros, accesibles y efectivos. 
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3. El Coordinador o Coordinadora de bienestar y protección actuará, en todo caso, con respeto a 

lo establecido en la normativa vigente en materia de protección de datos. 

4. El gobierno, consultada la Conferencia Sectorial de Educación, establecerá el marco en el que 

las administraciones educativas fijarán las condiciones laborales para el correcto desempeño de 

las funciones de la figura de coordinador o coordinadora de bienestar y protección, teniendo en 

consideración lo dispuesto en el artículo 35.2..» 

 

Veintiocho. Se modifica el artículo 36 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 36. Implicación de la Educación Superior en la erradicación de la violencia sobre la 

infancia y la adolescencia. 

1. Los centros de Educación Superior promoverán en todos los ámbitos académicos la formación, 

docencia e investigación en derechos de la infancia y adolescencia en general y en la lucha contra 

la violencia ejercida sobre los mismos en particular. 

2. En concreto, los ciclos formativos de grado superior, de grado y posgrado y los programas de 

especialización de las profesiones sanitarias, del ámbito social, del ámbito educativo, de 

Periodismo y Ciencias de la Información, del derecho, y de aquellas otras titulaciones conducentes 

al ejercicio de profesiones en contacto habitual con personas menores de edad, promoverán la 

incorporación en sus planes de estudios de contenidos dirigidos a la prevención, detección precoz 

e intervención de los casos de violencia sobre la infancia y la adolescencia teniendo en cuenta la 

perspectiva de infancia, de género, de derechos humanos e interseccional.» 

 

Veintinueve. Se modifican el artículo 38 que quedan redactados como sigue: 

«Artículo 38. Actuaciones en el ámbito sanitario. 

1. Las administraciones sanitarias, en el seno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de 

Salud, promoverán e impulsarán actuaciones para la promoción del buen trato a la infancia y la 

adolescencia, así como para la prevención y detección precoz de la violencia sobre los niños, 

niñas y adolescentes, y de sus factores de riesgo.  

2. Las administraciones sanitarias competentes facilitarán el acceso de los niños, niñas y 

adolescentes a la información, a los servicios de tratamiento y recuperación, garantizando la 

atención universal y accesible a todos aquellos que se encuentren en las situaciones de 

desprotección, riesgo y violencia a las que se refiere esta ley. Especialmente, se garantizará una 

atención a la salud mental integral reparadora y adecuada a su edad. 

Asimismo, las administraciones sanitarias competentes procurarán, en el marco del protocolo 

común de actuación sanitaria previsto en el artículo 39.2 de la presente Ley: 

a) Una atención sanitaria inmediata al niño, niña o adolescente para valorar y atender los daños 

sufridos como consecuencia de la violencia y prevenir el desarrollo de secuelas físicas o 

psicoemocionales. Se procurará que la atención psicológica especializada a personas menores 
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de edad víctimas de violencia, cuando sea necesaria según criterios clínicos, comience a 

prestarse de forma ágil y coordinada, sin demoras que puedan producir revictimización 

secundaria.  

b) La asistencia, el tratamiento y seguimiento de las víctimas hasta la recuperación de su salud 

debe estar disponible según las necesidades, preferentemente, por equipos interdisciplinares con 

perspectiva de infancia, de género, de derechos humanos e interseccional, con formación en 

trauma e intervenciones preventivas.  El seguimiento por los equipos sanitarios de referencia de 

la persona menor de edad se debe garantizar, aunque no haya clínica aguda en momentos 

iniciales.  

c) La atención y tratamiento a las secuelas postraumáticas de la violencia en la salud mental del 

niño, niña o adolescente, con intervenciones eficaces en el tratamiento del trauma basadas en la 

evidencia científica, garantizándose el seguimiento a medio y largo plazo para evaluar la salud y 

la funcionalidad en el día a día del niño, niña o adolescente.  

Para ello, desde el ámbito de la salud se procurará contar con un acceso ágil a los servicios  

especializados en los casos que, según criterios clínicos, lo precisen, donde se puedan llevar a 

cabo las diferentes intervenciones de forma interdisciplinar e intensiva en su caso.  

d) La exploración de la salud física, mental y social de los niños, niñas y adolescentes en aquellos 

casos en que se esté atendiendo a la madre o mujer con la que convivan o que ostenta su tutela, 

guarda o custodia, por violencia de género, prestando especial atención a la posible existencia de 

violencia vicaria. 

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, las administraciones sanitarias 

competentes promoverán la elaboración de protocolos específicos de actuación en el ámbito de 

sus competencias, que faciliten la promoción del buen trato, la identificación de factores de riesgo 

y la prevención y detección precoz de la violencia sobre niños, niñas y adolescentes, así como las 

medidas a adoptar para la adecuada asistencia, tratamiento y recuperación de las víctimas, y que 

deberán tener en cuenta las especificidades de las actuaciones a desarrollar cuando la víctima de 

violencia sea una persona con discapacidad,  o en la que concurra cualquier otra situación de 

especial vulnerabilidad. 

4. Para garantizar el buen trato a la infancia y la adolescencia, es imprescindible que las 

administraciones públicas competentes adopten medidas para aumentar la coordinación de todos 

los agentes implicados en la atención a las personas menores de edad víctimas de violencia, 

especialmente entre los servicios sanitarios, servicios sociales y Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, 

así como en los casos de víctimas de violencia sexual.  

De acuerdo con el principio de diligencia debida, dicha coordinación deberá priorizar la atención 

a la salud de las víctimas permitiendo su recuperación física, psíquica, psicológica y emocional, 

así como su inclusión social.  

5. Las administraciones públicas competentes deberán asegurar que el personal sanitario que 

intervenga con niñas, niños y adolescentes víctimas de violencia, tanto en atención primaria como 

en atención especializada, cuenten con la formación prevista en el artículo 5.» 
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Treinta. Se modifica el artículo 39 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 39. Comisión frente a la violencia en los niños, niñas y adolescentes. 

1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 74 de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y 

calidad del Sistema Nacional de Salud, el Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud 

acordará en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor de esta ley, la creación de una 

Comisión frente a la violencia en los niños, niñas y adolescentes. Esta habrá de contar, al menos, 

con personal especializado de los Institutos de Medicina Legal y Ciencias Forenses designados 

por el Ministerio de Justicia, junto con especialistas de las profesiones sanitarias implicadas en la 

prevención, valoración y tratamiento de las víctimas de violencia contra los niños, niñas y 

adolescentes, entre otros. En su composición, se garantizará el principio de presencia equilibrada 

de mujeres y hombres, salvo por razones fundadas y objetivas, debidamente motivadas. 

2. Dicha Comisión apoyará y orientará la planificación de las medidas con incidencia sanitaria 

contempladas en la ley mediante la aprobación de un protocolo común de actuación, que deberá 

ser evaluado y actualizado periódicamente, y recogerá las medidas necesarias para la correcta 

aplicación de la ley y cualesquiera otras medidas que se estimen precisas para que el sector 

sanitario contribuya a la erradicación de la violencia sobre la infancia y la adolescencia. Dicho 

protocolo establecerá los procedimientos de comunicación de las sospechas o evidencias de 

casos de violencia sobre la infancia y la adolescencia a los servicios sociales correspondientes, 

así como la colaboración con el Juzgado de Guardia, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, la 

entidad pública de protección a la infancia y el Ministerio Fiscal. Para la redacción del mencionado 

protocolo se procurará contar con la participación de otras administraciones públicas, instituciones 

y profesionales de los diferentes sectores implicados en la prevención, detección precoz, 

protección y reparación de la violencia sobre la infancia y la adolescencia. 

La Comisión frente a la violencia en los niños, niñas y adolescentes promoverá la implementación 

del protocolo común de actuación sanitaria, garantizando la evaluación y actualización de este, 

así como un sistema de formación con criterios comunes en el Sistema Nacional de Salud, 

mediante la elaboración de guías y protocolos de actuación, la formación de profesionales, 

establecimiento de buenas prácticas y evaluación de los indicadores diseñados. 

3. Asimismo, la citada Comisión emitirá un informe anual, que incluirá los datos disponibles sobre 

la atención sanitaria de las personas menores de edad víctimas de violencia, desagregados por 

sexo y edad, así como información sobre la implementación de las medidas con incidencia 

sanitaria contempladas en la ley. Este informe será remitido al Consejo Interterritorial del Sistema 

Nacional de Salud y al Observatorio Estatal de la infancia, y sus resultados serán incluidos en el 

informe anual de evaluación de la Estrategia de erradicación de la violencia sobre la infancia y la 

adolescencia previsto en el artículo 21.2. 

4. La Comisión frente a la violencia en los niños, niñas y adolescentes promoverá la adopción de 

las medidas necesarias para la incorporación en los temarios de oposiciones al Sistema Nacional 

de Salud, de temas específicos sobre el enfoque de infancia, género y derechos humanos en 
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salud, incidiendo especialmente en la detección precoz de todas las formas de violencia contra 

las personas menores de edad a través de los canales que ofrece el sistema sanitario.» 

 

Treinta y uno. Se modifica el artículo 40 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 40. Actuaciones de los centros y servicios sanitarios ante posibles situaciones de 

violencia. 

1. Todos los centros y servicios sanitarios, en los que se preste asistencia sanitaria a una persona 

menor de edad como consecuencia de cualquier tipo de violencia, deberán aplicar el protocolo 

común de actuación sanitaria referido en el artículo 39.2. 

2. La exploración y escucha se realizará en un lugar adecuado a la edad del niño, niña o 

adolescente, respetando las condiciones previstas en el artículo 11.   

3. Los registros relativos a la atención de las personas menores de edad víctimas de violencia 

quedarán incorporados en su historia clínica y su protección estará a lo dispuesto en el artículo 

16.3. 

En todo caso, el interés superior de la persona menor de edad exige la garantía de 

confidencialidad, intimidad y protección de los datos recogidos en su historia clínica, de tal manera 

que no pueda aparecer información de la atención recibida en otros documentos, ni que, en 

ninguna circunstancia, la información registrada respecto a la violencia llegue a manos de la 

persona agresora o presunta agresora, ni a personas del entorno de ésta.» 

 

Treinta y dos . Se modifica el artículo 41 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 41. Actuaciones por parte de los servicios sociales.  

1. El personal que desarrolle su actividad profesional en los servicios sociales, en el ejercicio de 

sus funciones relativas a la protección de los niños, niñas y adolescentes, deberá contar con la 

formación prevista en el artículo 5, tendrá la condición de agente de la autoridad y podrá solicitar 

en su ámbito geográfico correspondiente la colaboración de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, 

de los servicios sanitarios y de cualquier servicio público que fuera necesario para su intervención. 

2. Con el fin de responder de forma adecuada a las situaciones de urgencia que puedan 

presentarse y en tanto no se pueda derivar el caso a la Entidad Pública de Protección a la infancia, 

cada comunidad autónoma determinará el procedimiento a seguir para que el personal que 

desarrolla su actividad profesional en los servicios sociales de atención primaria, pueda adoptar 

las medidas oportunas de detección, prevención, coordinación, derivación, seguimiento y 

evaluación para garantizar una actuación que atendiendo al principio de diligencia debida, esté 

dirigida a proteger, defender y preservar el interés superior de las personas menores de edad, en 

los términos previsto en la presente ley y normas concordantes.   

Sin perjuicio de lo anterior y del deber de comunicación cualificado previsto en el artículo 16, 

cuando los servicios sociales de atención primaria tengan conocimiento de un caso de violencia 
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en el que la persona menor de edad se encuentre además en situación de desprotección, lo 

comunicarán inmediatamente a la Entidad Pública de Protección a la infancia, procediendo a la 

activación del protocolo que corresponda en cada caso.  

3. Los y las profesionales de los servicios sociales acompañarán a la persona menor de edad a 

un centro sanitario para que reciba la atención que precise, informando a sus progenitores o a 

quienes ejerzan funciones de tutela, guarda o acogimiento, salvo que se sospeche que la 

mencionada violencia haya sido ejercida por estos, en cuyo caso se pondrá en conocimiento del 

Ministerio Fiscal. Con carácter previo al acompañamiento de la persona menor de edad y cuando 

la gravedad lo requiera, las y los profesionales de los servicios sociales informarán a las Fuerzas 

y Cuerpos de Seguridad.» 

 

Treinta y tres . Se modifica el artículo 42 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 42. De los equipos de intervención.  

1. Las administraciones públicas competentes dotarán a los servicios sociales de atención 

primaria y especializada de profesionales y equipos de intervención familiar y con la infancia y la 

adolescencia, especialmente entrenados en la detección precoz, valoración e intervención frente 

a la violencia ejercida sobre las personas menores de edad, garantizando la incorporación de la 

perspectiva de infancia, de género, de derechos humanos e interseccional en cada una de las 

actuaciones a realizar.  

2. Los equipos de intervención de los servicios sociales que trabajen en el ámbito de la violencia 

sobre las personas menores de edad, deberán estar constituidos, por profesionales de la 

educación social, de la psicología, y del trabajo social y, cuando sea necesario, de la abogacía, 

especializados en casos de violencia sobre la infancia y la adolescencia, con la formación 

requerida en el artículo 5.» 

 

Treinta y cuatro . Se modifica el artículo 43 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 43. Plan de actuación 

1. En todos los casos en los que exista riesgo o sospecha de violencia sobre los niños, niñas o 

adolescentes, los servicios sociales de atención primaria establecerán, de forma coordinada con 

la entidad pública de protección a la infancia, las vías para apoyar a la familia, siempre respetando 

lo previsto en el artículo 11 en cuanto al derecho a la escucha de las personas menores de edad, 

debiendo diseñar y desarrollar un plan de actuación familiar individualizado. Este plan deberá 

coordinarse y contar con la participación del resto de ámbitos implicados, especialmente el ámbito 

educativo y los servicios de pediatría, atendiendo a los procedimientos y estándares establecidos 

en los correspondientes protocolos. 

2. Este plan de actuación deberá ser diseñado desde la con perspectiva de infancia, de género, 

de derechos humanos e interseccional, el análisis de trauma y la prevención del riesgo, teniendo 
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en cuenta el contexto comunitario donde se desarrolla la persona menor de edad, sus 

circunstancias físicas, psíquicas y sociales y las de su familia. 

3. Dicho plan incluirá indicadores que permitan realizar informes de seguimiento y evaluación. 

4. La valoración por parte de los servicios sociales de atención primaria de los casos de violencia 

sobre la infancia y la adolescencia deberá realizarse, de forma interdisciplinar y coordinada, con 

la entidad pública de protección a la infancia y con aquellos equipos y profesionales de los ámbitos 

de la salud, la educación, la judicatura o la seguridad existentes en el territorio que puedan aportar 

información sobre la situación de la persona menor de edad y su entorno familiar y social.  

En aquellas situaciones que se consideren de especial gravedad por la tipología del acto violento, 

especialmente en los casos de delitos de naturaleza sexual, se requerirá de la intervención de un 

equipo de profesionales especializados desde la comunicación o detección del caso. 

Seguidamente se informará de los hechos al Ministerio Fiscal y a las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad especializados para iniciar la investigación de los hechos. 

5. Corresponderá a los servicios sociales de atención primaria la recogida de la información sobre 

los posibles casos de violencia, y de concretar, con la participación de los y las profesionales 

correspondientes, el análisis interdisciplinar del caso, recabando siempre que sea necesario, el 

apoyo o intervención de la entidad pública de protección a la infancia, así como, en su caso, de 

los servicios de atención a mujeres víctimas de violencia de género de la comunidad autónoma 

correspondiente. Las actuaciones desarrolladas por los servicios sociales de atención primaria en 

el marco del plan de intervención sobre casos de riesgo o sospecha de maltrato infantil se 

notificarán a los servicios sociales especializados de protección de menores.  

6. Los poderes públicos, en aplicación del principio de diligencia debida, garantizarán, de forma 

inmediata una vez que sea detectado el caso, a los niños, niñas y adolescentes víctimas de delitos 

violentos y, en todo caso, de delitos de naturaleza sexual, de trata o de violencia de género una 

atención integral para su recuperación a través de servicios especializados, con especial atención 

a su salud mental, física y social de acuerdo con lo previsto en el artículo 12.» 

 

Treinta y cinco. Se modifica el artículo 44 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 44. Seguimiento y registro de los casos de violencia sobre las personas menores de 

edad.  

1. Los servicios sociales de atención primaria así como los servicios sociales especializados en la 

atención a víctimas de violencia de género, deberán establecer, de conformidad con el 

procedimiento que se regule en cada comunidad autónoma, un sistema de seguimiento y registro 

de los casos de violencia sobre la infancia y la adolescencia en el que consten las notificaciones 

y comunicaciones recibidas, los casos confirmados y las distintas medidas puestas en marcha en 

relación con la intervención de dichos servicios sociales. 

2. La información estadística de casos de violencia sobre la infancia y la adolescencia procedente 

de los servicios sociales de atención primaria, junto con la procedente de la entidad pública de 

protección a la infancia y de los servicios sociales especializados en la atención a víctimas de 
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violencia de género, será incorporada, con la desagregación establecida, en el Registro Unificado 

de Servicios Sociales sobre Violencia contra la Infancia (en adelante RUSSVI).» 

 

Treinta y seis. Se modifica el artículo 48 que queda redactado como sigue:  

«Artículo 48. Entidades que realizan actividades deportivas o de ocio con personas menores de 

edad de forma habitual. 

1. Las entidades que realizan de forma habitual actividades deportivas, culturales o de ocio 

con personas menores de edad están obligadas a: 

a) Aplicar los protocolos de actuación a los que se refiere el artículo anterior que adopten las 

administraciones públicas en el ámbito deportivo, cultural y de ocio. 

b) Implantar un sistema de monitorización para asegurar el cumplimiento de los protocolos 

anteriores en relación con la protección de las personas menores de edad. 

c) Designar la figura del Delegado o Delegada de protección al que las personas menores de edad 

puedan acudir para expresar sus inquietudes y quien se encargará de la difusión y el cumplimiento 

de los protocolos establecidos, de la formación e información en prevención de la violencia y la 

cultura del buen trato de forma transversal, de prevenir y detectar posibles situaciones de violencia 

sobre la infancia y la adolescencia, así como de iniciar las comunicaciones pertinentes en los 

casos en los que se haya detectado una situación de violencia sobre la infancia o la adolescencia. 

d) Adoptar las medidas necesarias para que la práctica del deporte, de la actividad física, de la 

cultura y del ocio no sea un escenario de discriminación por edad, origen racial o étnico, 

discapacidad, orientación sexual, identidad sexual o expresión de género, o cualquier otra 

condición o circunstancia personal o social, trabajando con los propios niños, niñas y 

adolescentes, así como con sus familias y profesionales, en el rechazo al uso de insultos y 

expresiones degradantes y discriminatorias. 

e) Fomentar la participación activa de los niños, niñas y adolescentes en todos los aspectos de 

su formación y desarrollo integral. 

f) Fomentar y reforzar las relaciones y la comunicación entre las organizaciones deportivas y los 

progenitores o quienes ejerzan funciones de tutela, guarda o acogimiento. 

2. Asimismo, además de la formación a la que se refiere el artículo 5, quienes trabajen en las 

citadas entidades deberán recibir formación específica para atender adecuadamente las 

diferentes aptitudes y capacidades de los niños, niñas y adolescentes con discapacidad para el 

fomento y el desarrollo del deporte inclusivo de estos.» 

 

Treinta y siete . Se modifica el Título IV, que queda con la siguiente redacción: 

«TÍTULO IV 

Capítulo I 
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De las actuaciones en centros de protección 

 

Treinta y ocho . Se modifica el artículo 53 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 53. Protocolos de actuación en los centros de protección de personas menores de edad. 

1. Todos los centros de protección de personas menores de edad serán entornos seguros e, 

independientemente de su titularidad, están obligados a aplicar los protocolos de actuación que 

establezca la Entidad Pública de Protección a la infancia, y que contendrán las actuaciones que 

deben seguirse para la prevención, detección precoz e intervención frente a las posibles 

situaciones de violencia comprendidas en el ámbito de aplicación de esta ley. Estas 

administraciones deberán aprobar estándares e indicadores que permitan evaluar la eficacia de 

estos protocolos en su ámbito de aplicación. 

Entre otros aspectos, los protocolos: 

a) Determinarán la forma de iniciar el procedimiento, los sistemas de comunicación y la 

coordinación de los y las profesionales responsables de cada actuación. 

b) Establecerán mecanismos de queja y denuncia sencillos, accesibles, seguros y confidenciales 

para informar, de forma que los niños, niñas y adolescentes sean tratados sin riesgo de sufrir 

represalias. Las respuestas a estas quejas serán susceptibles de ser recurridas. En todo caso las 

personas menores de edad tendrán derecho a remitir quejas de forma confidencial al Ministerio 

Fiscal, a la autoridad judicial competente y al Defensor del Pueblo o ante las instituciones 

autonómicas homólogas. 

c) Garantizar que, en el momento del ingreso, el centro de protección facilite a la persona menor 

de edad, por escrito y en idioma y formato que le resulte comprensible y accesible, las normas de 

convivencia y el régimen disciplinario que rige en el centro, así como información sobre los 

mecanismos de queja y de comunicación existentes. 

d) Deberán contemplar actuaciones específicas cuando el acoso tenga como motivación la 

discapacidad, el racismo o el lugar de origen, la orientación sexual, la identidad o expresión de 

género. De igual modo, dichos protocolos deberán contemplar actuaciones específicas cuando el 

acoso se lleve a cabo a través de las nuevas tecnologías de las personas menores de edad o 

dispositivos móviles y se haya menoscabado la intimidad y reputación. 

e) Deberán tener en cuenta las situaciones en las que es aconsejable el traslado de la persona 

menor de edad a otro centro para garantizar su interés superior y su bienestar. 

f) Garantizarán acompañamiento personalizado y continuado a las personas menores de edad, 

centrado en sus necesidades afectivas y de desarrollo personal, educativas y profesionales, y de 

inclusión e integración en la comunidad. 

2. Lo previsto en este artículo se entiende sin perjuicio de lo señalado en capítulo IV del título II 

de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, y en el artículo 778 bis de la Ley 1/2000, de 7 de 

enero, de Enjuiciamiento Civil, con respecto a centros específicos de protección de menores con 

problemas de conducta.» 
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Treinta y nueve . Se introduce un nuevo artículo 53 bis con la siguiente redacción: 

«Artículo 53 bis. Coordinador o Coordinadora de bienestar y protección en los centros de 

acogimiento residencial. 

1. Todos los centros de acogimiento residencial de niñas, niños y adolescentes tutelados, 

independientemente de su titularidad, deberán tener un Coordinador o Coordinadora de bienestar 

y protección, que actuará bajo la supervisión de la persona que ostente la dirección o titularidad 

del centro. 

2. Las administraciones competentes en materia de protección de la infancia y la adolescencia 

determinarán los requisitos y funciones que debe desempeñar el Coordinador o Coordinadora de 

bienestar y protección. Asimismo, determinarán si estas funciones han de ser desempeñadas por 

personal ya existente en el centro de acogimiento residencial o por nuevo personal. 

Las funciones encomendadas al Coordinador o Coordinadora de bienestar y protección deberán 

ser al menos las siguientes: 

a) Promover planes de formación sobre prevención, detección precoz y protección de las niñas, 

niños y adolescentes, dirigidos tanto al personal que trabaja en los centros como a las niñas, niños 

y adolescentes. En los casos en los que las personas menores de edad bajo tutela de la 

administración mantengan el vínculo con la familia, el Coordinador o Coordinadora de bienestar y 

protección también ofrecerá la formación e información necesaria en cultura del buen trato y 

resolución de conflictos. 

b) Coordinar, de acuerdo con los protocolos que aprueben las administraciones públicas, los casos 

que requieran de intervención por parte de los responsables del centro, debiendo informar a las 

autoridades competentes y sin perjuicio del deber de comunicación, en los casos legalmente 

previstos. 

c) Identificarse ante las personas menores de edad residentes en el centro de acogimiento 

residencial y ante el personal como referente principal para las comunicaciones relacionadas con 

posibles casos de violencia en el propio centro o en su entorno. 

d) Promover medidas que aseguren el máximo bienestar para las niñas, niños y adolescentes, así 

como la cultura del buen trato hacia los mismos. 

e) Fomentar entre el personal del centro y las personas menores de edad residentes en él la 

utilización de métodos alternativos de resolución pacífica de conflictos. 

f) Informar al personal del centro sobre los protocolos en materia de prevención y protección de 

cualquier forma de violencia existentes en su localidad o comunidad autónoma. 

g) Fomentar la inclusión de las personas con discapacidad o cualquier otra circunstancia de 

especial vulnerabilidad o diversidad. 
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h) Promover, en aquellas situaciones que supongan un riesgo para la seguridad de las personas 

menores de edad, la comunicación inmediata por parte del centro de acogimiento residencial a 

las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

i) Promover, en aquellas situaciones que puedan implicar un tratamiento ilícito de datos de 

carácter personal de las personas menores de edad, la comunicación inmediata por parte del 

centro de acogimiento residencial a las Agencias de Protección de Datos. 

j) Fomentar que en el centro de acogimiento residencial se lleva a cabo una alimentación saludable 

y nutritiva que permita a las niñas, niños y adolescentes, en especial a los más vulnerables, llevar 

una dieta equilibrada. 

k) Informar a las niñas, niños y adolescentes sobre los mecanismos existentes de denuncia 

seguros, accesibles y efectivos. 

3. El Coordinador o Coordinadora de bienestar y protección actuará, en todo caso, con respeto a 

lo establecido en la normativa vigente en materia de protección de datos.» 

 

 

 

Cuarenta. Se introduce un nuevo capítulo en el Título IV, con la siguiente redacción: 

«Capítulo II 

Régimen sancionador 
Artículo 55 bis. Personación de la Dirección General de Derechos de la Infancia y la Adolescencia 
La persona titular de la Dirección General de Derechos de la Infancia y la Adolescencia estará 

legitimada ante los órganos jurisdiccionales para intervenir en defensa de los derechos y de los 

intereses recogidos en esta ley, en aquellos casos en los que se aprecie una vulneración 

especialmente grave del interés superior del menor. 

 
Artículo 55 ter. Ámbito de aplicación de las infracciones y sanciones 
1. Este régimen sancionador será de aplicación respecto del incumplimiento de las obligaciones 

que recoge la presente ley y la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del 

Menor, sin perjuicio de la legislación autonómica de aplicación.  

2. El procedimiento sancionador se regirá por lo establecido en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 

del Procedimiento Administración Común de las Administraciones Públicas y la Ley 40/2015, de 

1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.  

3. No podrán sancionarse los hechos que hayan sido sancionados penal o administrativamente, 

en los casos en que se aprecie identidad de sujeto, de hecho y de fundamento. En los supuestos 

en que las infracciones pudieran ser constitutivas de ilícito penal, la administración pasará el tanto 

de culpa al órgano judicial competente o al Ministerio Fiscal suspendiéndose la tramitación del 

procedimiento sancionador mientras la autoridad judicial no dicte resolución firme que ponga fin 
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al procedimiento o mientras el Ministerio Fiscal no comunica la improcedencia de iniciar o 

proseguir actuaciones. De no haberse estimado la existencia de ilícito penal, el órgano 

administrativo competente continuará el expediente sancionador. 

 
Cuando un solo hecho constituya dos o más infracciones con arreglo a esta ley, y a otras leyes 
que fueran de aplicación, se impondrá la sanción de mayor gravedad. 
 
4. El plazo máximo para resolver el procedimiento será de un año, y el plazo de alegaciones 

previsto en el artículo 76 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, tendrá una duración no inferior a un 

mes.  

5. Serán responsables quienes por acción u omisión incurran en supuestos tipificados como 

infracción. 

 
Artículo 55 quáter. Infracciones.  
1. Las infracciones se calificarán como leves, graves o muy graves.  

2. En todo caso, constituirá infracción muy grave: 

a) El incumplimiento de los deberes relativos a las necesidades básicas de las personas menores 

de edad. 

b) Acciones u omisiones que deriven en situaciones de riesgo para la integridad física o psíquica 

de las personas menores de edad. 

c) El mantenimiento de las instalaciones de los centros de acogimiento residencial en condiciones 

insalubres. 

d) Todas aquellas definidas como graves cuando concurran las siguientes circunstancias: 

1º) Que atenten gravemente contra los derechos fundamentales de la infancia y la adolescencia  

2º) Que se genere un grave perjuicio para las personas menores de edad que se encuentren en 

los sistemas de acogimiento. 

3º) Que supongan reincidencia de una infracción grave. 

3. Se considerarán infracciones graves, en todo caso, las siguientes: 

a) Dificultar o impedir el ejercicio de cualquiera de los derechos reconocidos en esta ley o en la 

Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero. 

b) Obstruir la acción de los servicios de inspección y el incumplimiento de llevar a cabo las 

evaluaciones internas correspondientes de conformidad con lo previsto en la legislación vigente 

que sea de aplicación. 

c) Negar el suministro de información o proporcionar datos falsos. 
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d) El incumplimiento de cualquiera de las obligaciones previstas en la legislación vigente que sea 

de aplicación a los sistemas de acogimiento. 

e) Aquellas que comporten un perjuicio para las personas menores de edad que se encuentren 

en los sistemas de acogimiento o se hayan cometido con dolo o negligencia grave. 

f) Aquellas que comporten cualquiera de las siguientes circunstancias:  

1º) Coacciones, amenazas, represalias o cualquier forma de presión ejercida sobre las personas 

menores de edad que se encuentren en los sistemas de acogimiento. 

2º) Que supongan reincidencia de una infracción leve.   

3. Se considerarán infracciones leves las tipificadas en este artículo cuando se hayan cometido 

por imprudencia o simple negligencia, sin que comporten un perjuicio directo para las personas 

menores de edad. 

Artículo 55 quinquies. Sanciones y criterios de graduación.  
 
1. Las infracciones serán sancionadas con multa comprendida entre los siguientes importes 

máximos y mínimos:  

a) Las infracciones muy graves con multa entre 30.001,00 y 100.000,00 euros. 

b) Las infracciones graves con multa entre 3.001,00 y 30.000,00 euros. 

c) Las infracciones leves con multa entre 600,00y 3.000,00 euros. 

2. Además de las sanciones pecuniarias que establece el apartado anterior, la persona 

responsable ha de proceder a la reparación del daño lo antes posible y, en todo caso: 

a) Las infracciones muy graves: en el plazo de seis meses, salvo en los supuestos indicados en 

el artículo 54, apartado primero, letras d) y e) que la reparación ha de comenzar de forma 

inmediata. 

b) Las infracciones graves: en el plazo de dos meses. 

c) Las infracciones leves: en el plazo de un mes. 

 
3. La sanción aplicable se determinará en función de las siguientes circunstancias: 
 
a) Naturaleza y gravedad del perjuicio causado. 

b) Buena fe de la persona responsable. 

c) La reincidencia de la persona responsable por la comisión en el término de un año de más de 

una infracción de la misma naturaleza cuando así haya sido declarado por resolución firme en vía 

administrativa.  
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d) Efecto de la infracción sobre los derechos e intereses de las niñas, niños y adolescentes en los 

centros de acogimiento residencial.  

e) El cese de la conducta infractora antes o durante la tramitación del procedimiento sancionador.  

f) La subsanación inmediata del incumplimiento infractor, la reparación efectiva de daño 

ocasionado por la comisión de la infracción, o la colaboración activa para evitar o disminuir sus 

efectos.  

g) El grado de culpabilidad o la existencia de intencionalidad.  

 
Artículo 55 sexies. Prescripción de las infracciones.  
1. Las infracciones reguladas en este capítulo prescribirán, las muy graves a los tres años; las 
graves a los dos años y las leves al año. 
2. El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a computarse desde el día en que se 
hubieran cometido. Interrumpirá la prescripción la iniciación del procedimiento sancionador, con 
conocimiento de la persona interesada. El plazo de prescripción volverá a correr si el expediente 
sancionador estuviera paralizado durante más de un mes por causa no imputable a la persona 
presuntamente responsable. 
3. En el supuesto de infracción continuada, la fecha inicial del cómputo será aquella en que deje 
de realizarse la actividad infractora o la del último acto con que la infracción se consume. 
 
Artículo 55 septies. Prescripción de las sanciones. 
1. Las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los tres años; las impuestas por 
faltas graves, a los dos años, y las impuestas por faltas leves, al año. 
2. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a computarse desde el día siguiente a 
aquel en que sea ejecutable la resolución por la que se impone la sanción o haya transcurrido el 
plazo para recurrirla. Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento de la persona 
interesada, del procedimiento de ejecución, volviendo a correr el plazo si aquél está paralizado 
durante más de un mes por causa no imputable a la persona infractora.» 
 

 

 

Cuarenta. Se modifica el artículo 56 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 56. Registro Central de información sobre la violencia contra la infancia y la 
adolescencia. 
 
1. Se creará, reglamentariamente, el Registro Central de información sobre la violencia contra la 
infancia y la adolescencia con la finalidad de recopilar información que permita el conocimiento 
uniforme del estado de situación de la violencia contra la infancia y la adolescencia. 
 
2. El registro central de información sobre la violencia contra la infancia y la adolescencia quedará 
adscrito orgánicamente al departamento ministerial que tenga atribuidas las competencias en 
políticas de infancia. 
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3.El real decreto señalará la información que debe notificarse anonimizada al Registro. Dicha 
información comprenderá, como mínimo, los siguientes aspectos: 
 
a) Con respecto a las víctimas: edad, sexo, tipo de violencia, gravedad, nacionalidad, provincia y, 
en su caso, discapacidad. 
 
b) Con respecto a las personas agresoras: edad, sexo, nacionalidad, provincia, relación con la 
víctima y, en su caso, discapacidad. 
 
c) Medidas puestas en marcha, frente a la violencia sobre la infancia y adolescencia. 
 
4.Estarán obligados a suministrar la información de la que dispongan en sus respectivos registros, 
adaptándola a las categorías de violencia y a las demás variables establecidas en el real decreto, 
al menos, el Consejo General del Poder Judicial y los departamentos ministeriales que tengan 
atribuida la competencia en materia de justicia, seguridad ciudadana, sanidad, infancia, igualdad 
y educación. 
 
5. Con los datos obtenidos por el Registro se publicará anualmente un informe de la situación de 

la violencia contra la infancia y la adolescencia al que se dará la mayor publicidad posible.» 

Cuarenta y uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 57 que queda redactado como sigue: 

«1.Será requisito para el acceso y desempeño de cualesquiera profesiones, oficios y actividades 

que impliquen contacto habitual con personas menores de edad, no haber sufrido condena por 

sentencia firme por cualquier delito relacionado con la infancia y adolescencia incluyendo los 

delitos de violencia de género y doméstica, maltrato físico o psicológico, abandono de personas 

menores de edad, o contra la libertad sexual tipificados en los artículos 153, 173.2, 173.3, 229 y 

el título VIII de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, respectivamente, 

así como por cualquier delito de trata de seres humanos tipificado en el título VII bis del Libro II 

del Código Penal. A tal efecto, quien pretenda el acceso y desempeño de tales profesiones, oficios 

o actividades deberá acreditar esta circunstancia mediante la aportación, anualmente, de 

certificación negativa y específica de inexistencia de este tipo de delitos del Registro Central de 

antecedentes penales y del Registro Central de delincuentes sexuales y de Trata de Seres 

Humanos, que será provisto por el Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las 

Cortes, en los términos que se establezcan.»  

 

Cuarenta y dos . Se modifica el artículo 58 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 58. Consecuencias de la existencia de antecedentes en caso de personas trabajadoras 

o aquellas que realicen una práctica no laboral que conlleve el alta en la Seguridad Social. 

1. La existencia de antecedentes en el Registro Central de Delincuentes Sexuales y de Trata de 

Seres Humanos, así como de antecedentes penales de los tipos delictivos descritos en el apartado 
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1 del artículo 57 al inicio de la actividad en aquellos trabajos o actividades que impliquen contacto 

habitual con personas menores de edad conllevará la imposibilidad legal de contratación. 

2. La existencia sobrevenida de antecedentes en el Registro Central de Delincuentes Sexuales y 

de Trata de Seres Humanos, así como de antecedentes penales de los tipos delictivos descritos 

en el apartado 1 del artículo 57 conllevará el cese inmediato de la relación laboral por cuenta ajena 

o de las prácticas no laborales. No obstante, siempre que fuera posible, en atención a las 

circunstancias concurrentes en el centro de trabajo y a la actividad desarrollada en el mismo, la 

empresa podrá efectuar un cambio de puesto de trabajo siempre que la nueva ocupación impida 

el contacto habitual con personas menores de edad. 

De conformidad con lo anterior, la persona trabajadora por cuenta ajena deberá comunicar a la 

parte empleadora cualquier cambio que se produzca respecto de la existencia de antecedentes 

penales de los delitos descritos en el artículo 57, aun cuando estos se deriven de hechos 

anteriores al inicio de su relación laboral. La omisión de esta comunicación será considerada como 

incumplimiento grave y culpable a los efectos de lo dispuesto en el artículo 54.2.d) del Estatuto de 

los Trabajadores. Esta obligación de comunicación, así como las consecuencias de su 

incumplimiento, deberán incluirse también en los acuerdos que se suscriban entre las empresas 

y las personas beneficiarias de las prácticas no laborales que se formalicen al amparo del Real 

Decreto 1543/2011, de 31 de diciembre, por el que se regulan las prácticas no laborales en 

empresas.» 

 

Cuarenta y tres . Se modifica el artículo 59 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 59. Consecuencias del incumplimiento del requisito en caso de personas que realicen 

actividades en régimen de voluntariado. 

1. La existencia de antecedentes en el Registro Central de Delincuentes Sexuales y de Trata de 

Seres Humanos, así como de antecedentes penales de los tipos delictivos descritos en el apartado 

1 del artículo 57 del Registro Central de antecedentes penales al inicio de la actividad en aquellas 

actividades de voluntariado que impliquen el contacto habitual con personas menores de edad 

obliga a la entidad de voluntariado a prescindir de forma inmediata del voluntario o voluntaria. A 

tal efecto, quien pretenda el acceso a tales actividades deberá acreditar esta circunstancia 

mediante la aportación de certificado negativo y específico de inexistencia de este tipo de delitos.  

2. La existencia sobrevenida de antecedentes en el Registro Central de Delincuentes Sexuales y 

de Trata de Seres Humanos, así como de antecedentes penales de los tipos delictivos descritos 

en el apartado 1 del artículo 57 conllevará el fin inmediato de la participación de la persona 

voluntaria en las actividades que impliquen el contacto habitual con personas menores. No 

obstante, siempre que fuera posible, en atención a las circunstancias concurrentes en la entidad 

y a la actividad desarrollada en el mismo, la entidad podrá efectuar un cambio de actividad de 

voluntariado siempre que la misma no suponga el contacto habitual con personas menores de 

edad. 
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3. Las comunidades autónomas establecerán mediante norma con rango de ley el régimen 

sancionador correspondiente al incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 

57.1.» 

 

Cuarenta y cuatro . Se modifica el artículo 60 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 60. Cancelación de antecedentes penales y antecedentes en el Registro Central de 

Delincuentes Sexuales y de Trata de Seres Humanos. 

1. Los antecedentes penales y los antecedentes del Registro Central de Delincuentes Sexuales y 

de Trata de Seres Humanos que figuren como cancelados no se tomarán en consideración a los 

efectos de limitar el acceso y ejercicio de profesiones, oficios y actividades que impliquen contacto 

habitual con menores de edad. 

2. Instada por la persona interesada la cancelación de antecedentes penales y de antecedentes 

en el Registro Central de Delincuentes Sexuales y de Trata de Seres Humanos, y transcurrido el 

plazo máximo de tres meses sin que por la Administración se haya dictado resolución, la petición 

se entenderá desestimada por silencio administrativo, sin que sea de aplicación a estos supuestos 

lo establecido en el artículo 3 del Real Decreto 1879/1994, de 16 de septiembre, por el que se 

aprueban determinadas normas procedimentales en materia de justicia e interior.» 

 

Artículo 2. Modificación del Código Civil, aprobado por Real Decreto de 24 de julio de 1889. 

Uno. Se modifica el artículo 156 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 156. 

La patria potestad se ejercerá conjuntamente por ambos progenitores o por uno solo con el 

consentimiento expreso o tácito del otro. Serán válidos los actos que realice uno de ellos conforme 

al uso social y a las circunstancias o en situaciones de urgente necesidad. 

Dictada una sentencia condenatoria y mientras no se extinga la responsabilidad penal o iniciado 

un procedimiento penal contra uno de los progenitores por atentar contra la vida, la integridad 

física, la libertad, la integridad moral o la libertad sexual de los hijos o hijas comunes menores de 

edad, o por atentar contra el otro progenitor, bastará el consentimiento de este para la atención y 

asistencia psicológica de los hijos e hijas menores de edad, debiendo el primero ser informado 

previamente. Lo anterior será igualmente aplicable, aunque no se haya interpuesto denuncia 

previa, cuando la mujer esté recibiendo asistencia en un servicio especializado de violencia de 

género, siempre que medie informe emitido por dicho servicio que acredite dicha situación. Si la 

asistencia hubiera de prestarse a los hijos e hijas mayores de dieciséis años se precisará en todo 

caso el consentimiento expreso de estos. 

En todo caso, bastará el consentimiento de un solo progenitor para que las hijas o hijos menores 

de edad puedan acceder a los servicios destinados a ofrecer reparación psicológica, social o 

asesoramiento jurídico cuando hayan sido víctimas de alguno de los tipos de violencia que recoge 
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la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la infancia y la adolescencia frente 

a la violencia.  

En caso de desacuerdo en el ejercicio de la patria potestad, cualquiera de los dos podrá acudir a 

la autoridad judicial, quien, después de oír a ambos y al hijo o hija en condiciones idóneas, en 

términos que les sean accesibles, comprensibles y adaptados a su edad, madurez y 

circunstancias, recabando el auxilio de especialistas cuando ello fuera necesario, atribuirá la 

facultad de decidir a uno de los dos progenitores. Si los desacuerdos fueran reiterados o 

concurriera cualquier otra causa que entorpezca gravemente el ejercicio de la patria potestad, 

podrá atribuirla total o parcialmente a uno de los progenitores o distribuir entre ellos sus funciones. 

Esta medida tendrá vigencia durante el plazo que se fije, que no podrá nunca exceder de dos 

años. En los supuestos de los párrafos anteriores, respecto de terceros de buena fe, se presumirá 

que cada uno de los progenitores actúa en el ejercicio ordinario de la patria potestad con el 

consentimiento del otro. 

En defecto o por ausencia o imposibilidad de uno de los progenitores, la patria potestad será 

ejercida exclusivamente por el otro. 

Si los progenitores viven separados, la patria potestad se ejercerá por aquel con quien el hijo 

conviva. Sin embargo, la autoridad judicial, a solicitud fundada del otro progenitor, podrá, en 

interés del hijo, atribuir al solicitante la patria potestad para que la ejerza conjuntamente con el 

otro progenitor o distribuir entre ambos las funciones inherentes a su ejercicio.» 

 

Dos. Se modifica el artículo 158 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 158. 

El Juez, de oficio o a instancia del propio hijo, de cualquier pariente o del Ministerio Fiscal, podrá 

dictar las siguientes medidas: 

1.º Las medidas convenientes para asegurar la prestación de alimentos y proveer a las futuras 

necesidades del hijo, en caso de incumplimiento de este deber, por sus padres.  

2.º Las disposiciones apropiadas a fin de evitar a los hijos perturbaciones dañosas en los casos 

de cambio de titular de la potestad de guarda, incluidas las relativas al cambio de residencia o 

centro educativo de los hijos e hijas comunes. 

3.º Las medidas necesarias para evitar la sustracción de los hijos menores por alguno de los 

progenitores o por terceras personas y, en particular, las siguientes: 

a) Prohibición de salida del territorio nacional, salvo autorización judicial previa. 

b) Prohibición de expedición del pasaporte al menor o retirada del mismo si ya se hubiere 

expedido. 

c) Sometimiento a autorización judicial previa de cualquier cambio de domicilio del menor. 
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4.º La medida de prohibición a los progenitores, tutores, a otros parientes o a terceras personas 

de aproximarse al menor y acercarse a su domicilio o centro educativo y a otros lugares que 

frecuente, con respecto al principio de proporcionalidad. 

5.º La medida de prohibición de comunicación con el menor, que impedirá a los progenitores, 

tutores, a otros parientes o a terceras personas establecer contacto escrito, verbal o visual por 

cualquier medio de comunicación o medio informático o telemático, con respeto al principio de 

proporcionalidad. 

6.º La suspensión cautelar en el ejercicio de la patria potestad y/o en el ejercicio de la guarda y 

custodia, la suspensión cautelar del régimen de visitas y comunicaciones establecidos en 

resolución judicial o convenio judicialmente aprobado y, en general, las demás disposiciones que 

considere oportunas, a fin de apartar al menor de un peligro o de evitarle perjuicios en su entorno 

familiar o frente a terceras personas. 

En caso de posible desamparo del menor, el Juzgado comunicará las medidas a la Entidad 

Pública. Todas estas medidas podrán adoptarse dentro de cualquier proceso judicial o penal o 

bien en un expediente de jurisdicción voluntaria, en que la autoridad judicial habrá de garantizar 

la audiencia de la persona menor de edad, pudiendo el Tribunal ser auxiliado por personas 

externas para garantizar que pueda ejercitarse este derecho por sí misma.» 

 

Tres. Se modifica el artículo 159 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 159. 

Si los padres viven separados y no decidieren de común acuerdo, el Juez decidirá, siempre en 

beneficio de los hijos, al cuidado de qué progenitor quedarán los hijos menores de edad, previa 

audiencia de éstos.» 

 

Cuatro. Se modifica el artículo 161 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 161. 

La Entidad Pública a la que, en el respectivo territorio, esté encomendada la protección de 

menores regulará las visitas y comunicaciones que correspondan a los progenitores, abuelos, 

hermanos y demás parientes y allegados respecto a los menores en situación de desamparo, 

pudiendo acordar motivadamente, en interés del menor, la suspensión temporal de las mismas 

previa audiencia de los afectados y del menor en condiciones idóneas, en términos que les sean 

accesibles, comprensibles y adaptados a su edad, madurez y circunstancias, recabando el auxilio 

de especialistas cuando ello fuera necesario,  con inmediata notificación al Ministerio Fiscal. A tal 

efecto, el Director del centro de acogimiento residencial o la familia acogedora u otros agentes o 

profesionales implicados informarán a la Entidad Pública de cualquier indicio de los efectos 

nocivos de estas visitas sobre el menor. 

El menor, los afectados y el Ministerio Fiscal podrán oponerse a dichas resoluciones 

administrativas conforme a la Ley de Enjuiciamiento Civil.» 
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Cinco.  Se modifica el artículo 172 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 172. 

1. Cuando la Entidad Pública a la que, en el respectivo territorio, esté encomendada la protección 

de los menores, constate que un menor se encuentra en situación de desamparo, tiene por 

ministerio de la ley la tutela del mismo, y deberá adoptar las medidas de protección necesarias 

para su guarda, poniéndolo en conocimiento del Ministerio Fiscal y, en su caso, del Juez que 

acordó la tutela ordinaria. La resolución administrativa que declare la situación de desamparo y 

las medidas acordadas será adoptada tras escuchar a la persona menor de edad afectada y, en 

su caso, a los titulares de la patria potestad.  Dicha resolución se notificará en legal forma a los 

progenitores, tutores o guardadores y al menor afectado si tuviere suficiente madurez y, en todo 

caso, si fuere mayor de doce años, de forma inmediata sin que sobrepase el plazo máximo de 

cuarenta y ocho horas. La información será clara, comprensible y en formato accesible, incluyendo 

las causas que dieron lugar a la intervención de la Administración y los efectos de la decisión 

adoptada, y en el caso del menor, adaptada a su grado de madurez. Siempre que sea posible, y 

especialmente en el caso del menor, esta información se facilitará de forma presencial. 

Se considera como situación de desamparo la que se produce de hecho a causa del 

incumplimiento o del imposible o inadecuado ejercicio de los deberes de protección establecidos 

por las leyes para la guarda de los menores, cuando éstos queden privados de la necesaria 

asistencia moral o material. 

La asunción de la tutela atribuida a la Entidad Pública lleva consigo la suspensión de la patria 

potestad o de la tutela ordinaria. No obstante, serán válidos los actos de contenido patrimonial 

que realicen los progenitores o tutores en representación del menor y que sean en interés de éste. 

La Entidad Pública y el Ministerio Fiscal podrán promover, si procediere, la privación de la patria 

potestad y la remoción de la tutela. 

2. Durante el plazo de dos años desde la notificación de la resolución administrativa por la que se 

declare la situación de desamparo, los progenitores que continúen ostentando la patria potestad 

pero la tengan suspendida conforme a lo previsto en el apartado 1, o los tutores que, conforme al 

mismo apartado, tengan suspendida la tutela, podrán solicitar a la Entidad Pública que cese la 

suspensión y quede revocada la declaración de situación de desamparo del menor, si, por cambio 

de las circunstancias que la motivaron, entienden que se encuentran en condiciones de asumir 

nuevamente la patria potestad o la tutela. 

Igualmente, durante el mismo plazo podrán oponerse a las decisiones que se adopten respecto a 

la protección del menor. 

Pasado dicho plazo decaerá el derecho de los progenitores o tutores a solicitar u oponerse a las 

decisiones o medidas que se adopten para la protección del menor. No obstante, podrán facilitar 

información a la Entidad Pública y al Ministerio Fiscal sobre cualquier cambio de las circunstancias 

que dieron lugar a la declaración de situación de desamparo. 
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En todo caso, transcurridos los dos años, únicamente el Ministerio Fiscal estará legitimado para 

oponerse a la resolución de la Entidad Pública. 

Durante ese plazo de dos años, la Entidad Pública, ponderando la situación y poniéndola en 

conocimiento del Ministerio Fiscal, podrá adoptar cualquier medida de protección, incluida la 

propuesta de adopción, cuando exista un pronóstico fundado de imposibilidad definitiva de retorno 

a la familia de origen. 

3. La Entidad Pública, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal o de persona o entidad 

interesada, podrá revocar la declaración de situación de desamparo y decidir el retorno del menor 

con su familia, siempre que se entienda que es lo más adecuado para su interés. Dicha decisión 

se notificará al Ministerio Fiscal. 

4. En cumplimiento de la obligación de prestar la atención inmediata, la Entidad Pública podrá 

asumir la guarda provisional de un menor mediante resolución administrativa, y lo comunicará al 

Ministerio Fiscal, procediendo simultáneamente a practicar las diligencias precisas para identificar 

al menor, escucharle, investigar sus circunstancias y constatar, en su caso, la situación real de 

desamparo. 

Tales diligencias se realizarán en el plazo más breve posible, durante el cual deberá procederse, 

en su caso, a la declaración de la situación de desamparo y consecuente asunción de la tutela o 

a la promoción de la medida de protección procedente. Si existieran personas que, por sus 

relaciones con el menor o por otras circunstancias, pudieran asumir la tutela en interés de éste, 

se promoverá el nombramiento de tutor conforme a las reglas ordinarias. 

Cuando hubiera transcurrido el plazo señalado y no se hubiera formalizado la tutela o adoptado 

otra resolución, el Ministerio Fiscal promoverá las acciones procedentes para asegurar la 

adopción de la medida de protección más adecuada del menor por parte de la Entidad Pública. 

5. La Entidad Pública cesará en la tutela que ostente sobre los menores declarados en situación 

de desamparo cuando constate, mediante los correspondientes informes, la desaparición de las 

causas que motivaron su asunción, por alguno de los supuestos previstos en los artículos 276 y 

277.1, y cuando compruebe fehacientemente alguna de las siguientes circunstancias: 

a) Que el menor se ha trasladado voluntariamente a otro país. 

b) Que el menor se encuentra en el territorio de otra comunidad autónoma, en cuyo caso se 

procederá al traslado del expediente de protección y cuya Entidad Pública hubiere dictado 

resolución sobre declaración de situación de desamparo y asumido su tutela o medida de 

protección correspondiente, o entendiere que ya no es necesario adoptar medidas de protección 

a tenor de la situación del menor. 

c) Que hayan transcurrido doce meses desde que el menor abandonó voluntariamente el centro 

de protección, encontrándose en paradero desconocido. 

La guarda provisional cesará por las mismas causas que la tutela.» 
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Seis.  Se modifica el artículo 172 ter. que queda redactado como sigue: 

«Artículo 172 ter. 

1. La guarda se realizará mediante el acogimiento familiar y, no siendo éste posible o conveniente 

para el interés del menor, mediante el acogimiento residencial. El acogimiento familiar se realizará 

por la persona o personas que determine la Entidad Pública. El acogimiento residencial se 

ejercerá por el Director o responsable del centro donde esté acogido el menor, conforme a los 

términos establecidos en la legislación de protección de menores. 

No podrán ser acogedores los que no puedan ser tutores de acuerdo con lo previsto en la ley. 

La resolución de la Entidad Pública en la que se formalice por escrito la medida de guarda se 

notificará a los progenitores o tutores que no estuvieran privados de la patria potestad o tutela, así 

como al Ministerio Fiscal. 

2. Se buscará siempre el interés de la persona menor de edad y se priorizará, cuando no sea 

contrario a ese interés, su reintegración en la propia familia y que la guarda de los hermanos se 

confíe a una misma institución o persona para que permanezcan unidos. La situación del menor 

en relación con su familia de origen, tanto en lo que se refiere a su guarda como al régimen de 

visitas y otras formas de comunicación, será revisada, al menos cada seis meses. 

3. La Entidad Pública podrá acordar, en relación con el menor en acogida familiar o residencial, 

cuando sea conveniente a su interés, estancias, salidas de fines de semana o de vacaciones con 

familias o con instituciones dedicadas a estas funciones. A tal efecto sólo se seleccionará a 

personas o instituciones adecuadas a las necesidades del menor. Dichas medidas deberán ser 

acordadas una vez haya sido oído el menor. 

La delegación de guarda para estancias, salidas de fin de semana o vacaciones contendrá los 

términos de la misma y la información que fuera necesaria para asegurar el bienestar del menor, 

en especial de todas las medidas restrictivas que haya establecido la Entidad Pública o el Juez. 

Dicha medida será comunicada a los progenitores o tutores, siempre que no hayan sido privados 

del ejercicio de la patria potestad o removidos del ejercicio de la tutela, así como a los acogedores. 

Se preservarán los datos de estos guardadores cuando resulte conveniente para el interés del 

menor o concurra justa causa. 

4. En los casos de declaración de situación de desamparo o de asunción de la guarda por 

resolución administrativa o judicial, podrá establecerse por la Entidad Pública la cantidad que 

deben abonar los progenitores o tutores para contribuir, en concepto de alimentos y en función de 

sus posibilidades, a los gastos derivados del cuidado y atención del menor, así como los derivados 

de la responsabilidad civil que pudiera imputarse a los menores por actos realizados por los 

mismos.» 

 

Siete.  Se modifica el artículo 176 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 176. 
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1. La adopción se constituirá por resolución judicial, que tendrá en cuenta siempre el interés del 

adoptando y la idoneidad del adoptante o adoptantes para el ejercicio de la patria potestad. 

2. Para iniciar el expediente de adopción será necesaria la propuesta previa de la Entidad Pública 

a favor del adoptante o adoptantes que dicha Entidad Pública haya declarado idóneos para el 

ejercicio de la patria potestad. La declaración de idoneidad deberá ser previa a la propuesta. 

No obstante, no se requerirá tal propuesta cuando en el adoptando concurra alguna de las 

circunstancias siguientes: 

1.ª Ser huérfano y pariente del adoptante en tercer grado por consanguinidad o afinidad. 

2.ª Ser hijo del cónyuge o de la persona unida al adoptante por análoga relación de afectividad a 

la conyugal. 

3.ª Llevar más de un año en guarda con fines de adopción o haber estado bajo tutela del adoptante 

por el mismo tiempo. 

4.ª Ser mayor de edad o menor emancipado. 

3. Se entiende por idoneidad la capacidad, aptitud y motivación adecuadas para ejercer la 

responsabilidad parental, atendiendo a las necesidades de los menores a adoptar, y para asumir 

las peculiaridades, consecuencias y responsabilidades que conlleva la adopción. 

La declaración de idoneidad por la Entidad Pública requerirá una valoración psicosocial sobre la 

situación personal, familiar, relacional y social de los adoptantes, así como su capacidad para 

establecer vínculos estables y seguros, sus habilidades educativas y su aptitud para atender a un 

menor en función de sus singulares circunstancias. Dicha declaración de idoneidad se formalizará 

mediante la correspondiente resolución. 

No podrán ser declarados idóneos para la adopción quienes se encuentren privados de la patria 

potestad o tengan suspendido su ejercicio, ni quienes tengan confiada la guarda de su hijo a la 

Entidad Pública.  

Tampoco quienes hayan sido condenados por sentencia firme por cualquier delito  relacionado 

con la infancia y la adolescencia, incluyendo los delitos de violencia de género y doméstica, 

maltrato físico o psicológico, abandono de personas menores de edad, o contra la libertad sexual 

tipificados en los artículos 153, 173.2, 173.3, 229 y el título VIII del Libro II de la Ley Orgánica 

10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, respectivamente, así como por cualquier delito 

de trata de seres humanos tipificado en el título VII bis del Código Penal. 

Las personas que se ofrezcan para la adopción deberán asistir a las sesiones informativas y de 

preparación organizadas por la Entidad Pública o por Entidad colaboradora autorizada. 

4. Cuando concurra alguna de las circunstancias 1.ª, 2.ª o 3.ª previstas en el apartado 2 podrá 

constituirse la adopción, aunque el adoptante hubiere fallecido, si éste hubiese prestado ya ante 

el Juez su consentimiento o el mismo hubiera sido otorgado mediante documento público o en 

testamento. Los efectos de la resolución judicial en este caso se retrotraerán a la fecha de 

prestación de tal consentimiento.» 
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Ocho. Se modifica el artículo 176 bis. que queda redactado como sigue: 

«Artículo 176 bis. 

1. La Entidad Pública podrá delegar la guarda de un menor declarado en situación de desamparo 

en las personas que, reuniendo los requisitos de capacidad para adoptar previstos en el artículo 

175 y habiendo prestado su consentimiento, hayan sido preparadas, declaradas idóneas y 

asignadas para su adopción. A tal efecto, la Entidad Pública, con anterioridad a la presentación 

de la propuesta de adopción, delegará la guarda con fines de adopción hasta que se dicte la 

resolución judicial de adopción, mediante resolución administrativa debidamente motivada, previa 

audiencia de los afectados y del menor, que se notificará a los progenitores o tutores no privados 

de la patria potestad o tutela. 

Los guardadores con fines de adopción tendrán los mismos derechos y obligaciones que los 

acogedores familiares. 

2. Salvo que convenga otra cosa al interés de la persona menor de edad, , tras haber sido 

escuchada en condiciones idóneas, en términos que les sean accesibles, comprensibles y 

adaptados a su edad, madurez y circunstancias, recabando el auxilio de especialistas cuando ello 

fuera necesario, la Entidad Pública procederá a suspender el régimen de visitas y relaciones con 

la familia de origen cuando se inicie el período de convivencia preadoptiva a que se refiere el 

apartado anterior, excepto en los casos previstos en el artículo 178.4. 

3. La propuesta de adopción al Juez tendrá que realizarse en el plazo más breve posible y, en 

todo caso, antes de transcurridos tres meses desde el día en el que se hubiera acordado la 

delegación de guarda con fines de adopción. No obstante, cuando la Entidad Pública considere 

necesario, en función de la edad y circunstancias del menor, establecer un período de adaptación 

del menor a la familia, dicho plazo de tres meses podrá prorrogarse hasta un máximo de un año. 

En el supuesto de que el Juez no considerase procedente esa adopción, la Entidad Pública deberá 

determinar la medida protectora más adecuada para el menor.» 

 

Nueve.  Se modifica el artículo 177 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 177. 

1. Habrán de consentir la adopción, en presencia del Juez, el adoptante o adoptantes y el 

adoptando mayor de doce años. 

2. Deberán asentir a la adopción: 

1.º El cónyuge o persona unida al adoptante por análoga relación de afectividad a la conyugal 

salvo que medie separación o divorcio legal o ruptura de la pareja que conste fehacientemente, 

excepto en los supuestos en los que la adopción se vaya a formalizar de forma conjunta. 

2.º Los progenitores del adoptando que no se hallare emancipado, a menos que estuvieran 

privados de la patria potestad por sentencia firme o incursos en causa legal para tal privación. 
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Esta situación solo podrá apreciarse en el procedimiento judicial contradictorio que se tramitará 

conforme a la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

No será necesario el asentimiento cuando los que deban prestarlo se encuentren imposibilitados 

para ello, imposibilidad que se apreciará motivadamente en la resolución judicial que constituya 

la adopción. 

Tampoco será necesario el asentimiento de los progenitores que tuvieren suspendida la patria 

potestad cuando hubieran transcurrido dos años desde la notificación de la declaración de 

situación de desamparo, en los términos previstos en el artículo 172.2, sin oposición a la misma 

o cuando, interpuesta en plazo, hubiera sido desestimada. 

El asentimiento de la madre no podrá prestarse hasta que hayan transcurrido seis semanas desde 

el parto. 

En las adopciones que exijan propuesta previa no se admitirá que el asentimiento de los 

progenitores se refiera a adoptantes determinados. 

3. Deberán ser oídos por el Juez: 

1.º Los progenitores que no hayan sido privados de la patria potestad, cuando su asentimiento no 

fuera necesario para la adopción. 

2.º El tutor y, en su caso, la familia acogedora, y el guardador o guardadores. 

3.º El adoptando, en condiciones idóneas, en términos que les sean accesibles, comprensibles y 

adaptados a su edad, madurez y circunstancias, recabando el auxilio de especialistas cuando ello 

fuera necesario. 

4. Los consentimientos y asentimientos deberán otorgarse libremente, en la forma legal requerida 

y por escrito, previa información de sus consecuencias.» 

 

Diez. Se modifica el artículo 219 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 219. 

En el caso del numeral 3.º del artículo anterior, si los progenitores lo hubieren dispuesto de modo 

expreso, se podrá resolver, al efectuar el nombramiento de tutores, que estos puedan ejercitar las 

facultades de la tutela con carácter solidario. 

De no mediar tal clase de nombramiento y, sin perjuicio de lo dispuesto en el numeral 1.º del 

artículo anterior, las facultades de la tutela encomendadas a varios tutores habrán de ser 

ejercitadas por estos conjuntamente, pero valdrá lo que se haga con el acuerdo del mayor número. 

A falta de tal acuerdo, la autoridad judicial, después de oír a los tutores y al tutelado en condiciones 

idóneas, en términos que les sean accesibles, comprensibles y adaptados a su edad, madurez y 

circunstancias, recabando el auxilio de especialistas cuando ello fuera necesario, resolverá sin 

ulterior recurso lo que estime conveniente. Para el caso de que los desacuerdos fueran reiterados 

y entorpeciesen gravemente el ejercicio de la tutela, podrá la autoridad judicial reorganizar su 

funcionamiento e incluso nombrar nuevo tutor.» 
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Once. Se modifica el artículo 223 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 223. 

Las causas y procedimientos de remoción y excusa de la tutela serán los mismos que los 

establecidos para la curatela. 

La autoridad judicial podrá decretar la remoción a solicitud de la persona menor de edad si tuviere 

suficiente madurez. En todo caso será tenida en cuenta su opinión y se le dará audiencia en 

condiciones idóneas, en términos que les sean accesibles, comprensibles y adaptados a su edad, 

madurez y circunstancias, recabando el auxilio de especialistas cuando ello fuera necesario. 

Declarada la remoción, se procederá al nombramiento de nuevo tutor en la forma establecida en 

este Código.» 

 

Artículo 3.  Modificación de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del 

Menor, de modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

 

Uno. Se modifica el título de la Ley Orgánica 1/1996 de 15 de enero, pasando a denominarse:  

«Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica de la infancia y la adolescencia, de 

modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil» 

Dos. Se modifica el artículo 2 que queda redactado como sigue:  

«Artículo 2. Interés superior de la persona menor de edad. 

1. Todo menor tiene derecho a que su interés superior sea valorado y considerado como primordial 

en todas las acciones y decisiones que le conciernan, tanto en el ámbito público como privado. 

En la aplicación de la presente ley y demás normas que le afecten, así como en las medidas 

concernientes a los   menores que adopten las instituciones, públicas o privadas, los Tribunales, 

o los órganos legislativos primará el interés superior de las mismas sobre cualquier otro interés 

legítimo que pudiera concurrir. 

Las limitaciones a la capacidad de obrar de los menores se interpretarán de forma restrictiva y, en 

todo caso, siempre en el interés superior del menor. 

2. A efectos de la interpretación y aplicación en cada caso del interés superior del menor, se 

tendrán en cuenta los siguientes criterios generales, sin perjuicio de los establecidos en la 

legislación específica aplicable, así como de aquellos otros que puedan estimarse adecuados 

atendiendo a las circunstancias concretas del supuesto: 

a) La protección del derecho a la vida, supervivencia y desarrollo del menor y la satisfacción de 

sus necesidades básicas, tanto materiales, físicas y educativas como emocionales y afectivas.  
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b) La consideración de los deseos, sentimientos y opiniones del menor, así como su derecho a 

participar progresivamente, en función de su edad, madurez, desarrollo y evolución personal, en 

el proceso de determinación de su interés superior.  

c) La conveniencia de que su vida y desarrollo tenga lugar en un entorno familiar adecuado y libre 

de violencia. Se priorizará la permanencia en su familia de origen, en especial con aquellas 

personas con las que ha desarrollado un vínculo emocional y una relación de apego, y se 

preservará el mantenimiento de sus relaciones familiares, siempre que sea posible y positivo para 

el menor. En caso de acordarse una medida de protección, se priorizará el acogimiento familiar 

frente al residencial. Cuando el menor hubiera sido separado de su núcleo familiar, se valorarán 

las posibilidades y conveniencia de su retorno, teniendo en cuenta la evolución de la familia desde 

que se adoptó la medida protectora y primando siempre el interés y las necesidades del menor 

sobre las de la familia. 

d) La preservación de la identidad, cultura, religión, convicciones, orientación e identidad sexual 

o idioma del menor, así como la no discriminación del mismo por éstas o cualesquiera otras 

razones, incluida la discapacidad, garantizando el desarrollo armónico de su personalidad. 

e) El interés superior de la persona menor de edad deberá ser determinado de manera individual, 

debiendo constar expresamente la evaluación de sus circunstancias personales, familiares y 

sociales, con ponderación de todos los bienes y derechos en juego, así como la estimación de las 

posibles repercusiones de la decisión a adoptar en el niño, niña o adolescente afectado y las 

razones que, desde la perspectiva de infancia, de género, de derechos humanos e interseccional 

justifican que la decisión adoptada responde a dicho interés superior. 

3. Estos criterios se ponderarán teniendo en cuenta los siguientes elementos generales: 

a) La edad y madurez del menor. 

b) La necesidad de garantizar su igualdad y no discriminación por su especial vulnerabilidad, ya 

sea por la carencia de entorno familiar, sufrir maltrato, su discapacidad, su orientación e identidad 

sexual, su condición de refugiado, solicitante de asilo o protección subsidiaria, su pertenencia a 

una minoría étnica, o cualquier otra característica o circunstancia relevante. 

c) El irreversible efecto del transcurso del tiempo en su desarrollo. 

d) La necesidad de estabilidad de las soluciones que se adopten para promover la efectiva 

integración y desarrollo del menor en la sociedad, así como de minimizar los riesgos que cualquier 

cambio de situación material o emocional pueda ocasionar en su personalidad y desarrollo futuro. 

e) La preparación del tránsito a la edad adulta e independiente, de acuerdo con sus capacidades 

y circunstancias personales. 

f) Aquellos otros elementos de ponderación que, en el supuesto concreto, sean considerados 

pertinentes y respeten los derechos de los menores. 

Los anteriores elementos deberán ser valorados conjuntamente, conforme a los principios de 

necesidad y proporcionalidad, de forma que la medida que se adopte en el interés superior del 

menor no restrinja o limite más derechos que los que ampara. 



  

 

 

 

 

 64 

 
4. En caso de concurrir cualquier otro interés legítimo junto al interés superior del menor deberán 

priorizarse las medidas que, respondiendo a este interés, respeten también los otros intereses 

legítimos presentes. 

En caso de que no puedan respetarse todos los intereses legítimos concurrentes, deberá primar 

el interés superior del menor sobre cualquier otro interés legítimo que pudiera concurrir. 

Las decisiones y medidas adoptadas en interés superior del menor deberán valorar en todo caso 

los derechos fundamentales de otras personas que pudieran verse afectados. 

5. Toda resolución de cualquier orden jurisdiccional y toda medida en el interés superior de la 

persona menor de edad deberá ser adoptada respetando las debidas garantías del proceso y, en 

particular: 

a) Los derechos del menor a ser informado, oído y escuchado en condiciones idóneas, en términos 

que les sean accesibles, comprensibles y adaptados a su edad, madurez y circunstancias, 

recabando el auxilio de especialistas cuando ello fuera necesario, y a participar en el proceso de 

acuerdo con la normativa vigente. 

b) La intervención en el proceso de profesionales cualificados o expertos. En caso necesario, 

estos profesionales han de contar con formación para atender las necesidades específicas de las 

personas menores de edad con discapacidad. En las decisiones especialmente relevantes que 

afecten al menor se contará con el informe colegiado de un grupo técnico y multidisciplinar 

especializado en los ámbitos adecuados. 

c) La participación de progenitores, tutores o representantes legales del menor o un defensor 

judicial si hubiera conflicto de interés o discrepancia con ellos y del Ministerio Fiscal en el proceso 

en defensa de sus intereses. Se presumirá que existe un conflicto de interés cuando la opinión de 

la persona menor de edad sea contraria a la medida que se adopte sobre ella o suponga una 

restricción de sus derechos. 

d) La adopción de una decisión que incluya en su motivación los criterios utilizados, los elementos 

aplicados al ponderar los criterios entre sí y con otros intereses presentes y futuros, y las garantías 

procesales respetadas. 

e) La existencia de recursos que permitan revisar la decisión adoptada que no haya considerado 

el interés superior del menor como primordial o en el caso en que el propio desarrollo del menor 

o cambios significativos en las circunstancias que motivaron dicha decisión hagan necesario 

revisarla. Los menores gozarán del derecho a la asistencia jurídica gratuita en los casos 

legalmente previstos.» 

Tres. Se introduce un nuevo artículo 5 bis que queda redactado como sigue: 

«Artículo 5 bis. Derecho a un lenguaje sencillo en los actos administrativos, resoluciones y 

comunicaciones procesales. 

1. Los actos y comunicaciones administrativos o procesales y las resoluciones cuyos destinatarios 

sean personas menores de edad, utilizarán un lenguaje sencillo, accesible y comprensible, 

teniendo en cuenta la edad de la niña, niño o adolescente al que se dirigen, de forma que le 
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permitan conocer el objeto y consecuencias del mismo, sin perjuicio de la necesidad de utilizar el 

lenguaje técnico-jurídico para garantizar la precisión y calidad de estos.  

2. Las juezas, jueces, magistradas y magistrados velarán por la salvaguardia de este derecho, en 

particular en las escuchas, interrogatorios y declaraciones.» 

 

Cuatro. Se modifica el artículo 9 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 9. Derecho a ser oído y escuchado. 

1. El menor tiene derecho a ser oído y escuchado sin discriminación alguna por edad, 

discapacidad o cualquier otra circunstancia, tanto en el ámbito familiar como en cualquier 

procedimiento administrativo, judicial o de mediación en que esté afectado y que conduzca a una 

decisión que incida en su esfera personal, familiar o social, teniéndose debidamente en cuenta 

sus opiniones, en función de su edad y madurez. Para ello, la persona menor de edad deberá 

recibir la información que le permita el ejercicio de este derecho en un lenguaje comprensible, en 

formatos accesibles y adaptados a sus circunstancias con especial atención a las edades 

tempranas, a la discapacidad y a la interseccionalidad, para garantizar que pueda ejercitar este 

derecho por sí misma de acuerdo a su edad y madurez. 

 La edad no podrá ser obstáculo para que las niñas y niños ejerzan su derecho a participar 

plenamente en los procedimientos administrativos, judiciales, o de otra índole que les afecten, 

debiendo garantizarse el ejercicio de este derecho en toda toma de decisiones que les afecte. 

En los procedimientos judiciales o administrativos, las comparecencias o audiencias del menor 

tendrán carácter preferente, y se realizarán de forma adecuada a su situación y desarrollo 

evolutivo, con la asistencia, si fuera necesario, de profesionales cualificados o expertos, cuidando 

preservar su intimidad y utilizando un lenguaje que sea comprensible para él, en formatos 

accesibles y adaptados a sus circunstancias informándole tanto de lo que se le pregunta como de 

las consecuencias de su opinión, con pleno respeto a todas las garantías del procedimiento. 

2. Se garantizará que el menor pueda ejercitar este derecho por sí mismo o a través de la persona 

que designe para que le represente.  

Para garantizar que el menor pueda ejercitar este derecho por sí mismo será asistido, en su caso, 

por intérpretes.  El menor podrá expresar su opinión verbalmente o a través de formas no verbales 

de comunicación. 

Cuando no sea posible la audiencia del menor o cuando no convenga a su interés, podrá 

acordarse en resolución motivada que se conozca su opinión por medio de sus representantes 

legales, siempre que no tengan intereses contrapuestos a los suyos, o a través de otras personas 

que, por su profesión o relación de especial confianza, puedan transmitirla objetivamente. 

3. Siempre que en vía administrativa o judicial se deniegue la comparecencia o audiencia de los 

menores directamente o por medio de persona que le represente, la resolución será motivada en 

el interés superior del menor y comunicada al Ministerio Fiscal, al menor y, en su caso, a su 

representante, indicando explícitamente los recursos existentes contra tal decisión. En las 
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resoluciones sobre el fondo habrá de hacerse constar, en su caso, el resultado de la audiencia al 

menor, así como su valoración.» 

 

Cinco. Se modifica el artículo 12 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 12. Actuaciones de protección. 

1. La protección de los menores por los poderes públicos se realizará mediante la prevención, 

detección y reparación de situaciones de riesgo, con el establecimiento de los servicios y recursos 

adecuados para tal fin, el ejercicio de la guarda y, en los casos de declaración de desamparo, la 

asunción de la tutela por ministerio de la ley. En las actuaciones de protección deberán primar, en 

todo caso, las medidas familiares frente a las residenciales, las estables frente a las temporales y 

las consensuadas frente a las impuestas. 

2. Los poderes públicos velarán para que los progenitores, tutores, guardadores o acogedores, 

desarrollen adecuadamente sus responsabilidades y les facilitarán servicios accesibles de 

prevención, asesoramiento y acompañamiento en todas las áreas que afectan al desarrollo de los 

menores. 

3. Cuando los menores se encuentren bajo la patria potestad, tutela, guarda o acogimiento de una 

víctima de violencia de género o doméstica, las actuaciones de los poderes públicos estarán 

encaminadas a garantizar el apoyo necesario para procurar la permanencia de los menores, con 

independencia de su edad, con aquella, así como su protección, atención especializada y 

recuperación. 

4. Cuando no pueda ser establecida la mayoría de edad de una persona, será considerada menor 

de edad a los efectos de lo previsto en esta ley, en tanto se determina su edad. A tal efecto, el 

Fiscal deberá realizar un juicio de proporcionalidad que pondere adecuadamente las razones por 

las que se considera que el pasaporte o documento equivalente de identidad presentado, en su 

caso, no es fiable. La realización de pruebas médicas para la determinación de la edad de los 

menores se someterá al principio de celeridad, exigirá el previo consentimiento informado del 

afectado y se llevará a cabo con respeto a su dignidad y sin que suponga un riesgo para su salud, 

no pudiendo aplicarse indiscriminadamente. No podrán realizarse, en ningún caso, desnudos 

integrales, exploraciones genitales u otras pruebas médicas especialmente invasivas. 

Asimismo, una vez adoptada la medida de guarda o tutela respecto a personas menores de edad 

que hayan llegado solas a España, las Entidades Públicas comunicarán la adopción de dicha 

medida al Ministerio del Interior, a efectos de inscripción en el Registro Estatal correspondiente.  

5. Las Entidades Públicas garantizarán los derechos reconocidos en esta ley a las personas 

menores de edad desde el momento que accede por primera vez a un recurso de protección y 

proporcionarán una atención inmediata integral y adecuada a sus necesidades, evitando la 

prolongación de las medidas de carácter provisional y de la estancia en los recursos de primera 

acogida. 

6. Cualquier medida de protección no permanente que se adopte respecto de menores de tres 

años se revisará cada tres meses, y respecto de mayores de esa edad se revisará cada seis 
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meses. En los acogimientos permanentes la revisión tendrá lugar el primer año cada seis meses 

y, a partir del segundo año, cada doce meses. 

7. Además, de las distintas funciones atribuidas por ley, la Entidad Pública remitirá al Ministerio 

Fiscal informe justificativo de la situación de un determinado menor cuando este se haya 

encontrado en acogimiento residencial o acogimiento familiar temporal durante un periodo 

superior a dos años, debiendo justificar la Entidad Pública las causas por las que no se ha 

adoptado una medida protectora de carácter más estable en ese intervalo, 

8. Los poderes públicos garantizarán los derechos y obligaciones de los menores con 

discapacidad en lo que respecta a su custodia, tutela, guarda, adopción o instituciones similares, 

velando al máximo por el interés superior del menor. Asimismo, garantizarán que los menores con 

discapacidad tengan los mismos derechos respecto a la vida en familia. Para hacer efectivos estos 

derechos velarán porque se proporcione con anticipación información, servicios y apoyo generales 

a las personas menores de edad con discapacidad y a sus familias.» 

 

Seis. Se modifica el artículo 17 apartado 4 y 6 que queda redactado como sigue: 

«4. La valoración de la situación de riesgo conllevará la elaboración y puesta en marcha de un 

proyecto de intervención social y educativo familiar que, teniendo presente el principio de 

legalidad, deberá recoger los objetivos, actuaciones, recursos y previsión de plazos, promoviendo 

los factores de protección del menor y manteniendo a éste en su medio familiar. En la elaboración 

del proyecto de intervención participarán las personas profesionales de la educación social del 

equipo de los servicios sociales competentes, asimismo, se procurará la participación de los 

progenitores o personas que ejerzan la tutoría, guarda o acogida. En cualquier caso, será oída y 

tenida en cuenta la opinión de éstos en el intento de consensuar el proyecto, que deberá ser 

firmado por las partes, para lo que se les comunicará de manera comprensible y en formato 

accesible. También se comunicará y consultará con el menor en condiciones idóneas, en términos 

que les sean accesibles, comprensibles y adaptados a su edad, madurez y circunstancias, 

recabando el auxilio de especialistas cuando ello fuera necesario. 

6. La situación de riesgo será declarada por la administración pública competente conforme a lo 

dispuesto en la legislación estatal y autonómica aplicable mediante una resolución administrativa 

motivada, previa audiencia a los progenitores, tutores, guardadores o acogedores y del menor en 

condiciones idóneas, en términos que les sean accesibles, comprensibles y adaptados a su edad, 

madurez y circunstancias, recabando el auxilio de especialistas cuando ello fuera necesario. La 

resolución administrativa incluirá las medidas tendentes a corregir la situación de riesgo del menor, 

incluidas las atinentes a los deberes al respecto de los progenitores, tutores, guardadores o 

acogedores. Frente a la resolución administrativa que declare la situación de riesgo del menor, se 

podrá interponer recurso conforme a la Ley de Enjuiciamiento Civil.» 

 

Siete. Se modifica el apartado uno del artículo 19 bis que queda redactado como sigue: 



  

 

 

 

 

 68 

 
«1. Cuando la Entidad Pública asuma la tutela o guarda del menor elaborará un plan 

individualizado de protección que establecerá los objetivos, la previsión y el plazo de las medidas 

de intervención a adoptar con su familia de origen, incluido, en su caso, el programa de 

reintegración familiar. En la elaboración del plan participarán las personas profesionales de la 

educación social de los equipos técnicos de la Entidad Pública competente. 

En el caso de tratarse de una persona menor de edad con discapacidad, la Entidad Pública 

garantizará la continuidad de los apoyos necesarios.» 

 

Ocho. Se modifica el artículo 20 bis. 1. m) que queda redactado como sigue: 

«m) Relacionarse con el menor al cesar el acogimiento, si la Entidad Pública entiende que 

conviniere a su interés superior y lo consintieren la familia de origen o, en su caso, la familia 

adoptiva o de acogimiento permanente, y el menor tras haber sido escuchado en condiciones 

idóneas, en términos que les sean accesibles, comprensibles y adaptados a su edad, madurez y 

circunstancias, recabando el auxilio de especialistas cuando ello fuera necesario. 

 

Nueve. Se modifica la letra b) del apartado 2 del artículo 20 bis que queda redactado como sigue: 

«b) Oír al menor siempre antes de tomar decisiones que le afecten, en condiciones idóneas, en 

términos que les sean accesibles, comprensibles y adaptados a su edad, madurez y 

circunstancias, recabando el auxilio de especialistas cuando ello fuera necesario, sin que pueda 

prevalecer discriminación alguna por razón de discapacidad, y a transmitir a la Entidad Pública las 

peticiones que éste pueda realizar dentro de su madurez.» 

 

Diez. Se modifica el apartado dos del artículo 21 que queda redactado como sigue: 

«2. Todos los centros de acogimiento residencial que presten servicios dirigidos a menores en el 

ámbito de la protección deberán estar siempre habilitados administrativamente por la Entidad 

Pública, debiendo respetar el régimen de habilitación lo dispuesto en la Ley 20/2013, de 9 de 

diciembre, de garantía de la unidad de mercado. Además, deberán existir estándares de calidad 

y accesibilidad por cada tipo de servicio. 

La Entidad Pública regulará el régimen de funcionamiento de los centros de acogimiento 

residencial e inscribirá en el registro correspondiente a las entidades de acuerdo con sus 

disposiciones, prestando especial atención a la seguridad, sanidad, accesibilidad, número, ratio y 

cualificación profesional de su personal, proyecto educativo, participación de los menores en su 

funcionamiento interno y demás condiciones que contribuyan a asegurar sus derechos. 

Los equipos de los centros de protección de personas menores de edad estarán constituidos, 

preferentemente, por personas profesionales de la educación social y de la psicología. Las 

personas profesionales de la educación social, procurarán garantizar una atención efectiva y lo 

más individualizada posible actuando como persona de referencia para los niños, niñas y 

adolescentes durante su estancia en el centro. 
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Asimismo, la Entidad Pública promoverá modelos de acogimiento residencial con núcleos 

reducidos de menores que convivan en condiciones similares a las familiares.» 

 

Once. Se modifica el artículo 21 bis 2 b) que queda redactado como sigue: 

«b) Mantener relación con la familia de acogida tras el cese del acogimiento si la Entidad Pública 

entiende que conviniere a su interés superior y siempre que lo consintieren el menor tras haber 

sido escuchado en condiciones idóneas, en términos que les sean accesibles, comprensibles y 

adaptados a su edad, madurez y circunstancias, recabando el auxilio de especialistas cuando ello 

fuera necesario la familia de acogida y la de origen o, en su caso, la familia adoptiva o de 

acogimiento permanente.» 

 

Doce. Se introduce un nuevo artículo 21 quáter que queda redactado como sigue: 

«Artículo 21 quáter. Salida de los centros de protección de niñas, niños y adolescentes.  

1. La salida de los centros o los traslados que se lleven a cabo entre estos no darán lugar a una 

situación de riesgo para la integridad moral, física, psicológica o sexual de las niñas, niños o 

adolescentes, realizándose de acuerdo con su interés superior. 

2. La Entidad Pública competente ofrecerá programas de preparación para la vida independiente 

a los y las adolescentes de dieciséis años y en adelante.  

3. En el caso de las personas que estando bajo la tutela de la Entidad pública competente 

alcancen la mayoría de edad, esta ofrecerá los apoyos necesarios en los procesos de salida de 

los centros de acogimiento residencial, procurando un acompañamiento adecuado y 

especializado. Asimismo, las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus competencias, 

procurarán el acceso a la vida independiente de manera efectiva y garantizando todos sus 

derechos. 

4. Se prestará especial atención a las niñas, niños, adolescentes y personas que hayan alcanzado 

la mayoría de edad con discapacidad garantizando su acceso a los cuidados y recursos 

necesarios y la protección de su integridad moral, física, psicológica y sexual en caso de traslado 

entre centros o salida de estos.» 

 

Trece. Se modifica el artículo 22 ter que queda redactado como sigue: 

«Artículo 22 ter. Sistema de información, control y seguimiento sobre la protección a la infancia y 

a la adolescencia.  

1. La Administración General del Estado desarrollará, en colaboración con las comunidades y 

ciudades autónomas, un sistema de información, control y seguimiento, con el fin de velar por el 

cumplimiento real y efectivo de las obligaciones previstas en la legislación básica estatal en 

materia de infancia y adolescencia, a efectos estadísticos y de comunicación con el Ministerio 

Fiscal. 
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2. A los efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, las comunidades y ciudades autónomas 

de Ceuta y Melilla deberán remitir, dentro del primer trimestre de cada año natural, al menos, la 

siguiente información: 

a) Datos sobre el sistema de protección, que se registrarán dentro del Boletín de datos estadísticos 

de medidas de protección a la infancia y la adolescencia: 

1º Personas menores de edad atendidas por el sistema de protección. 

2º Datos sobre acogimiento residencial. Se remitirán, como mínimo, el número y tipología de 

centros de protección; el número, ratio y cualificación profesional de su personal, el número 

de planes individualizados de protección, de programas de reintegración familiar y de programas 

de preparación para la vida independiente desarrollados, así como el número de procedimientos 

sancionadores incoados por infracciones administrativas en materia de servicios sociales, 

producidas en los centros de protección, que vulneren lo dispuesto en la presente ley y en la Ley 

Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la infancia y la adolescencia frente a la 

violencia. 

3º Datos sobre acogimiento familiar y familiar especializado. Se remitirán, como mínimo, el número 

de planes individualizados de protección y de programas de reintegración familiar desarrollados. 

4º Medidas dirigidas a personas jóvenes extuteladas. 

b) Datos sobre adopción nacional e internacional. 

c) Datos estadísticos de medidas impuestas a personas menores de edad en conflicto con la ley. 

d) Datos que hayan de ser registrados en el Registro Unificado de Servicios Sociales sobre 

Violencia contra la infancia (RUSSVI). 

e) Llamadas registradas a través de las líneas telefónicas de ayuda a niños y adolescentes 116 

111 o equivalentes.  

3.La información prevista en el apartado anterior se registrará como operaciones estadísticas del 

departamento ministerial con competencias en materia de infancia y adolescencia. 

4.El incumplimiento de la obligación de información, establecida en el apartado anterior, podrá ser 

objeto de sanción por el Instituto Nacional de Estadística, con arreglo a lo previsto en el Título V 

de la Ley 12/1989, de 9 de mayo de 1989, de la Función Estadística Pública». 

Catorce . Se modifica el apartado tres del artículo 28 que queda redactado como sigue: 

«3. La contención física solo podrá consistir en la interposición entre el menor y la persona o el 

objeto que se encuentra en peligro, la restricción física de espacios y movimientos y, en última 

instancia, bajo un estricto protocolo, la inmovilización física por personal especializado del centro. 

En los centros de protección específicos de menores con problemas de conducta, será admisible 

únicamente y con carácter excepcional la sujeción de las muñecas del menor con equipos 

homologados, siempre y cuando se realice bajo un estricto protocolo y no sea posible evitar por 

otros medios la puesta en grave riesgo de la vida o la integridad física del menor o de terceros. 

Esta medida excepcional solo podrá aplicarse por el tiempo mínimo imprescindible, que no podrá 
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ser superior a una hora. Durante este tiempo, la persona menor de edad estará acompañada 

presencialmente y de forma continua, o supervisada de manera permanente, por un educador 

social u otro profesional del equipo técnico del centro. 

La aplicación de esta medida se comunicará de manera inmediata a la Entidad Pública, al 

Ministerio Fiscal y al órgano judicial que esté conociendo del ingreso.» 

 

Quince . Se modifica el apartado dos del artículo 29 que queda redactado como sigue: 

«2. El aislamiento no podrá exceder de tres horas consecutivas sin perjuicio del derecho al 

descanso del menor. Durante el periodo de tiempo en que el menor permanezca en aislamiento 

estará acompañado presencialmente y de forma continua o supervisado de manera permanente 

por un educador social u otro profesional del equipo técnico del centro.» 

 

Artículo 4. Modificación de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita. 

Uno. Se modifica la letra h) del artículo 2 que queda redactado como sigue: 

«h) Con independencia de la existencia de recursos para litigar, se reconoce el derecho de 

asistencia jurídica gratuita, que se les prestará de inmediato, a las víctimas de violencia de género, 

de terrorismo y de trata de seres humanos en aquellos procesos que tengan vinculación, deriven 

o sean consecuencia de su condición de víctimas, así como a las personas menores de edad y 

las personas con discapacidad cuando sean víctimas de delitos de homicidio, de lesiones de los 

artículos 149 y 150, en el delito de maltrato habitual previsto en el artículo 173.2, en los delitos 

contra la libertad, en los delitos contra la libertad sexual y en los delitos de trata de seres humanos. 

También se reconoce este derecho, con independencia de la existencia de recursos para litigar, a 

las mujeres y personas menores de edad que sean víctimas de los delitos contra la libertad sexual 

previstos en el título VIII del libro II del Código Penal, los delitos de mutilación genital femenina, 

matrimonio forzado y acoso con connotación sexual.  

Este derecho asistirá también a los causahabientes en caso de fallecimiento de la víctima, siempre 

que no fueran partícipes en los hechos. 

A los efectos de la concesión del beneficio de justicia gratuita, la condición de víctima se adquirirá 

cuando se formule denuncia o querella, o se inicie un procedimiento penal, por alguno de los 

delitos a que se refiere esta letra, y se mantendrá mientras permanezca en vigor el procedimiento 

penal o cuando, tras su finalización, se hubiere dictado sentencia condenatoria. El beneficio de 

justifica gratuita se perderá tras la firmeza de la sentencia absolutoria, o del sobreseimiento 

definitivo o provisional por no resultar acreditados los hechos delictivos, sin la obligación de abonar 

el coste de las prestaciones disfrutadas gratuitamente hasta ese momento. 

En los distintos procesos que puedan iniciarse como consecuencia de la condición de víctima de 

los delitos a que se refiere esta letra y, en especial, en los de violencia de género, deberá ser el 

mismo abogado el que asista a aquella, siempre que con ello se garantice debidamente su 

derecho de defensa.» 
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Dos. Se modifica el apartado 1 del artículo 6 que queda redactado como sigue: 

«1. Asesoramiento y orientación gratuitos previos al proceso a quienes pretendan reclamar la 

tutela judicial de sus derechos e intereses, así como información sobre la posibilidad de recurrir a 

la mediación u otros medios extrajudiciales de solución de conflictos, en los casos no prohibidos 

expresamente por la ley, cuando tengan por objeto evitar el conflicto procesal o analizar la 

viabilidad de la pretensión. 

Cuando se trate de víctimas de violencia de género, sexual, de terrorismo y de trata de seres 

humanos, así como de menores de edad y las personas con discapacidad intelectual o 

enfermedad mental, en los términos establecidos en la letra h) del artículo 2, la asistencia jurídica 

gratuita comprenderá asesoramiento y orientación gratuitos en el momento inmediatamente 

previo a la interposición de denuncia o querella.» 

 

 

Artículo 5. Modificación de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección 

Integral contra la Violencia de Género. 

Uno. Se modifica el artículo 19 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 19. Derecho a la atención integral. 

1. Las mujeres víctimas de violencia de género tienen derecho a servicios sociales de atención, 

de emergencia, de apoyo y acogida y de recuperación integral. La organización de estos servicios 

por parte de las comunidades autónomas y las Corporaciones Locales responderá a los principios 

de atención permanente, actuación urgente, especialización de prestaciones y 

multidisciplinariedad profesional. 

2. La atención multidisciplinar implicará especialmente: 

a) Información a las víctimas. 

b) Atención psicológica. 

c) Apoyo social. 

d) Seguimiento de las reclamaciones de los derechos de la mujer. 

e) Apoyo educativo a la unidad familiar. 

f) Formación preventiva en los valores de igualdad dirigida a su desarrollo personal y a la 

adquisición de habilidades en la resolución no violenta de conflictos. 

g) Apoyo a la formación e inserción laboral. 

3. Los servicios adoptarán fórmulas organizativas que, por la especialización de su personal, por 

sus características de convergencia e integración de acciones, garanticen la efectividad de los 
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indicados principios, asegurando, en todo caso, la disponibilidad, accesibilidad y calidad de los 

mismos. A estos efectos, las comunidades autónomas, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, asegurarán una formación específica a profesionales de los servicios sociales 

sobre violencia de género, incluyendo la violencia vicaria. En todo caso, se procurará una 

distribución territorial equitativa de los servicios y se garantizará su accesibilidad a las mujeres de 

las zonas rurales y otras zonas alejadas. 

4. Estos servicios actuarán coordinadamente y en colaboración con los Cuerpos de Seguridad, 

las Secciones de Violencia sobre la Mujer, los servicios sanitarios y las instituciones encargadas 

de prestar asistencia jurídica a las víctimas del ámbito geográfico correspondiente. Estos servicios 

podrán solicitar al órgano judicial las medidas urgentes que consideren necesarias. La no 

adopción de dichas medidas requerirá de resolución judicial motivada. 

5. También tendrán derecho a la asistencia social integral a través de estos servicios sociales los 

menores que se encuentren bajo la patria potestad o guarda y custodia de la persona agredida, o 

convivan en contextos familiares en los que se cometen actos de violencia de género. A estos 

efectos, los servicios sociales deberán contar con personal específicamente formado para atender 

a los menores, con el fin de prevenir y evitar de forma eficaz las situaciones que puedan comportar 

daños psíquicos y físicos a los menores que viven en entornos familiares donde existe violencia 

de género. En particular, deberán contar con profesionales de la psicología infantil para la atención 

de las hijas e hijos menores víctimas de violencia de género, incluida la violencia vicaria. 

6. En los instrumentos y procedimientos de cooperación entre la Administración General del 

Estado y la Administración de las comunidades autónomas en las materias reguladas en este 

artículo, se incluirán compromisos de aportación, por parte de la Administración General del 

Estado, de recursos financieros referidos específicamente a la prestación de los servicios. 

7. Los organismos de igualdad orientarán y valorarán los programas y acciones que se lleven a 

cabo y emitirán recomendaciones para su mejora.» 

 

Dos. Se modifica el artículo 23 que queda redactado como sigue. 

«Artículo 23. Acreditación de situaciones de violencia de género. 

Las situaciones de violencia de género que dan lugar al reconocimiento de los derechos regulados 

en esta ley se acreditarán mediante una sentencia condenatoria por cualquiera de las 

manifestaciones de la violencia contra las mujeres previstas en esta ley, una orden de protección 

o cualquier otra resolución judicial que acuerde una medida cautelar a favor de la víctima, o bien 

por el informe del Ministerio Fiscal que indique la existencia de indicios de que la demandante es 

víctima de violencia de género. También podrán acreditarse las situaciones de violencia contra las 

mujeres mediante informe de los servicios sociales, de los servicios especializados, o de los 

servicios de acogida de la Administración Pública competente destinados a las víctimas de 

violencia de género, o por cualquier otro título, siempre que ello esté previsto en las disposiciones 

normativas de carácter sectorial que regulen el acceso a cada uno de los derechos y recursos. 
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En el caso de las personas menores de edad víctimas de violencia de género de acuerdo con el 

artículo 1.2, su acreditación deberá realizarse simultáneamente a la de la mujer si la situación de 

esta fuese a ser acreditada, pudiendo realizarse, además, por documentos sanitarios oficiales de 

comunicación al Ministerio Fiscal o al órgano judicial. 

El Gobierno y las comunidades autónomas, en el marco de la Conferencia Sectorial de Igualdad, 

diseñarán, de común acuerdo, los procedimientos básicos que permitan poner en marcha los 

sistemas de acreditación de las situaciones de violencia de género.» 

 

Artículo 6. Modificación de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 

Personales y garantías de derechos digitales. 

 

Uno. Se modifica el apartado 6 del artículo 12, que queda redactado como sigue. 

6. Los titulares de la patria potestad podrán ejercitar en nombre y representación de los menores 

de catorce años los derechos de acceso, rectificación, cancelación, oposición o cualesquiera otros 

que pudieran corresponderles en el contexto de la presente ley orgánica, salvo lo previsto en el 

artículo 40 de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección integral de la infancia y la 

adolescencia frente a la violencia, relativo al acceso al historial clínico por la persona agresora o 

presuntamente agresora. 

 

Dos. Se modifica el apartado 1 del artículo 93, que queda redactado como sigue. 

1. Toda persona tiene derecho a que los motores de búsqueda en Internet eliminen de las listas 

de resultados que se obtuvieran tras una búsqueda efectuada a partir de su nombre los enlaces 

publicados que contuvieran información relativa a esa persona cuando fuesen inadecuados, 

inexactos, no pertinentes, no actualizados o excesivos o hubieren devenido como tales por el 

transcurso del tiempo, teniendo en cuenta los fines para los que se recogieron o trataron, el tiempo 

transcurrido y la naturaleza e interés público de la información.  

Del mismo modo deberá procederse cuando las circunstancias personales que en su caso 

invocase el afectado evidenciasen la prevalencia de sus derechos sobre el mantenimiento de los 

enlaces por el servicio de búsqueda en Internet. Se considerará que, salvo prueba en contrario, 

prevalece el derecho al olvido cuando lo ejerza una persona respecto de hechos en los que figura 

como víctima o presunta víctima de delito siendo menor de edad o cuando era menor de edad. 

Este derecho subsistirá aun cuando fuera lícita la conservación de la información publicada en el 

sitio web al que se dirigiera el enlace y no se procediese por la misma a su borrado previo o 

simultáneo. 

 

Disposición adicional única. Plan Director de Formación en materia de violencia contra las niñas, 

niños y adolescentes y evaluación de funcionamiento de los servicios especializados existentes.  
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En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley, el departamento ministerial con 

competencias en políticas de infancia y adolescencia aprobará el primer Plan Director de 

formación en materia de violencia contra las niñas, niños y adolescentes a la Conferencia Sectorial 

de Infancia y Adolescencia. 

Igualmente, en dicho plazo, se aprobará el documento previsto en el artículo 12.4 de esta norma, 

en el que se identificará y evaluará el funcionamiento de los servicios especializados en violencia 

contra la infancia y adolescencia, así como de las estructuras de coordinación entre ellos 

 

 

Disposición final primera. Título competencial. 

La presente ley orgánica se dicta al amparo de lo previsto en el artículo 149.1, 1.ª, 8.ª y 18.ª de la 

Constitución española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de regulación 

de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de 

los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales; legislación civil y bases del 

régimen jurídico de las administraciones públicas, respectivamente, y sin perjuicio de las 

competencias que puedan ostentar las comunidades autónomas, en virtud de los Estatutos de 

Autonomía que forman parte del cuerpo constitucional, que deberán respetarse en cualquier caso. 

 

Disposición final segunda. Carácter ordinario de determinadas disposiciones. 

La presente ley tiene carácter de ley orgánica, a excepción de los siguientes apartados del artículo 

uno: seis a nueve, once, doce, y trece a cuarenta y cinco; el artículo 2; el artículo 3, apartados 

cinco, seis, siete, ocho, nueve y diez; los artículos 4 y 5; las disposiciones adicionales y la 

disposición final primera.  

 

Disposición final tercera. Incorporación de derecho comunitario. 

Mediante la presente ley orgánica se incorpora al ordenamiento jurídico el apartado sexto del 

artículo 26 de la Directiva (UE) 2024/1346 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de mayo 

de 2024, por la que se establecen normas para la acogida de los solicitantes de protección 

internacional. 

 

Disposición final cuarta. Entrada en vigor. 

La presente ley entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado», a excepción del capítulo II del Título IV que entrará en vigor el 2 de enero del año 

siguiente al de su publicación.  
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